
RUC: 1800154993-2
RIT: 294-2022

Ministerio Público / FRANCISCO 

Violación con homicidio y aborto. 

Santiago, veinticinco de abril de dos mil veintitrés.

VISTO: 

PRIMERO: Tribunal e intervinientes. Que, ante la sala del Segundo Tribunal de Juicio Oral en lo

Penal de Santiago, presidida por  el juez Raúl Díaz Manosalva, e integrada por los jueces Gloria Canales
Abarca y Eduardo Gallardo Frías, entre los día seis de marzo al once de abril de 2023 se verificó el juicio

oral en causa RUC: 1800154993-2, RIT: 294-2022, seguida contra el acusado Felipe Andrés Rojas  Lobos,
cédula  de identidad N°  18.593.685-6,  nacido en Santiago el  26 de octubre de 1993,  29 años,  soltero,

domiciliado en calle Puntiagudo 4951. Conchalí, quien antes de ser sometido a la prisión preventiva en la cual

se encuentra en esta causa, trabajaba y estudiada.

El acusado compareció representado por la abogada defensora penal de confianza, doña  Jacqueline
Stubing Cerda.

Fueron partes acusadores en el juicio el Ministerio Público representado por la fiscal Patricia Varas
Pacheco y el fiscal Ulises Berríos. 

Además, comparecieron los siguientes querellantes, quienes dedujeron acusaciones particulares: 

-.  La  Delegación  Presidencial  de  la  Región  Metropolitana,  representada  por  las  abogadas
doña, Teresa   González de la Parra y doña Yanise Núñez Leiva (en lo sucesivo querellante 1).

-. El abogado don Pedro Díaz Belmar (en lo sucesivo querellante 2), en representación de la
víctima Amanda.

-.  Los abogados don Aldo Norberto Duque Santos y don Andrés Delgado González (en lo
sucesivo querellante tres), en representación de La víctima Lucas.

SEGUNDO: Las acusaciones, tanto estatal como particulares fueron las siguientes:  

1.- Ministerio Público: 
“El día 10 de febrero de 2018,  a eso de las 17:30,  la víctima Camila,  quien presentaba un

embarazo  de  aproximadamente  7  meses  de  gestación,  previo  acuerdo  con  el  imputado  FELIPE
ANDRÉS ROJAS LOBOS, concurrió hasta el inmueble utilizado como bodega que se encuentra en
DIRECCION004,  lugar  donde  trabajaba  el  imputado,  quien  obrando  sobre  seguro,  ya  que  se
encontraba solo en el lugar y aprovechando la relación de confianza que mantenía con la víctima, la
superioridad  de  sus  fuerzas,  el  estado  de  gravidez  y  contextura  física  de  Camila,  se  abalanzó



violentamente sobre ella por la espalda, aplicando fuerza y evitando que pudiera oponer resistencia,
para luego acceder carnalmente a la víctima vía vaginal y anal, y colocar un vínculo de género en su
cuello, apretándolo, hasta causarle la muerte por estrangulación. 

El acusado ROJAS LOBOS al momento de dar muerte a la víctima CAMILA, se encontraba en
pleno  conocimiento  que  ésta  se  encontraba  embarazada,  lo  que  resultaba  evidente  conforme  el
estado físico que presentaba, toda vez que mostraba la gestación de un bebé en su vientre. Por lo
mismo, al ejercer maliciosamente violencia sobre CAMILA y, obviamente al darle muerte producto de
las acciones ya descritas, ocasionó la muerte del feto de 7 meses de gestación que cargaba en su
vientre, causándole un aborto. 

Posteriormente, y una vez que la víctima Camila  y el feto que gestaba habían fallecido, el
imputado FELIPE ANDRÉS ROJAS LOBOS, contraviniendo las disposiciones legales y reglamentarias
respecto del tiempo, sitio y demás formalidades prescritas para las inhumaciones, excavó en la parte
posterior  del  inmueble ubicado en DIRECCION004, y depositó el  cuerpo sin vida de la víctima y,
consecuencialmente  del  feto,  en  el  interior  del  hoyo  realizado,  con  el  propósito  de  inhumar  los
cadáveres y de ese modo ocultar e impedir su hallazgo. Para lo anterior, además de realizar el hoyo
bajo tierra, depositó el cuerpo envuelto en un género, lo cubrió con cal, y posteriormente lo tapó con
cemento y tierra. 

Finalmente, el acusado, con ánimo de lucro y sin la voluntad de su dueña Camila, procedió a
apropiarse del celular marca Huawei color blanco, modelo Y6, avaluado en la suma de $ 50.000 pesos,
que posteriormente vendió en el persa de Zapadores el mismo día de los hechos”. 

Sostuvo el Ministerio Público que los hechos contenidos en su acusación son constitutivos de los

siguientes delitos: 

1.- VIOLACION CON HOMICIDIO, comprendido en el artículo 372 bis del Código Penal habiendo obrado con

alevosía y con abuso de su superioridad física;

2.- ABORTO, previsto y sancionado en el artículo 342 N° 1 del Código Penal;

3.- INHUMACIÓN ILEGAL previsto y sancionado en el artículo 320 del Código Penal; y

4.- HURTO SIMPLE del artículo 446 N°3 del Código Penal, los cuales se encuentran en grado de desarrollo

CONSUMADO, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7° del mismo cuerpo normativo. 

Al  acusado  el  persecutor  estatal  sostuvo  que  le  corresponde  participación  en  calidad  de  autor,

invocando además las siguientes circunstancias modificatorias de responsabilidad penal:  la atenuante del

artículo 11 N° 6 del Código Penal y las agravantes de los artículos 12 N°1 y 12 N°6 del Código Penal.

En cuanto a la pena, pide la pena única de  presidio perpetuo calificado, además de las penas

accesorias generales previstas en el artículo 27 y siguientes del Código Penal, pago de las costas y el comiso

de los instrumentos y efectos del delito. Además, solicita que de acuerdo a lo previsto en el artículo 17 de la

Ley N° 19.970 sobre Sistema Nacional de Registros de ADN, se orden ordene el registro de la huella genética

del condenado, previa toma de muestras biológicas, a finde que sea incorporada al Registro de Condenados. 



2.- Delegación Presidencial (querellante 1):  
“El  día  10  de  febrero  de  2018,  alrededor  de  las  17:30  horas,  la  víctima  Camila,  quien

presentaba un  embarazo  de  7  meses  aproximadamente,  previo  acuerdo con el  imputado  FELIPE
ANDRÉS ROJAS LOBOS, concurrió hasta el inmueble utilizado como bodega que se encuentra en
DIRECCION004,  lugar  donde  trabajaba  el  imputado,  quien  obrando  sobre  seguro,  ya  que  se
encontraba solo en el lugar y aprovechando la relación de confianza que mantenía con la víctima, la
superioridad  de  sus  fuerzas,  el  estado  de  gravidez  y  contextura  física  de  Camila,  se  abalanzó
violentamente sobre ella por la espalda, aplicando fuerza y evitando que pudiera oponer resistencia,
para luego acceder carnalmente a la víctima por vía vaginal y anal, y colocar un vínculo de género en
su cuello, apretándolo, hasta causarle la muerte por estrangulación.

Una vez que la víctima Camila y el feto que gestaba habían fallecido,  el imputado FELIPE
ANDRÉS ROJAS LOBOS,  contraviniendo  las  disposiciones  legales  y  reglamentarias  respecto  del
tiempo, sitio y demás formalidades prescritas para las inhumaciones, excavó en la parte posterior del
inmueble  ubicado  en  DIRECCION004,  y  depositó  el  cuerpo  sin  vida  de  la  víctima  y,
consecuencialmente  del  feto,  en  el  interior  del  hoyo  realizado,  con  el  propósito  de  inhumar  los
cadáveres y de ese modo ocultar e impedir su hallazgo. Para lo anterior, además de realizar el hoyo
bajo tierra, depositó el cuerpo envuelto en un género, lo cubrió con cal, y posteriormente lo tapó con
cemento y tierra.

Finalmente, el acusado, con ánimo de lucro y sin la voluntad de su dueña Camila, procedió a
apropiarse del celular marca Huawei color blanco, modelo Y6, avaluado en la suma de $ 50.000 pesos,
que posteriormente vendió en el persa de Zapadores el mismo día de los hechos”.

Los hechos descritos, sostuvo la acusadora de la delegación presidencial, son constitutivos de los

siguientes ilícitos:

1.-VIOLACIÓN CON HOMICIDIO, comprendido en el artículo 372 bis del Código Penal; 

2.- INHUMACIÓN ILEGAL previsto y sancionado en el artículo 320 del Código Penal; e

3.- HURTO SIMPLE. contemplado en el artículo 446 N°3 del Código Penal. 

Los delitos se encuentran en grado de desarrollo consumado y se le atribuye al acusado participación

en calidad de autor en los términos del artículo 15 N° 1 del Código Penal. Invoca además las siguientes

circunstancias modificatorias de responsabilidad contempladas por el artículo 12 del  Código Penal:  N° 1
(alevosía), y  N° 6, esto es,  abusar el delincuente de la superioridad de su sexo o de sus fuerzas, en
términos que el ofendido no pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa.

Pide, la pena única de presidio perpetuo calificado, como autor de los delitos de VIOLACIÓN CON
HOMICIDIO, INHUMACIÓN ILEGAL, y HURTO SIMPLE, las penas accesorias legales y la incorporación de

la huella genética del acusado al Registro Nacional de Condenas. 

3.- Acusador particular en representación de la víctima Amanda (querellante 2): 



“El sábado 10 de febrero de 2018, a las 17:30 aproximadamente, la víctima Camila, quien se
encontraba con un embarazo evidente de más 7 meses de gestación (32 semanas), es invitada por el
imputado  Felipe  Andrés  Rojas  Lobos,  al  lugar  donde  este  trabajaba,  lugar  denominado  bodega,
ubicado en DIRECCION004, lugar distante aproximadamente a 50 metros de ambos domicilios, es
decir de la Víctima y del imputado.

Cabe hacer presente,  que el  imputado hace esta invitación a la  víctima,  con la  verdadera
intención premeditada de retenerla en contra de su voluntad y de abusarla sexualmente, atendido que
imputado le  escribe ante de que se digiera a  la  bodega,  le  dice que no concurra con su perrita
expresando por WhatsApp textual “No vayas con la Simona sino los perros se la van a comer”, y a
este hecho y registro de premeditación del  imputado, hay que agregar lo que declara en la diligencia
de reconstitución de escena, que él había preparado con antelación la fosa donde finalmente enterró a
víctima Camila, hechos que evidencian su premeditación, su actuar sobre seguro y que reflejan que
retendría a la víctima en contra de su voluntad, para consumar su actuar delictivo, lo que también se
aprecia en la forma que fue encontrada la víctima, es decir con amarras de sujeción de sus manos,
cuestión propia de una retención forzosa, es decir, de secuestro.

La  víctima  Camila,  ingresa  a  este  recinto,  donde  ya  la  esperaba  el  imputado  bajo  las
condiciones  ya  descritas,  quien  como  lo  he  señalado,  trabajaba  en  ese  lugar  desde  el  mes  de
noviembre de 2017, por ende, conocía absolutamente el lugar, lo que evidencia que este siempre en
estos actos, actuó sobre seguro, ya que se encontraba solo en el lugar y aprovechando la relación de
confianza que mantenía con la víctima, (amigos y vecinos colindantes por más de 10 años)

Luego  de  ingresar  a  ese  recinto  el  imputado  comenzó  a  realizar  un  recorrido  por  las
dependencias con la víctima para ambientarla y  hacerla sentir  segura y ganando su confianza al
interior de la denominada bodega.
Transcurrido un breve lapso al interior de la bodega y cuando la víctima se disponía a abandonar este
lugar y ya habiéndose despedido y estando en la puerta de salida de la casa, el  imputado Rojas
Lobos, procede a retenerla contra su voluntad, tomándola en forma sorpresiva, violenta y aplicando
toda su fuerza para tomarla por el cuello e ingresándola a la fuerza nuevamente hacia el interior del
inmueble  ocupando  la  superioridad  de  sus  fuerzas,  (imputado  mide  más  de  1,80  metros)
aprovechando este  además del estado de gravidez y contextura física de Camila, (media un 1,50
metros  de  estatura)  evitando que ella  pudiera oponer  resistencia,  y  en forma violenta  procede a
desgarrar las ropas de la víctima para abusar carnalmente de ella, primero vía vaginal, para luego
hacerlo vía anal, mientras le tapaba su boca con la mano izquierda. Producto de lo antes descrito la
víctima inicia el trabajo de parto y pierde el conocimiento a raíz de estos actos agresivos de retención
y violentos.

La víctima quien aún se encontraba con vida pero inconsciente, debido a la retención sin la
voluntad de la víctima, al brutal ataque sexual y aborto ocasionado por el imputado Rojas Lobos, al
ver que la víctima se encontraba desmayada e inconsciente, procede a ocultar su actuar delictivo y
trata de introducirla en una funda de género que había en el lugar y que son utilizadas para cubrir las
sillas en los eventos, y como le era dificultoso manipular el peso del cuerpo inconsciente Rojas Lobos



procede a generar amarras de sujeción entre las manos y cuello de la víctima y de esa forma la
introduce a este funda de género, para luego proceder a envolver el cuerpo nuevamente en otra tela
del mismo tipo para que no pueda salir de allí.
Posteriormente, y una vez que la víctima Camila y su feto que habían fallecido, el imputado Felipe
Andrés Rojas Lobos, contraviniendo las disposiciones legales y reglamentarias respecto del tiempo,
sitio y demás formalidades prescritas para las inhumaciones, excavó una fosa en la parte posterior de
la  propiedad  ubicado  en  DIRECCION004,  y  depositó  el  cuerpo  sin  vida  de  la  víctima  y,
consecuencialmente del feto, en el interior de la fosa realizado inhumando los cadáveres y de ese
modo ocultar e impedir su hallazgo. Para lo anterior, además de realizar la fosa, depositó el cuerpo
envuelto en telas, lo cubrió con cal, y posteriormente lo tapó con cemento y tierra.

El imputado Rojas Lobos al momento de dar muerte a la víctima CAMILA, se encontraba en
pleno  conocimiento  que  ésta  se  encontraba  embarazada,  lo  que  resultaba  evidente  conforme  el
estado físico que presentaba, toda vez que mostraba la gestación de un bebé en su vientre. Por lo
mismo, al ejercer maliciosamente violencia sobre CAMILA y, obviamente al darle muerte producto de
las acciones ya descritas, ocasionó la muerte del feto de 7 meses (32 semanas) de gestación que
cargaba en su vientre, provocando el aborto.

Finalmente, el acusado, con ánimo de lucro y sin la voluntad de su dueña Camila , procedió a
apropiarse de su celular marca Huawei color blanco, modelo Y6, avaluado en la suma de $ 200.000
pesos, que posteriormente vendió en el persa de Zapadores el mismo día de los hechos”.

Sostuvo este acusador particular que los hechos son constitutivos de los siguientes delitos:

1.- SECUESTRO CON HOMICIDIO, descrito y sancionado en el artículo 141 inciso final del Código Penal.

2.- VIOLACION REITERADA, delito previsto y sancionado en el artículo 361 del Código Penal.

3.- ABORTO, previsto y sancionado en el artículo 342 N° 1 del Código Penal.

4.- INHUMACIÓN ILEGAL, previsto y sancionado en el artículo 320 del Código Penal.

5.- HURTO SIMPLE, del artículo 446 N°3 del Código. 

Todos los delitos descritos, se encuentran en grado de desarrollo consumado, de acuerdo con lo

dispuesto en el artículo 7° del Código Penal y se atribuye al acusado participación en calidad de autor.

Invoca,  además  las  siguientes  circunstancias  modificatorias  de  responsabilidad  penal,
previstas en el artículo 12 del Código Penal: la de los números 1, 4, 6 y 7.

En cuanto a la pretensión punitiva, pide las siguientes penas: 

1) SECUESTRO CON HOMICIDIO, presidio perpetuo calificado; 

2) VIOLACION REITERADA; presidio mayor en su grado máximo; 

3) ABORTO, presido mayor en su grado mínimo;

4) INHUMACIÓN ILEGAL reclusión menor en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias

mensuales; y

5) HURTO SIMPLE, presidio menor en su grado mínimo y multa de cinco unidades tributarias mensuales. 

4.- Acusador particular en representación de la víctima   Lucas    (querellante 3)  : 



“El sábado 10 de febrero de 2018, a las 17:30 aproximadamente, la víctima Camila, quien se
encontraba con un embarazo evidente de más 7 meses de gestación (32 semanas), fue invitada por el
imputado  Felipe  Andrés  Rojas  Lobos,  al  lugar  donde  éste  trabajaba  y  desplegaba  funciones  de
cuidador, por lo que lo conocía perfectamente, lugar denominado bodega, ubicado en DIRECCION004,
lugar que se encontraba ubicado aproximadamente a media cuadra del domicilio de la víctima, que
además colindaba con el del imputado.

La  víctima  Camila,  ingresa  a  este  recinto  donde  ya  la  esperaba  el  imputado  bajo  las
condiciones ya descritas, quien como ya se señaló, trabajaba en ese lugar desde el mes de noviembre
del año 2017, conocía absolutamente el lugar, lo que pone de manifiesto el dominio del acto por parte
del encartado y la indefensión de la víctima, adicionado a lo anterior cabe consignar que ambos eran
amigos prácticamente  desde  la  infancia  lo  que  debilitó  las  barreras  de  defensa  subjetivas  de  la
víctima.

En dicho lugar y luego de haber recorrido la bodega víctima y victimario proceden a entablar
una charla al tiempo que fumaban un cigarrillo de marihuana. Es en ese momento y cuando Camila se
dispone a  abandonar  el  lugar  de  regreso a  su domicilio  cuando el  imputado actuando en forma
sorpresiva la toma por la espalda sujetándola por su cuello y arrastrándola al interior de la pieza
donde hasta hace pocos instantes ella se encontraba. Como consecuencia de la fuerza ejercida sobre
el cuello de la víctima y los movimientos naturales de defensa, Camila rompió la bolsa de agua e inició
movimientos de parto, naturalmente producidos por la fuerza y violencia que ejercía en esos instantes
el imputado, fue así como se desvanece lo que aprovecha el encartado para violarla tanto vaginal
como  analmente,  a  pesar,  como  ya  dijimos,  de  que,  en  esos  momentos  Camila  había  iniciado
maniobras de parto.

Complementando  lo  anterior  cabe  consignar  que  mientras  la  violaba  y  aprovechando  su
desvanecimiento  el  imputado  ejercía  fuerza  sobre  la  boca  de  la  víctima  lo  que  dificultaba  su
respiración y le impedía recuperarse, más aún que, y como se ha relatado ella había comenzado
labores de parto dando a luz en ese instante, y mientras era violada, a una criatura de 7 meses de
gestación que no alcanza a ser separada del cuerpo de su madre pues permanece unida a él por el
cordón umbilical.

Una vez concretado el ataque sexual y estando su víctima inconsciente junto a la criatura que
yacía a su lado, el imputado procede a amarrar las extremidades de la víctima  e introducir su cuerpo,
inconsciente, dentro de fundas de género junto al de su hijita habiéndose asegurado de darle muerte
también a esta última, culminando su brutal ataque al inhumar ambos cuerpos, en una fosa cavada al
efecto al final del patio de dicho recinto, sin haber verificado siquiera si Camila  ya había muerto o no,
por lo que a esta querellante le asisten fundadas dudas en orden a la posibilidad de que Camila haya
sido enterrada viva y fallecido después de ser enterrada.
Finalmente,  el  acusado,  y con ánimo de lucro y sin la voluntad de su dueña Camila,  procedió a
apropiarse de su celular marca Huawei color blanco, modelo Y6, avaluado en la suma de $200.000
pesos, que posteriormente vendió en el persa de Zapadores el mismo día de los hechos”.



Sostuvo este acusador particular que los hechos son constitutivos de los siguientes delitos:

1.- SECUESTRO CON HOMICIDIO, descrito y sancionado en el artículo 141 inciso final del Código Penal.

2.- VIOLACION REITERADA, delito previsto y sancionado en el artículo 361 del Código Penal.

3.- ABORTO, previsto y sancionado en el artículo 342 N° 1 del Código Penal.

4.- INHUMACIÓN ILEGAL, previsto y sancionado en el artículo 320 del Código Penal.

5.- HURTO SIMPLE, del artículo 446 N°3 del Código. 

Todos los delitos descritos, se encuentran en grado de desarrollo consumado, de acuerdo con lo

dispuesto en el artículo 7° del Código Penal y se atribuye al acusado participación en calidad de autor.

Invoca,  además  las  siguientes  circunstancias  modificatorias  de  responsabilidad  penal,
previstas en el artículo 12 del Código Penal: la de los números 1, 4, 6 y 7.

En cuanto a su pretensión punitiva, pide las siguientes penas: 

1) SECUESTRO CON HOMICIDIO, presidio perpetuo calificado; 

2) VIOLACION REITERADA; presidio mayor en su grado máximo; 

3) ABORTO, presido mayor en su grado mínimo;

4)  INHUMACIÓN ILEGAL reclusión menor en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias

mensuales; y

5) HURTO SIMPLE, presidio menor en su grado mínimo y multa de cinco unidades tributarias mensuales. 

TERCERO: Alegatos de apertura.

 Fiscalía:  Sostuvo que se trata de un caso que debe analizarse y abordarse con perspectiva de

género, atendida la vulnerabilidad de víctima y asimetría de poder, por el embarazo. Además, deben tenerse

en cuenta las acciones posteriores que ejerció el acusado, perpetuando la relación de poder sobre la víctima

y su hija. El 10 de febrero de 2018 fue la última vez que la madre vio a la víctima, su hija Camila. Le preparó

porotos con pilco a su hija.  Luego, la víctima fue a la bodega con sus llaves y celular; bodega que fue

precisamente del sitio del suceso, con sus llaves y celular. Ese lugar, era cuidado por su amigo y vecino, el

acusado Felipe Rojas. De ese lugar, luego de ingresar ese 10 de febrero de 2018, Camila no salió con vida.

Recién 16 meses después se le encuentra muerta allí con restos fetales de su hija, enterrada en el patio.  El

día de los hechos el acusado, aprovechando su superioridad de fuerzas, se abalanzó sobre la víctima por la

espalda  y  la  accede  carnalmente  por  vía  anal  y  vaginal,  aplicando  fuerza.  Ella  tenía  30  semanas  de

embarazo. Poner fin a la vida a la víctima provocó también muerte feto. Luego, el acusado excava un hoyo, la

entierra ilegalmente y vende el celular. La fiscal, sostuvo, que acreditaría las siguientes premisas fácticas: 1°,

el acusado era, el día de los hechos, la única persona con acceso y llaves a la bodega de DIRECCION004;

2°,  la víctima tenía 30 semanas de embarazo, era una mujer menuda, de contextura delgada, un metro

cincuenta, mientras que el acusado mide como un metro ochenta y tiene una mayor contextura; 3°, el último

rastro que se tiene de la víctima ex concurriendo el 10 de febrero de 2018 a la bodega y nunca más se le vio

salir; 4°, desde que la víctima entró ese día a la bodega y hasta que se encontró su cadáver, nunca más se

tuvo noticias de ella;  5°, el sábado 10 de febrero de 2018, el acusado ingresó a la bodega en horas de la



tarde;  6°, el lunes 12 de febrero de 2018 por la mañana se realizó una compra de un saco de 25 kilos de

cemento San Juan en la Ferretería el Dato, ubicada en Independencia 4747, Conchalí y, minutos después, el

acusado es registrado por cámaras de seguridad de DIRECCION008, a bordo de una bicicleta, portando un

saco de cemento San Juan; 7°, el martes 13 de febrero de 2018 el acusado es captado por las cámaras de

DIRECCION008 observando  la  ubicación  de  las  cámaras  y,  especialmente,  verificando  hacia  donde

apuntaban;  8° el 14 de febrero de 2018 el acusado llamó a Cristián Rivera, uno de los encargados de la

bodega, para señalarle que iba a renunciar;  9°,  el  20 de febrero de 2018 llamó a su pareja de la época

diciéndole que se carabineros preguntaba por él, que respondiera que no era violento; 10°, el 24 de junio de

2019  se  encuentra  el  cuerpo  de  Camila  y  restos  fetales  de  su  hija  en  el  patio  de  la  bodega  de

DIRECCION004. El cuerpo estaba amortajado, sin ropa interior y el vestido desgarrado. Además, estaba en

una fosa cubierta con cal y cemento. En el sitio del suceso se encontró un envoltorio de un saco de cemento

San Juan de 25 kilos; y, 11°, el cuerpo de la víctima tenía una amarra, con nudo en el cuello y la autopsia

determinó que la causa de muerte fue por estrangulación. Además, se encontraron legumbres y choclo en el

estómago.

El  acusado siempre negó los hechos y obstruyó la investigación, entregó información falsa y pre

constituyó prueba. Le mintió a la madre de la víctima, preguntando por ella estando ya muerta; le dijo a la

policía que nunca había quedado de juntarse con Camila en la bodega y que no la había visto; y, le mandó

mensajes de WhatsApp a la Camila poco después de que muriera, indicándole que nunca llegó.  

Luego de 34  meses acorralado el  acusado entregó declaración acomodaticia,  ya acorralado.  Se

acreditarán los delitos, participación y agravantes.

Querellante 1: Expresó que la perspectiva de género permite entender la desventaja histórica en que

viven las mujeres. Es un foco o herramienta que permite echar luz sobre la violencia, asimetría de poder y

desigualdad.  Ello  es  lo  que  permite  lograr  respeto  por  los  derechos  humanos  de  la  mujer.  La  prueba

acreditará los sucesos contenidos en la acusación. En tal sentido, la querellante reitera en general las ideas

formuladas por la Fiscalía. El acusado aborda a Camila por la espalda, la penetra, estrangula y la mata.

Luego deposita el cuerpo victima en la fosa que hizo y vende el celular en una feria persa. No acusó, añade la

querellante, por secuestro por no tener legitimación activa. Invoca las agravantes de los artículos 12 números

1 y 6 del Código Penal. 

Querellante 2:  Manifestó que han vivido cinco años de angustia junto a la madre de la víctima. El

acusado la hostigó durante el tiempo de búsqueda de la víctima. La ciencia va a suplir la declaración de la

víctima, con peritajes y otras pruebas. El acusado ingresó y encerró a la víctima en la bodega, luego la viola

reiteradamente  y  se  genera  el  aborto,  el  homicidio  y  actos  posteriores  que  serán  probados.  Actuó  –el

imputado- sobre seguro, preparó el escenario, luego entierra a la víctima y pone una loza de cemento encima.

Invoca las agravantes de los números 1, 4, 6 y 7 del artículo 12 del Código Penal. Pide condena. 



Querellante 3: Indicó que la investigación se inicia en febrero de 2018. El acusado era amigo de la

víctima, vecino, se aprovechó de eso para agredirla. El acusado incluso se presenta, luego de matarla, en el

domicilio  de  la  víctima  simulando  empatía.  Se  hizo  el  empático  y  eso  hacía  impensable  que  fuera  el

responsable. La secuestró, indujo al aborto y provocó la muerte. La invitó a la bodega aprovechándose de su

calidad de amigo y conocido de toda la vida. La tomó por la espalda y cuello, comenzó la víctima con labores

de parto, la violó, quedó inconsciente y la enterró junto a su hija, pudieron haber estado vivas. No hubo

colaboración por  parte  del  acusado.  Hay secuestro con homicidio,  violación reiterada,  inhumación ilegal,

aborto y hurto, Junto con pedir la condena del acusado, invoca las agravantes de los números 1, 4, 6 y 7 del

artículo 12 del Código Penal. 

Defensa:  Sostuvo  que  sistema  penal  es  permeable  a  casos  de  connotación  pública.  Hay  que

compatibilizar,  señaló, los derechos fundamentales del acusado con los objetivos del sistema penal. Una

presunta desgracia se trasformó en un caso judicial. Se verá como violaciones al derecho a guardar silencio

llevaron a tenerlo en calidad de acusado a su defendido. Prestó declaración en más de 12 oportunidades, ¿en

cuántas estuvo su defensor? ¿En qué calidad estaba? ¿Cómo acusado o testigo? Hubo interceptaciones

telefónicas y varias diligencias. ¿Se cumplieron los requisitos? ¿Se respetaron las reglas? La calidad de la

declaración del acusado, imputado o testigo dará cuenta de si existen vulneraciones en el proceso. El primer

derecho es guardar silencio. Las declaraciones tomadas, sin defensor, fue algo real en el proceso. Tenía el

acusado derecho a la no auto incriminación. Aun cuando las policías creían que el acusado algo ocultaba, no

estaba clara  su participación.  A  la  pareja  del  acusado la  transformaron  en  colaboradora principal  de  la

indagación criminal. Fue presionada. La prueba carecerá de la fiabilidad necesaria y el acusado a través de

su pareja entrega información que el mismo no entregó de manera directa. La testigo incluso fue a la cárcel

para  tratar  de  reconstituir  la  relación  con  el  acusado.  La  fiscalía  tratará  de  contaminar  al  tribunal  con

declaraciones de ex parejas. Incluso la familia y ex pareja de la víctima fueron investigadas.  La historia

familiar  y  personal  de la  víctima explicarán lo  que pasó.  Además,  el  querellante  efectuó investigaciones

paralelas,  sosteniendo diligencias imposibles de mantener.  La defensa sostiene vulneración de garantías

(derecho  a  guardar  silencio,  presencia  de  abogado  defensor  y  diligencias  intrusivas  al  margen  de  los

requisitos  legales),  relacionadas  con  las  pruebas  sostienen  la  imputación.  Además,  planteó  que  los

querellantes mermaron la propia prueba de la fiscalía. El tribunal deberá valorar negativamente la prueba y lo

cual conduce a la duda razonable y absolución. 

En  subsidio,  hay  colaboración  efectiva  del  acusado.  Sin  el  acusado  no  se  habría  dado  con  el

paradero de la víctima.  La víctima merece que funcione el  sistema, el  acusado también.  Hay que estar

atentos al informe del Servicio Médico Legal (SML) y la prueba del querellante. 

CUARTO: Declaración del acusado. 

El  acusado  ya  individualizado,  advertido  de  sus  derechos,  guardó  silencio  en  el  juicio,

absteniéndose de prestar declaración.  

QUINTO: Prueba de cargo del Ministerio Público.



 Como primera cuestión y esto vale también para la prueba de los querellantes y la defensa, es

necesario recalcar que el deber de motivación de la sentencia (contemplado en los artículos 342 y 297 del

Código Procesal), no guarda relación con una tediosa transcripción o reproducción en la sentencia de las

declaraciones  y  evidencias  rendidas,  pues  como  ha  indicado  la  Excelentísima  Corte  Suprema:
“Noveno: Que, cabe aclarar que la ley no demanda en parte alguna transcribir íntegramente en la
sentencia los dichos de todos los testigos y peritos que depusieron en el juicio, sino únicamente
exponer las razones por las cuales ellos sirvieron para formar la convicción condenatoria, lo cual,
desde luego, puede requerir en algunos casos, reproducir o sintetizar parte de sus declaraciones,
pero  ello  no  eleva  la  transcripción  a  un  requisito sine  qua  non del  fallo.”  (Rol  N°  32.691-
18 veintinueve de enero de dos mil diecinueve).  Es decir, como correctamente se infiere de lo señalado

por el máximo tribunal en la sentencia citada, lo relevante es que el tribunal se haga cargo de la prueba

rendida y la valore en función de los hechos que se han tenido por acreditados o desvirtuados. Valoración

que, conforme a la teoría y praxis acusatoria en el marco de un juicio contradictorio, debe hacerse en función

de las controversias planteadas, pues eso es lo que precisamente deriva del carácter dialógico y dialéctico de

la oralidad como método de debate, argumentación y control de calidad de la información.  Y ese el ejercicio

que estos jueces, precisamente, han realizado al momento de valorar las pruebas, extrayendo y aludiendo a

aquella información relevante y pertinente en la conformación de las premisas fácticas y desestimando las

pruebas que pudieron haber  resultado redundantes  y  (o)  irrelevantes.  Lo expuesto es  con mayor  razón

atinente en el contexto de un modelo acusatorio, en aquellos casos en que parte de las premisas fácticas no

han sido cuestionadas por los intervinientes. 

Testimonial:

1.-  AMANDA,  dueña de casa, cedula de identidad N°NUM000,  con domicilio  DIRECCION000.  madre de

Camila, a quien la fiscalía exhibió la evidencia material número 22 de auto de apertura y las fotos 1, 2, 7, 9 y

32 de otros medios de prueba número tres. 

2.-  LUCÍA,  dueña  de  casa,  Cédula  de  identidad  N°  NUM001,  domicilio  en  DIRECCION001,  Quilicura,

hermana de la víctima, a quien la fiscalía exhibió los otros medios de prueba número 3 correspondientes a las

fotos 1.2,3,4,5,7,14,16, 17, 23, 26, 28, 30,31, 34, 43 y 44; otros medios de prueba número cuatro, fotos 4, 23

y 24; y, otros medios de prueba, fotos 83 y84.

3.  CRISTIAN  ESTEVAN  RIVERA  TRONCOSO,  Independiente,  cedula  de  identidad  N°  12.981.205-2,

domicilio reservado, mediante cuya declaración la fiscalía introdujo las fotos 3 y 4 de otros medios de prueba,

número 3. 

4.  CESAR  ANTONIO  GONZALEZ  NUÑEZ,  cédula  de  identidad  N°  9.832.962-5,  empleado,  domicilio

reservado, por medio de cuya declaración se incorporaron otros medios de prueba número 4, fotos 66, 68, 70,

71 y 88; y evidencia material número 22.  



5. JUAN SALADINO PARRA HIDALGO, Cédula de Identidad N° 7.986.115-4, Ingeniero Comercial, domicilio

en DIRECCION006, mediante cuya declaración se introdujeron otros medios de prueba número, fotos 23,25 y

26; y, evidencia material número 22.

6.  CHRISTIAN MANUEL ORTEGA MIÑO, cédula de identidad N° 12.257.362-1, empleado, domicilio en calle

DIRECCION003, a través de quien se incorporaron otros medios de prueba número 3, fotos 3 y 4. 

7. MARIO ENRIQUE MUÑOZ QUILEMPAN,  empleado, Cédula de Identidad N°6.369.657-9, con domicilio

DIRECCION007. Mediante su declaración además se introdujo otros medios de prueba  número tres, fotos

14,16 Y 17.

8. MARCELINO ANDRES ALBORNOZ RIVA, empleado, Cédula de Identidad N° 11.863.802-6, domiciliado

en DIRECCION005, en el contexto de cuya declaración se incorporó otros medios de prueba, fotos 29, 30 y

31.  

9. JULIETA, empleada, domicilio reservado. A lo largo de su declaración se incorporaron evidencia material

número 24, (audios 1 al 8); y, evidencia material número 19 (audios 1, 2, 3, y 4). 

10. RODRIGO ANATOLY SZABO AVILES, vendedor, Cédula de Identidad N° 15.312.647-k, con domicilio en

Puntiagudo 4951, Conchalí. 

11.  MAICKOL ANTUAN ORTEGA ROJAS,  comerciante, Cédula de identidad N° 16.429.565-6, domicilio

reservado. 

12. CRISTIAN ANDRES LOBOS TRUJILLO,  empleado, Cédula de Identidad N°17.336.322-2, domicilio en

Llaima 1659. Conchalí. Por medio de su declaración se incorporó la evidencia material consistentes en los

videos 4 y 2. 

13.  NICOLAS  WLADIMIR  ALLENDE  NAVARRO,  empleado,  Cédula  de  Identidad  N°  18.626.791-5,
domicilio reservado. 

14. ANGELICA ESTEFANIA ARAVENA MORALES, estilista, Cédula de Identidad N°18.629.859-4, domicilio

reservado. 

15. LUCAS, cédula de identidad N° NUM002, taxista, con domicilio reservado, pareja de Camila. Por medio

de su declaración, el Ministerio Público incorporó otros medios de prueba número 3, fotos 1, 14, 23 y 29;

evidencia material número 22; y el querellante en representación de Amanda incorporó la foto 81. 



16. MANUEL EDUARDO SANDOVAL RIVERA, empleado, Cédula de Identidad N°10.067.658-3, domicilio en

Independencia 4747, Conchalí. La Fiscalía incorporó mediante su declaración la prueba documental números

2 y 8 y otros medios de prueba número 17, fotos 115, 116 y 119. 

17.  GIANNA  SOLANGE  TONELLI  BRICEÑO,  psicóloga  clínica,  Cédula  de  Identidad  N°  13.438.517-0,

domicilio reservado. 

18. LUIS HUMBERTO ARCOS BRIONES, carabinero, Cédula de Identidad N° 11.123.567-8, domiciliado en

General Gambino N°3731 de la comuna de Conchalí. 

19. JOSE ANTONIO JARA MUÑOZ, Carabinero, Cédula de Identidad N° 17.493.841-5, domiciliado en Avda.

Balmaceda N°0103, comuna de Peñaflor. 

20. KAREN LISSETTE PONCE LOYOLA, psicóloga, ex carabinera, Cédula de identidad 14.395.768-3. 

21.  CRISTIAN  EDUARDO  LAGOS  TRONCOSO,  cabo  1°  de  Carabineros,  Cédula  de  Identidad  N°

16.221.018-1, con domicilio en Escanilla 560 Independencia. 

22. NELSON LEONEL MARDONES MONTOYA,  carabinero en retiro, Cédula de Identidad N°11905703-5,

domicilio reservado, con ocasión de cuya declaración se incorporó la evidencia material quince, un celular. 

23.  CLAUDIA  STEPHANIE  FERNANDEZ  MANCILLA,  psicóloga  y  teniente  de  Carabineros,  Cédula  de

Identidad N° 15.921.799-K, domiciliada Doctor Martin 550, Puerto Montt.

24.  FELIPE ALEJANDRO PARADA PAREDES,  Comisario  de  la  Policía  de  Investigaciones,  Cédula  de

Identidad N° 13.887.648-9, con domicilio en Williams Rebolledo N°1799 comuna de Ñuñoa. En el marco de

su declaración la fiscalía incorporó otros medios de prueba número 22, cámaras 2 y4; otros medios de prueba

número 17, fotos 115 y 116; y, prueba documental 1 y 6. 

25.  ESTEBAN ARIEL  URRUTIA  ARAVENA,  Subcomisario  de  la  Policía  de  Investigaciones,  Cédula  de

Identidad N° 15.330.837-3, con domicilio en Williams Rebolledo N°1799 comuna de Ñuñoa. Se incorporaron

con su declaración, otros medios de prueba número 22, cámaras 4, 3, 2 y1; y otros medios de prueba número

9. 

 

26.  CAROLINA  BELEN SALAZAR  GONZALEZ,  Detective  de  la  Policía  de  Investigaciones,  Cédula  de

Identidad  N°  18.296.814-5,  con  domicilio  en  General  Mackenna  1314,  Santiago.  Se  le  exhibió  en  su

declaración otros medios de prueba número 22, cámara 2.



27.- ORLANDO ANDRES VIDAL VARGAS, Comisario de la Policía de Investigaciones, Cédula de Identidad

N° 15.346.068-K, con domicilio en General Mackenna, 1314, Santiago 

 28.  PATRICIA  ISIDORA  OSORIO  TELLO,  Subcomisaria  de  la  Policía  de  Investigaciones,  Cédula  de

Identidad N° 16.117.088-7, con domicilio en Williams Rebolledo N°1799 comuna de Ñuñoa. 

Prueba documental: 

1. Certificado de Defunción de la víctima CAMILA. 

2. Certificado de Nacimiento de la víctima CAMILA. 

3. Informe de alcoholemia NUM012 de Camila del Protocolo de Autopsia N° NUM003/19. 

4. Listado de boletas y detalle de compras y ventas de Ferretería Ramírez de 10 al 14 de febrero de 2018,

anexas al informe pericial NUM013 de 14 de febrero de 2019.

5. Copia  de  Publicación  de  venta  de  celular  marca  Huawei  modelo  Y  6  en  mercado  libre

https://articulo.mercadolibre.cl/MLC-591880953-huawei-y6ii-cam-l03-se-vende-por-desarme-_JM?

searchVariation=78454121372#searchVariation=78454121372&position=3&search_layout=stack&type=item&t

racking_id=30f51b58-1430-4f6f-8bdd-726096f6bcb8 

Prueba pericial: 
 

1.  NOELIA  ESTRADA SAAVEDRA,  Analista,  cabo  1°  de  Carabineros,  domiciliada  en  Escanilla  N°560,

comuna de Independencia. Se exhibieron por medio de su declaración otros medios de prueba número cinco,

fotos 1, 3,5 y 6.

2.-  MARIA ANGELICA MENDIZABAL COFRE,  Diseñadora Gráfica,  diseñadora  gráfica  y  funcionaria  de

Labocar en el área de imágenes, con domicilio laboral en Maule 40 Santiago, expuso con relación al informe

pericial  NUM013-10-2019.  Con  su  declaración,  se  incorporaron  otros  medios  de  prueba  número  34  B,

correspondientes a las fotografías 1, 2, 3, 6, 7, 16, 17, 35, 36,37, 38, 39, 40, 41,42, 43, 44, 45, 46, 59, 60, 61,

62, 63, 64, 65, 66,67, 68, 69,70, 75 Y 76.

3.- AARON ELIAS JARA PEÑAILILLO, Licenciado en Gestión Ambiental y entomología forense, domiciliado

en Maule N°40, comuna de Santiago. Le correspondió exponer al tenor de su informe el número NUM005-

2019.  Se  le  exhibieron  otros  medios  de  prueba  número  33  correspondientes  a  las

fotografías9,10,12,15,16,17,18,19,20,21,22,23,24,25,26,27,28,29,30,31,32,33,34,35,36,37,38,39,41 y 42.

4. SILVANA ANDREA CORNEJO ESPINOZA,  Perito planimetrista forense, cabo primero de Carabineros,

domiciliada en Maule N°40, comuna de Santiago. La perito expuso al tenor del Informe pericial planimétrico

N°NUM005-01-2019 de LABOCAR. Se le exhibieron otros medios de prueba número 30, fotos 2, 3, 4,5, 6 y 



5. MARIA ANTONIA BENAVENTE ANINAT,  Antropóloga forense, domiciliado en Maule N°40, comuna de

Santiago.  Expuso con relación a su informe pericial antropología forense N°NUM014-11-2019 de LABOCAR.

Se  le  exhibieron  por  parte  de  la  fiscalía  en  el  juicio,  otros  medios  de  prueba  número  35,  fotos

4,9,10,11,12,13,14,16,17,21,22,26 y 30; y, otros medios de prueba número 29, foto 54. 

6. VIVIAN CECILIA BUSTOS BAQUERIZO,  Médico Legista, asesora criminalística, domiciliada en Maule

N°40,  comuna  de  Santiago.  La  perito  declaró  con  relación  al  Informe  Pericial  Medico  Criminalístico

N°NUM015-14-2019 e Informe Pericial de Análisis NUM019-2020, ambos de LABOCAR. Al efecto expuso

que hizo una pericia en junio de 2019 por el hallazgo del cadáver y otra en octubre de 2020 sobre análisis de

documentos. Se le exhibieron por parte del Ministerio Público otros medios de prueba número 36, consistente

en  las  fotografías  números

1,3,5,9,10,12,13,14,15,16,17,18,22,23,24,25,26,27,28,29,30,31,32,33,34,35,36,37,38,39,40,41,42,43,45,46  Y

47. 

7.  CHRISTA  GARRIDO  ARANCIBIA,  Profesional  Perito,  Sección  Sonido  y  Audiovisuales  de  LACRIM.

Declaró con relación al peritaje NUM020 de 19 de enero 2021, con el objeto de realizar el registro audiovisual

de la reconstitución de escena de este juicio. Se incorporó mediante su declaración la  evidencia material

número 25, consistente en el CD contenedor de la video grabación de la reconstitución de escena del 20 de

diciembre de 2020. 

8. REGINALDO DEL CARMEN CADIZ RIQUELME, Bioquímico, director técnico del Laboratorio de Genética

Forense LABOCAR, domiciliado en Maule N°40, comuna de Santiago, quien depuso al tenor del informe

pericial de genética forense NUM021-2018. 

9.  JOSE DOMINGO CACERES GODOY,  Perito  Planimetrista  Forense LABOCAR, domiciliado  en Maule

N°40,  comuna de  Santiago,  quien expuso al  tenor  del  Informe Pericial  Infográfico N° NUM011-2019 de

LABOCAR. Se incorporaron con su declaración otros medios de prueba número 47,  correspondientes  a

videos satelitales del sitio del suceso. 

10. JOSE MIGUEL SEPULVEDA ALVAREZ, Sargento 1° de Carabineros, Perito documental, domiciliado en

Maule N°40, comuna de Santiago. El perito declaró al tenor del Informe preliminar documental N° NUM022-

2019 de LABOCAR asociado al Informe Pericial N° NUM016-07-2019; Informe Pericial Documental NUM023-

2020 de LABOCAR; e, Informe Pericial documental N° NUM016- 07-2019 todos de LABOCAR.  El Ministerio

Público exhibió al  perito  otros  medios de prueba número 25 referidos a  las fotos  1,2,3,4,5,6,9,10,14,17,

18 ,20,22,23, 24 Y 25; evidencia material números 5, 6 y 7; y otros medios de prueba número 28, fotos 1, 6 y

7.



11.  MARCELA ANDREA GUERRERO LANGENEGGER,  Químico Forense,  domiciliado  en  Maule  N°40,

comuna de Santiago, quien declaró respecto de su Informe Pericial Preliminar de Química NUM024-2019

contenido en el Informe Pericial N° NUM005-2019 de LABOCAR, e Informe Pericial de Química Forense N°

NUM017-04-2019 de LABOCAR. En el curso de su declaración, se incorporó la foto 218 del número 29 de

otros medios de prueba, 

 

12.  MARCELO HERNAN ALONSO CONCHA,  Bioquímico.  Director  Técnico del  Laboratorio  de Genética

Forense, domiciliado en Maule N°40, comuna de Santiago. El perito declaró al tenor del Informe Preliminar

genética  Forense  NUM006-2019  contenido  en  el  Informe  Pericial  N°  NUM005-2019  de  LABOCAR

relacionado con Informe de Diligencias NUM025. 

13. ANDRES GABRIEL SAID TAMAYO,  teniente de Carabineros, domiciliado en Maule N°40, comuna de

Santiago, quien declaró  al tenor del Informe de Diligencias NUM029; Informe Pericial N° NUM005-2019 de

LABOCAR;  e,  Informe  de  Diligencias  NUM025  contenido  en  el  Informe  Pericial  N°  NUM005-2019,  de

LABOCAR.  En  el  contexto  de  su  declaración,  la  fiscalía  exhibió  otros  medios  de  prueba  número  29,

correspondientes  a  las  fotos  número

1,2,21,22,23,27,28,33,34,33,34,44,45,49,51,52,53,54,56,57,63,64,66,67,68,69,70,71,72,73,74,75,76,78,79,80

,81,82,84,85,86,87,89,90,91,93,95,97,99,100,102,105,107,108,111,113,114,116,119,124,125,126,127,128,13

0,131,132,137,138,158,161,170,172,189,214,215,218,299,301,310,312,314,326,329,330,332,156 Y 253.

14. JOSE LUIS FLORES SALAS,  Perito,  informático forense, quien declaró sobre el informe de análisis

informático NUM018-09-2019.  Introdujo el Ministerio Público en el marco de su declaración otros medios de

prueba número 29, fotos 156, 157 y 253.

15.  PATRICIO  MARCELO  REYES  RIFFO,  Bioquímico  Legista,  Perito  Ejecutor,  domiciliado  en  Avda.

Independencia N°1012 comuna de Independencia. El perito expuso al tenor del Informe Pericial de Genética

Forense N° D NUM006/19-1 al D NUM007/19-1 y D- NUM008 19-1, del SML de fecha 05 de julio de 2019,

relacionado con Protocolo de Autopsia N°NUM003/2019. 

16.  JUAN EMILIO  CORNEJO KORT,  tanatólogo,  con  domicilio  en  Avda.  La  Paz N°  1012,  comuna de

Independencia. El perito declaró al tenor del informe de autopsia NUM003-2019 del Servicio Médico Legal de

30 de julio de 2019 y su complemento de 17 de octubre de 2019. Se le exhibieron por parte de la fiscalía otros

medios de prueba número 22,  con fotografías e  imágenes asociadas al  protocolo  de autopsia,  números

1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11,12,13,14,15,16,17,18,19,20,22,23,24,26,27,28,299,30,31,32,33,34,35,36,37,38,39,40,

41,42,43,54,55,56, 58, 59, 60, 64, 65 ,66, 67, 68, 69, 70, 71, 73 ,74, 78,79,81,82,86,88,89, 90 y 94.

17. JEAN PIERRE BERT GALVEZ, Perito dactiloscópico, de Unidad de Identificación Tanatología del SML,

con domicilio en Avda. La Paz N°1012 comuna de Independencia. Expuso el perito al tenor del Informe de



Identificación Dactiloscópica Protocolo de Autopsia N° NUM003.19 del SML, de fecha 25 de junio de 2019. La

fiscalía le exhibió otros medios de prueba número 18, foto 2.

18. GISELLE EILEEN CONTRERAS RAMOS,  Antropóloga Física, con domicilio en Avda. La Paz N°1012

comuna de Independencia quien expuso al tenor del Informe de reporte antropológico sobre estimación edad

gestacional del protocolo N° NUM003.19.  Le fueron exhibidos otros medios de prueba número 11, fotos 3 Y 5

19. RICARDO JORGE ANDRES FIGUEROA MUÑOZ,  Bioquímico, perito Biólogo Forense, domiciliado en

Maule  N°40,  comuna de  Santiago.  Declaró  con  relación  al  informe pericial  de  biología  forense  número

NUM019-02-2019. 

20. DANILO HERNAN CASTRO PIZARRO, Perito Psiquiatra, domiciliado en Avda. La Paz N°1012 comuna

de Independencia. El facultativo al tenor de su informe pericial psiquiátrico N° NUM009-2021 del Servicio

Médico Legal de fecha 15 de septiembre de 2021 realizado al acusado Felipe Andrés Rojas Lobos. 

21.  KARLA  BRAVO  RIQUELME,  Perito  Psicóloga,  domiciliada  en  Avda.  La  Paz  N°1012  comuna  de

Independencia quien declaró  con ocasión del  Informe Psicológico Complementario  N° NUM009-2021 del

Servicio Médico Legal de fecha 15 de septiembre de 2021 realizado al acusado Felipe Andrés Rojas Lobos.   

SEXTO: Prueba del querellante 2, en representación de la víctima, doña Amanda.

Prueba pericial:

1.- Doctora Carmen Cerda Aguilar, cédula de identidad 6.631.372-7, médico legista, domiciliada para estos

efectos en calle Independencia 1027, Independencia. La perito declaró con relación al pre informe pericial de

fecha 15 de diciembre del  2020 y el  informe pericial  de fecha 21 de diciembre de 2021.  El  querellante

introdujo y le exhibió las fotografías números  3,4,5,7,8,9,10,11,12,14,15,16,17,18,19,22,23,24,25,30,31,33 y

34

2.- Señor Carlos Gutiérrez Ayala, cédula de identidad 9.255.241-1, doctor en criminalística, perito particular,

domicilio reservado. Declaró al tenor de su informe pericial número NUM010-2021,  de  fecha  28  de

septiembre de 2021. En el contexto de su declaración, la parte querellante que presenta al perito le exhibió

otros medios de prueba número dos, correspondiente a las fotos números 1, 2, 3, 4, 5, 14,17 19, 20, 26, 27,

37,  39,  40,  41,  42,  43,  44,  45,  47,

48,49,50,51,52,53,54,55,56,57,58,59,60,61,62,63,64,65,66,67,68,69,70,71,72,73,74,75,78,79,80,81,82,83,84,

85,86,87,88,90 Y 91. También le fueron exhibidos otros medios de prueba número 36 de la fiscalía, fotos

números 2, 37, 46, 26, 27, 28, 32 Y 33

SEPTIMO: Prueba pericial de la defensa



1.-  Juan  Antonio  Muñoz  Cortes,  perito  criminalista,  domicilio  reservado.  Declaró  sobre  los  siguientes

informes: N° 17 fechado del 22 al 25 de Marzo de 2022; N°18 fechado del 6 al 7 de Mayo de 2022; N° 24

fechado del  15  al  24  de  Mayo  de  2022; y, N° 25  fechado  del 10  al  14  de  Mayo  de  2022. 

OCTAVO: Alegatos de clausura, réplicas y palabras finales del acusado. 

Fiscalía: Dividió su alegato en cuatro partes:  la primera, está relacionada con los antecedentes para

acreditar los delitos por los cuales fue acusado don Felipe Rojas Lobos; la segunda, son los antecedentes

para acreditar la participación del acusado en estos delitos; la tercera, está relacionada con las agravantes

que fueron invocadas por  el  Ministerio  Público;  y,  la  cuarta se  refiere a las  hipótesis  planteadas por  la

defensa.

Indicó  que  este  es  un  caso  complejo  que  debe  ser  analizado  no  solo  en  su  contexto  global,

incorporando la prueba directa y la prueba indirecta que fue incorporada, sino que también con perspectiva de

género. Es un caso de violencia de género, especialmente de violencia contra la mujer, y tal como lo define la

Convención Belem do Pará, dicha violencia debe ser entendida como cualquier acción o conducta basada en

su género que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, ya sea en el ámbito

público o en el privado. Al momento de analizar la prueba, el tribunal debe tener en cuenta la situación de

vulnerabilidad de la víctima relacionada con su condición de embarazo del tercer trimestre. El contexto de

sumisión en el que ocurren los hechos, la violencia brutal ejercida por el acusado respecto de la víctima y,

secuencialmente,  respecto  de  la  hija  que  ella  esperaba,  deben  considerarse.  Y  también  la  violencia

psicológica ejercida por el acusado en contra de la madre y hermanas de la víctima y su ex pareja, para evitar

que el cuerpo de Camila y su hija fueran encontrados, perpetuando con estas acciones la desvalorización de

la mujer frente al hombre. 

Señaló  que el  primer delito por  el  cual  acusó Ministerio  Público es  el  delito  de  violación con
homicidio. En cuanto a los elementos del tipo penal del artículo 372 bis del Código Penal, es necesario que

se cometa un homicidio con ocasión de una violación. La conducta homicida se debe llevar a cabo en un

mismo contexto espacial y temporal. Esto es, que entre el acceso carnal y la acción dolosa que le causó la

muerte a la víctima exista un vínculo de proximidad o inmediatez temporal. En cuanto al elemento subjetivo,

esto es,  el dolo y es un dolo específico, tanto de violar como de matar, el que puede ser deducido de la

prueba que fue incorporada por el Ministerio Público, de la cual se infiere nítidamente, más allá de toda duda

razonable, que el autor obró con dolo respecto de ambas acciones ejecutadas en su modalidad de directo,

conclusión a la que necesariamente se deberá arribar de acuerdo con las pruebas aportadas en el juicio. En

el caso concreto, en cuanto al delito de violación con homicidio, este se produce el 10 de febrero del 2018,

se trata de un delito cometido por el acusado en la comuna de Conchalí, en la dirección de DIRECCION004,

conocido ya por todos como la bodega. Se produce entre las 17:30 horas, que es la hora de ingreso de la

víctima a la bodega y las 19:30 horas que es la hora de salida del acusado ese día del mismo lugar. Los

delitos de violación y homicidio son descubiertos el día 24 junio del 2019, cuando se produce el hallazgo del



cadáver de la víctima en el patio de la misma bodega donde se producen los hechos. Acá las declaraciones

de los funcionarios de Labocar, el teniente Said, además, el suboficial Aarón Jara dan cuenta que después de

haber encontrado el cadáver de Camila en presencia de ellos, se abre la lona en la que ella se encontraba

envuelta. Ambos señalan que la única prenda que vestía la víctima, además de sus zapatos, era su vestido.

Este vestido se encontraba enrollado en la zona la cintura y además no tenía puesto ni su calzón ni su sostén,

y ambas prendas presentaban desgarros en sus telas. Esto también lo pudimos observar con las fotografías

que fueron exhibidas también al teniente Andrés Said y de las fotografías también exhibidas a la doctora

Vivian Bustos,  quien,  además,  al  declarar  en este tribunal,  especialmente sobre la pericia criminal  de la

dinámica de los hechos, señaló que las condiciones en que se encontraron las ropas, el vestido enrollado en

la cintura y el sostén y el calzón separados de su cuerpo, son indicativos de un delito sexual. Ella señala

también que se trataría de un encuentro sexual contrario a las expectativas del agresor, que pudo haber

determinado que la agresión concluyera con el estrangulamiento o la estrangulación de la víctima. La doctora

Bustos, también al describir las fotografías de la ropa interior de la víctima, señaló que estas dan cuenta de

una resistencia frente a una agresión sexual violenta, accediendo el acusado por vía vaginal y anal a la

víctima. Felipe Rojas puso un vínculo de género alrededor de todo el cuello de Camila, el cual amarró con un

nudo firme apretado sobre su cuello, lo que produjo la estrangulación que le causó a ella la muerte. En cuanto

al delito de homicidio, se acompañó como prueba su certificado de defunción y para determinar la causa de

muerte. También es importante la autopsia que realizó el doctor Juan Cornejo Kort, quien determina que la

causa  de  muerte  es  por  estrangulación  por  lazo,  lo  que  es  compatible  con  las  zonas  de  infiltración

hemorrágica encontradas en la zona derecha cervical de la víctima, las que pudieron ser observadas por los

intervinientes cuando él las expuso en el juicio y fueron exhibidas. Se trata, señaló, de lesiones del tipo

homicida. En la autopsia también existe un hallazgo importante relacionado con el contenido que tenía el

estómago de la víctima. Cuando fue realizada ésta, en el estómago se encontró abundante líquido sin digerir,

identificándose choclo, legumbres y algo de color naranja, de acuerdo con lo que declaró el doctor Cornejo, y

también con lo que se pudo observar sin duda en las fotografías que fueron exhibidas. Este hallazgo se

relaciona directamente con la declaración de la madre de la víctima, doña Amanda, quien señaló ante este

tribunal y a las policías, antes de que fuera hallado el cuerpo de la víctima, que el último alimento que ingirió

Camila antes de salir de su domicilio en dirección a la bodega y desaparecer posteriormente, fue un plato de

porotos con pilco que ella misma había cocinado. En este sentido, tanto el doctor Cornejo como la doctora

Bustos fueron claros en señalar que el vaciamiento gástrico se inicia sobre 35 minutos después de la ingesta

del alimento y puede durar hasta cuatro horas después de dicha ingesta. Lo anterior confirma que la víctima

murió a consecuencia de las acciones del acusado Felipe Rojas el 10 de febrero del 2018. Entre que ella

ingresa a la bodega y sale el acusado del lugar, es decir, entre la violación y la muerte, existe un mismo

contexto espacial y temporal. En relación a la conducta homicida llevada a cabo por el acusado, la doctora

Bustos, al declarar sobre su informe criminal dinámico, señala que la compresión del cuello con un vínculo, en

este caso un trozo de lona enrollado sobre sí mismo que comprimió las vías respiratorias, es el resultado de

una maniobra intencionada y no desapercibida y que se extendió por lo menos durante 30 segundos. Sin

embargo, en este caso no solo existe esta compresión en el cuello, sino que también un nudo firme. Este

nudo fue realizado con el vínculo que tenía la víctima al momento de ser descubierto el cuerpo. La doctora



agrega que la existencia de infiltrado hemorrágico en la estructura del cuello y en las estructuras respiratorias

profundas da cuenta de que las lesiones eran vitales al momento de ser producidas, ya que la autopsia

comprobó los cambios de color en esa zona. Por otro lado, y a propósito de lo declarado por la doctora

Bustos y también por el doctor Cornejo, se utilizó energía elevada sobre el cuello de la víctima, lo que rompió

vasos sanguíneos finos y estructuras profundas como la laringe y el hueso hioides. El elemento que ocasionó

la compresión cervical era un elemento moldeable y tenía una estructura que coincidía con el trozo de lona

que fue encontrado sobre el cuello de la víctima y que fue extraído del cuello, lo que confirma, a juicio del

Ministerio Público, el dolo directo del acusado. El cuerpo, además, estaba en una posición fetal forzada con

una  flexión  importante,  superando  las  flexiones  normales  del  cuerpo,  lo  que  es  indicativo  de  que  fue

flexionado después de muerta. Esto, de acuerdo con lo relatado por la doctora Vivian Bustos, puede ser

dentro de las tres primeras horas de la muerte. Estas maniobras dan cuenta de un operador vigoroso y

además que tenía acceso a materiales como la lona con la que causó la muerte de la víctima y lona con la

que envolvió el cadáver. 

Indicó la fiscalía que otro elemento que también debe tenerse en cuenta para acreditar estos delitos

de violación con homicidio dice relación con el carácter violento de Felipe Rojas. Las declaraciones de los

testigos Giana Tonelli, Rodrigo Szabo, ambos ex cuñados del imputado, que de hecho incluso vivieron con él,

dan  cuenta  de  haber  presenciado  eventos  violentos  del  acusado  respecto  de  su  hermano  Francisco  y

respecto de su madre. Incluso los dos describen el mismo evento en donde él habría sacado un cuchillo para

amenazarlos. La violencia de su carácter también se comprueba por las declaraciones de la ex polola. Las

escuchamos  a  través  de declaraciones  de  dos  funcionarias  que  dan cuenta  que  una  vez  que  él  había

terminado con su polola en enero del 2018, continúa amenazándola de muerte y posteriormente esta ex

polola realiza una denuncia el 20 de febrero y mientras estaba realizando esa denuncia recibe un llamado de

Felipe Rojas, quien le dice que Camila había desaparecido y que, si la policía preguntaba por él, ella dijera

que él era un tipo tranquilo. Esto, además es corroborado con la declaración de JULIETA, quien comenta que

después de que Felipe le cuenta que el 10 de febrero del 2018 él había estado efectivamente con Camila y

que es lo que había pasado al interior de esa bodega, le dijo que era mentira. JULIETA, le cree, en definitiva,

esta mentira, pero posteriormente, ella relata un evento que ocurrió en marzo del 2019 en donde él la agrede

de manera verbal, y la comenzó a maltratar. Dice que le lanza un celular, que le lanza un cuaderno, que

comenzó a gritarle y ella en ese momento se da cuenta de que, si Felipe podía de alguna manera ponerse

violento de esa manera por algo tan pequeño, efectivamente si podía ser el autor de la muerte de Camila. 

Finalmente, también pudimos escuchar los audios incorporados a través de la misma JULIETA, que

son estos audios que Felipe le envía días antes del hallazgo del cuerpo de la víctima, en los que se escucha

el maltrato verbal que ejerce en contra de JULIETA. 

En segundo lugar, en cuanto al delito de aborto violento del artículo 342 N° 1 del Código Penal, el

estado de embarazo de la víctima era un hecho público y notorio. Todos los familiares que declararon, los

amigos de la víctima que declararon conocían y sabían de su embarazo, de su avance, que era un embarazo

sano y sin complicaciones de una mujer que tenía 21 años. También se pudo observar en las imágenes de la

salida  de  Camila  el  10  de  febrero  del  2018,  como  muestran  las  cámaras  de  DIRECCION003  y  de

DIRECCION007, cuando se dirige hacia la bodega, que ella estaba embarazada y que tenía también una



complexión pequeña. De acuerdo con los testigos, el acusado también tenía conocimiento de que ella se

encontraba embarazada. La declaración del médico tanatólogo señala que cuando realiza la autopsia a nivel

de los genitales encuentra elementos y restos fetales todavía en el canal vaginal y agrega que a través del

informe de antropología forense se logra determinar que tenía 30 semanas de gestación y además, a través

de los informes genéticos, que era hija de la víctima, Camila. Asimismo, también el mismo doctor Cornejo

señala  que  un  embarazo  es  viable  después  de  las  24  semanas  y  que  la  muerte  de  la  madre  va  a

desencadenar la muerte del feto. La doctora Bustos, por otro lado, confirma lo señalado por el doctor Cornejo

declarando que ella, al  momento del hallazgo, ya que estaba presente en el lugar, vio los restos fetales,

saliendo del canal vaginal. Señala que estaba la cabeza fuera y que visualmente ella pudo ver que, por el

tamaño de los huesos, correspondía a un embarazo el tercer trimestre. A esa edad, señala la doctora Bustos

que se trata de un feto formado, completo, que solo le falta madurez y que tiene un desarrollo neurológico

bastante avanzado. Incluso agrega que desde la semana 26 a 28 ya hay posibilidades de percibir dolor en el

feto. También las fotografías del sitio del suceso relacionadas con el hallazgo de la víctima, las fotografías de

la autopsia y además la declaración de la perito Giselle Contreras, del Servicio Médico Legal, dan cuenta de

la existencia de este embarazo y además, tanto el doctor Cornejo como la doctora Bustos son contestes en

señalar que con los hallazgos encontrados en el cuerpo de la víctima según su experiencia, la vida del feto es

totalmente dependiente de la vida de la madre y que el proceso de expulsión se produce a consecuencia de

la muerte violenta de la madre. Luego de la descomposición y posición en que se encontraba el cuerpo

inhumado y la presión que ejercía sobre el mismo el bloque de cemento y la tierra que se puso encima, el

aborto se produce a consecuencia de la violencia que el acusado ejerció sobre la víctima, a sabiendas de que

se encontraba embarazada. 

En tercer lugar, respecto al delito de inhumación ilegal del artículo 320 del Código Penal, señaló

que la forma de practicar la inhumación de un cadáver en Chile está determinada por el Reglamento General

de Cementerios 357 del Ministerio de Salud y los artículos 135 y siguientes del Código Sanitario. En este

caso, el cuerpo fue encontrado enterrado en el patio de la bodega, esto es, en el patio de la casa donde el

acusado violó y dio muerte a la víctima.

El hecho de que haya sido enterrado, encontrado y exhumado en el patio de esta bodega se pudo

acreditar con la declaración de los peritos Andrés Said, el suboficial Aaron Jara y también con la perito Silvana

Cornejo.  Ellos concurren el día del  hallazgo y señalan que son los dos primeros quienes proceden a la

excavación y levantan entre los tres la lápida de cemento que existía y sacan el cadáver desde el lugar. Ellos

cavaron y sacaron el cuerpo de la fosa. Luego también lo declara la funcionaria Karen Ponce, quien señala

que se encontraba en el lugar y presenció aquello. También está la declaración de la perito María Antonia

Benavente Aninat y, de las fotografías del lugar que pudimos ver al momento del hallazgo del cuerpo y de la

fosa donde fue encontrada la víctima.

Además de los planos que fueron incorporados, se pudo observar que es el propio acusado quien

realiza la fosa al fondo del patio de la bodega, lugar donde una vez fallecida la víctima, flexionó su cuerpo

para dejarla en una posición fetal forzada. Luego la envolvió en dos trozos de tela grandes, compactando el

cuerpo de la víctima para luego incorporarla a la fosa, cubrirla de cal, cubrirla de cemento y posteriormente



cubrirla con tierra para tapar dicha fosa. Todo ello en contravención, evidentemente, con las normas legales y

reglamentarias de inhumación.

 Respecto al cuarto delito, hurto simple del artículo 446 N°3 del Código Penal, es necesario señalar

que ya en su primera declaración, la madre de la víctima, Amanda, señaló que Camila salió de su domicilio

portando solo sus llaves y su celular. Su hermana, Lucía, indicó que el mismo día de la desaparición de

Camila, ella le hizo una videollamada a través de ese celular. Ella agregó las características del mismo, que

era un celular marca Huawei, color blanco, modelo Y6. El testigo Nicolás Allende, también se contactó por

teléfono con la víctima antes de su desaparición. Además, como documento se acompañó una publicación del

aviso de venta de un celular de similares características y valor, con un avalúo de $50.000 similar a un celular

de esa época.

 También el  comisario Orlando Vidal  dio cuenta de que la víctima tenía  un celular  señalando el

número de ese teléfono que lo utilizó el mismo día que desapareció, minutos antes de ingresar a la bodega. A

diferencia de las llaves que portaba la víctima, cuando ingresa a la bodega, el celular fue sustraído por el

imputado el 10 de febrero del 2018, ya que este no apareció. 

Como  segundo  punto,  en  relación  con  los  antecedentes  para  acreditar  la  participación  del
acusado en estos delitos, señala que la prueba tiene que ser analizada en su contexto global, es decir,

analizando todos los antecedentes que se trajeron aquí al juicio, la prueba directa y la prueba indirecta que

apuntan todas en una misma dirección y que tienen por objeto atribuir responsabilidad a Felipe Rojas en

todos los delitos que se le imputan. En cuanto a los medios de prueba directos, la Fiscalía señala que estos

son el hallazgo del cadáver encontrado en una fosa en la bodega, la autopsia que se realizó a la víctima, las

declaraciones de los testigos que se refieren a la desaparición y también a su condición de embarazo; las

grabaciones de las cámaras de seguridad que se encontraban en DIRECCION000 y en  DIRECCION008 y

que captan los movimientos de Camila y los movimientos del imputado los días 10, 11, 12 y 13 de febrero de

2018; y, los documentos que dan cuenta de las compras realizadas en la ferretería “El Dato” el 12 de febrero

del 2018. 

En cuanto a la prueba indirecta, que como señala la profesora Marcela Araya Novoa, es una prueba

de igual valor que a la que se denomina prueba directa, y cuya única diferencia es el número de inferencias o

pasos que conecta un elemento de prueba con la hipótesis. Es importante señalar que esta investigación se

desarrolla en base a dos momentos relevantes, siendo el primero el 10 de febrero de 2018, que es la fecha en

que desaparece la víctima y ocurren estos hechos y, el segundo, que está relacionado con el momento del

hallazgo del cadáver que ocurre el 16 de junio del 2019, dieciséis meses después de la ocurrencia de los

hechos. Al analizar las pruebas para imputar la participación de Felipe Roja en estos hechos existen diez

puntos a destacar:

1° El único sujeto que tenía acceso a la bodega ubicada en DIRECCION004, el día 10 de febrero de

2018, era Felipe Rojas Lobos. Esto es muy relevante porque el cuerpo de Camila fue encontrado en ese

lugar. El hecho que Felipe Rojas era el único sujeto que tenía acceso a la bodega ese día fue acreditado con

la declaración de César González, quien le entregó sus llaves para que él pudiera ingresar a la bodega.

También con la declaración de Cristian Rivera Troncoso, que era el encargado del recinto y, tanto ellos como

Francisco  González,  que  también  iba  a  la  bodega  porque  era  uno  de  los  dueños,  se  encontraban  de



vacaciones en ese período. Por lo tanto, Felipe se quedó solo a cargo de la bodega, principalmente para

darles comida a los perros y hacer algunas labores de trabajo menores. 

2° La víctima se encontraba embarazada de 30 semanas aproximadamente y  medía como 1,60

metros, era de contextura delgada, mientras que el acusado mide cerca un 1,80 y tiene una contextura mayor

a la de ella. El embarazo está acreditado por prácticamente todos los testigos, las declaraciones del doctor

Cornejo, de la doctora Bustos y de las fotografías del sitio del suceso. La contextura, se puede advertir de las

mismas imágenes de la víctima, de lo señalado también por las declaraciones del doctor Cornejo y la doctora

Bustos. Y en cuanto a que ella tenía un embarazo de 30 semanas, está el informe del reporte antropológico

de edad gestacional de 30 semanas y además lo que declara la misma doctora Bustos Baquerizo. 

Respecto a que el acusado tenía una contextura mayor, se puede advertir directamente por el tribunal

y además, también de las imágenes de los videos de las cámaras de seguridad. Así también lo mencionan los

oficiales de caso, Felipe Parada y Karen Ponce. 

3° El último rastro que se tiene de la víctima es concurriendo en dirección a la bodega el 10 de

febrero del 2018 y ella no volvió a salir de ese lugar. La declaración de doña Amanda dando cuenta del último

momento en que ve a su hija, que es el momento en que ella sale de su domicilio, da cuenta que fue en

dirección  a  DIRECCION008.  La  víctima vivía  en  calle  DIRECCION000,  justo  frente  a  la  intersección  de

DIRECCION008 que es donde está ubicada la bodega. Eso es concordante con las imágenes del día 10 de

febrero  del  2018  de  las  grabaciones  de  las  cámaras  de  seguridad  de  calle  DIRECCION003 y  de  calle

DIRECCION007;  pero,  además,  en  las  grabaciones  de  las  cámaras  de  calle  DIRECCION006  y

DIRECCION005 no se la ve pasar a continuación en dirección a DIRECCION002. Además, se puede advertir

que salieron los perros de la bodega -Benji y Frutilla- minutos después de que la víctima ingresó a dicho lugar,

lo que queda de manifiesto con los videos exhibidos y con la infografía digital forense expuesta por el perito

José Cáceres Godoy. Reforzado además esto con las declaraciones de Cristian Rivera, César González y los

funcionarios de la PDI, Esteban Urrutia y Carolina Salazar, quienes declaran reconociendo a estos perros

como pertenecientes a la bodega y que solo salían si alguien abría la puerta de dicho lugar. En las cámaras

de seguridad nunca se ve salir a Camila de esa bodega y el equipo de teléfono de Camila, asociado a la SIM

Card, fue utilizado por última vez el 10 de febrero del 2018 a las 17:23 horas, con el número del acusado

Felipe Rojas Lobos y la antena la posiciona cerca de esa bodega. Por otro lado, la declaración del testigo

Nicolás Allende manifiesta que ese día Camila le dijo que se iba a juntar a fumar en la bodega con Felipe

Rojas. 

4° Desde que Camila ingresó a la bodega hasta que fue encontrado su cadáver, nunca más se tuvo

noticia  de  ella.  Aquí  todos  los  testigos  son  contestes  que,  desde  el  10  de  febrero  del  año  2018,

aproximadamente a las 17:30 horas, nunca más tuvieron noticias de ella. El comisario Orlando Vidal de la

PDI, al analizar los gráficos de llamada e IMEI del teléfono de Camila, da cuenta de que ese teléfono fue

usado por última vez el 10 de febrero del 2018 a 17:23 horas, es decir, minutos antes de caminar desde su

casa a la bodega donde estaba Felipe. Además, tenía posicionado su aparato en una antena cercana también

a la bodega. Ella no salió de esa bodega y su cuerpo fue encontrado en ese lugar. Y aquí es importante la

declaración  que  realiza  la  perito  María  Benavente  Aninat,  porque  ella  declara  que  la  fosa  donde  fue

encontrado el cuerpo Camila era un sitio del suceso primario, de decir, ese cadáver se enterró en ese lugar y



fue exhumado el día de su hallazgo. Lo mismo se desprende de la autopsia realizada por el doctor Cornejo,

quien relató que en el estómago de la víctima fue encontrado contenido alimentario de choclo, legumbres y

que el vaciamiento gástrico se produce entre los 35 minutos después de la ingesta y antes de 4 horas de la

ingesta de comida. Además, que el vaciamiento gástrico es una función vital, eso quiere decir que se detiene

con la muerte. Y la madre dijo que el último alimento que había ingerido Camila era un plato de porotos con

un pilco concordante con el alimento que fue encontrado en su estómago cuando se le hizo la autopsia. 

5° El día sábado 10 de febrero del 2018, en horas de la tarde, el acusado ingresó a bordo de una

bicicleta a la bodega ubicada en DIRECCION004. Ingresa cerca de las 17:17 horas y eso lo captan las

cámaras de DIRECCION005; DIRECCION006 y  DIRECCION007, es decir, ingresa antes que Camila, pero

también es captado en su salida aproximadamente a las 19:34 horas por las cámaras.  El  imputado fue

reconocido en esas imágenes por familia de la víctima, por Nicolas Allende, Maickol Ortega, Rodrigo Szabo,

Rodrigo Olivares, Cristian Rivera y César González. Estuvo dos horas en el lugar desde que ingresa Camila a

la bodega y él sale del mismo lugar. Cuando el acusado fue detenido con autorización judicial, se incautó

desde su domicilio una polera de colores verde, café y negro con la palabra Greenfield en la parte delantera

en tono amarillo y además una bicicleta negra con unos colores rojos. La pericia de identificación forense

realizada por María Angélica Mendizábal logra determinar que la polera incautada ese día es de similares

características a la utilizada por el acusado cuando ingresó y salió de la bodega el día 10 febrero del 2018, al

igual que la bicicleta incautada, la que también presenta similares características a la bicicleta que utilizaba el

acusado ese día y los días 11, 12 y 13 de febrero del 2018 y que captan sus trayectos. Ahora, no solo las

cámaras de seguridad dan cuenta de su ingreso a la bodega. También la infografía digital forense elaborada

por el perito José Cáceres Godoy, la mensajería que mantuvo el propio acusado con la víctima el día de los

hechos,  la  declaración  del  comisario  Orlando  Vidal,  que  da  cuenta  del  análisis  de  tráfico  de  llamadas.

Relevante es que el IMEI señala que el último contacto de Camila fue con el celular de Felipe Rojas, contacto

que fue de doce segundos a las 17:23 horas. Analizado el teléfono que usaba Felipe en esa época, la señal

de la llamada realizada a Camila es captada por la antena de Lanín 1620 Conchalí, la que está distante a 90

metros aproximadamente de esa bodega. 

6° El día 12 de febrero del 2018 a las 09:21 horas se realiza una venta en efectivo de un saco de

cemento marca San Juan. Once minutos después, a las 9:32, Felipe Rojas es captado por las cámaras de

DIRECCION005 a bordo de la bicicleta en dirección a la bodega, con un saco en su manubrio, un saco de

color café que tenía unos colores rojos. Luego, la cámara de DIRECCION007 lo capta ingresando con ese

saco a la bodega. Ese mismo día, a las 14:44 horas, en la misma ferretería, “El Dato”, se realiza la venta en

efectivo de un saco de mortero piso, luego, a las 14:54 horas, diez minutos después de la venta de ese saco,

nuevamente fue captado Felipe Rojas Lobos por las cámaras DIRECCION005 con un saco blanco en el

manubrio de la bicicleta que manejaba e inmediatamente la cámara de DIRECCION007 lo ve ingresar con

ese saco blanco a la bodega. Sobre este punto es importante la declaración del  dueño de la ferretería,

Manuel Sandoval Rivera, quien reconoció estas dos ventas realizadas el día 12 de febrero del 2018 en su

ferretería,  reconoció  incluso la  boleta  que él  entregó a los  funcionarios  de  Carabineros  de  la  venta  del

cemento San Juan, en donde se ve claramente la hora en que se realizan estas ventas. También describió las

características del envoltorio de cemento y, por otro lado, señaló un elemento que también es relevante: el



mortero piso es una mezcla hecha de cemento, a la que solo hay que echarle agua y que el mortero piso que

los envoltorios del envase que vendía en esa época y que vende incluso hasta el día de hoy, son de color gris

y blanco, o sea, de las mismas características del saco que llevaba Felipe Rojas. De estos testimonios, más

el análisis de las cámaras es probable que el saco de cemento comprado a las 9:21 horas no haya sido

suficiente para tapar esa fosa y que, además, se requiera de la mezcla de otros materiales para que se pueda

trabajar el cemento. Por ello, el imputado tuvo que ir nuevamente a comprar una mezcla que es mucho más

fácil de manipular o de mezclar, que es el mortero piso y de esa manera prepararlo y poder inhumar el cuerpo

de Camila. La pericia de identificación forense en relación con el 12 de febrero del 2018, realizada por María

Angélica Mendizábal, da cuenta de la imagen donde se ve a Felipe Rojas en las cámaras de DIRECCION005,

con un saco de similares colores a la imagen del cemento San Juan, que fue comprado en la ferretería. Pero,

además, también es de similares características el envoltorio de saco de cemento que fue encontrado en el

sitio del suceso al momento del hallazgo de la víctima. En relación con este punto, la infografía digital forense

del perito José Cáceres Godoy da cuenta de los movimientos realizados en bicicleta por Felipe Rojas el 12 de

febrero de 2018, a la distancia que hay desde la ferretería de la bodega, los trayectos que probablemente

realizó Felipe Rojas para concurrir a la ferretería, luego volver hasta la bodega y la compatibilidad que existe

entre sus salidas, los trayectos, tiempo y compras realizadas en la ferretería “El Dato”. 

7.º El 13 de febrero del 2018, el acusado fue captado por las cámaras de DIRECCION005 revisando

la ubicación de estas y  la dirección hacia donde apuntaba, lo que se pudo advertir  de las grabaciones.

También está en el video de la infografía forense del perito José Cáceres Godoy, resultando especialmente

importante la declaración del testigo Cristian Lobos Trujillo, quien aparece junto al acusado Felipe Rojas,

quien se reconoce que estaba ese día junto a él revisando las cámaras de seguridad de DIRECCION005, ya

que el acusado le pidió que revisaran las cámaras y ver hacia dónde apuntaban y si éstas apuntaban hacia la

bodega. 

 8.º El día 14 febrero del 2018, Felipe Rojas llamó a Cristian Rivera, uno de los encargados de la bodega,

diciéndole que iba a renunciar a su trabajo, lo que es relevante porque cuando declaró el testigo, señaló que

antes de contratarlo en noviembre del 2017, Felipe le había dicho que se quedaría todo el año. Luego, el 14

de  febrero  del  2018,  lo  llama insistentemente  para  renunciar,  lo  que  denota  una  decisión  intempestiva,

explicable solo por el delito que había cometido días antes.

9.º El 20 de febrero del 2018, Felipe Rojas, llamó a su ex polola Sofía, diciéndole que, si Carabineros la

llamaba para preguntar por él, no dijera que era violento, comentándole que había desaparecido Camila. Esa

fue una maniobra para desviar el foco de investigación y en este punto declaran dos funcionarias que le

toman declaración a Sofía, Patricia Osorio Tello y Claudia Fernández Mansilla, funcionarias de la PDI y de

Carabineros: Ambas declararon dando cuenta de esto, además de que él la amenazaba de muerte y que

denunció ese hecho a Carabineros, los que fueron hasta el lugar donde ella se encontraba para tomar la

denuncia y que al llamarla le dijo que era por la desaparición de Camila y le pide que le diga a la policía que

era  una  persona  tranquila.  El  funcionario  José  Jara  Muñoz,  quien  declaró  en  juicio,  quien  recibió  esta

denuncia el 20 de febrero del 2018, cuando ya había desaparecido la víctima. Además, coincide con el día en

que le toman la primera declaración a Felipe Rojas y recuerda, que mientras recibía la denuncia de amenazas

que había realizado Felipe Rojas en contra de Sofía, ella recibió una llamada telefónica del mismo imputado. 



10.º El 24 de junio del 2019, fue encontrado enterrado el cuerpo de Camila y los restos fetales de su hija en el

patio de la bodega de DIRECCION004. Su cuerpo estaba amortajado, sin su ropa interior, con el vestido

desgarrado al nivel del cuello, y sobre éste había cemento y cal. En el sitio del suceso, además, se encuentra

un envoltorio de saco de cemento San Juan, de 25 kilos. El hallazgo del cuerpo está relacionado con la

declaración que efectúa la testigo JULIETA. Ella fue quien se acerca a Carabineros a entregar información de

cómo Camila había sido agredida por el acusado, sobre su fallecimiento y el lugar dónde estaba enterrada, lo

que corroboró además con los mensajes de audio que ella entregó y que eran los que Felipe le envió los días

previos al hallazgo del cuerpo. Ella se presenta como una testigo creíble, una testigo veraz, una testigo que

tiene un relato fiable y que es capaz de explicar por qué decidió ir a Carabineros ese día y contar lo que

Felipe Rojas le había dicho sobre lo ocurrido el 10 de febrero del 2018, de que sí se había juntado con esta

víctima,  que  había  tenido  un  problema  con  su  ex  polola;  que  él  le  dijo  a  Camila  que  Sofía  lo  estaba

extorsionando y que Camila le dijo que también quería dinero. Hubo una discusión donde la empuja, ella se

golpea en la cabeza y muere. Él decide enterrarla en el patio. Eso fue lo que le dijo Felipe Rojas a la testigo y

señala además que hizo un hoyo en el patio trasero de la bodega y la enterró. Con ese antecedente se

solicitó a Carabineros y al Labocar que concurriera nuevamente al lugar, encontrando enterrado bajo una

placa de cemento el cadáver de Camila, cuerpo que estaba momificado a consecuencia de la cal, envuelto de

manera compacta con una tela, encontrando cal sobre el cuerpo y la tierra de la fosa. Además, se encontraba

en posición fetal  forzada,  con  una amarra  con un  nudo en  el  cuello,  la  que  posteriormente  continuaba

tomando ambas manos. 

A juicio  del  Ministerio  Público,  las  pruebas  directas  mencionadas,  así  como  estos  diez  puntos

analizados, permiten confirmar que Felipe Rojas tuvo participación en los hechos por los cuales fue acusado. 

En cuanto a las agravantes invocadas. La primera de ellas es la agravante del artículo 12 N° 1 del

Código Penal, en este caso alevosía en su modalidad de a traición. El imputado engaña a la víctima no

permitiéndole conocer sus verdaderas intenciones. De las declaraciones de los familiares y amigos de la

víctima,  queda claro  que ellos eran amigos y  vecinos  desde hace más de diez años,  ellos se juntaban

constantemente, lo dice Nicolás, se juntaban y se mensajeaban a través de WhatsApp para juntarse a fumar.

La víctima concurrió a la bodega solo portando sus llaves y su teléfono, lo que demuestra que ella iba a

juntarse con un amigo como tantas veces lo había hecho. Además, el imputado, la cita a la bodega, un lugar

solitario donde no podía pedir ayuda, donde él tenía el control absoluto, por cuanto tenía las llaves y sabía

que nadie más llegaría a ese lugar. 

La segunda agravante invocada es la del artículo 12N°6 del Código Penal, abuso de superioridad,

de su sexo fuerza. Tanto el doctor Cornejo como la doctora Bustos, los funcionarios a cargo del caso Karen

Ponce y Felipe Parada y las imágenes de las cámaras de seguridad, dan cuenta de que la víctima tenía una

complexión pequeña, menuda, pero en este caso, esa situación, además, se ve agravada por su estado de

embarazo de tercer trimestre. Aquello significa que la víctima tenía mayores requerimientos de oxígeno, su

embarazo no sólo ocasiona mayores demandas fisiológicas,  sino que provoca una mayor  dificultad para

desplazarse, para moverse rápido, provoca cambios en el centro de gravedad del cuerpo, lo que facilita la

caída, produce dolor en la articulación del área pélvica, provoca fatiga en la musculatura lumbar, en definitiva,

disminuye considerablemente sus posibilidades de defensa. Dicha situación también fue aprovechada por el



acusado para cometer estos delitos, sobre todo porque el acusado tiene una contextura mucho más grande

que la de Camila.

En  cuarto lugar, la fiscalía se refirió a las  hipótesis planteadas por la defensa. Por un lado, la

defensa ha planteado que existe vulneración de garantías de los derechos del imputado y de la testigo de

nombre  JULIETA y,  por  otro,  ha  dicho  subsidiariamente  que  aquí  ha  existido  colaboración  sustancial.

Analizado los antecedentes, cree que ninguna de estas dos alternativas se sostiene con la prueba rendida.

Primero, no hubo vulneración de garantías del imputado, por cuanto las veces que declaró como testigo

siempre se le advirtió de sus derechos como tal, en este caso el artículo 305 del Código Procesal Penal.

Todas y cada una de las interceptaciones que se pidieron respecto del acusado y otros testigos, fueron con

autorización judicial. Antes de la detención de Felipe Rojas, se le tomaron seis declaraciones como testigo,

incluso menos declaraciones que las tomadas a Amanda, a Lucía y una cantidad similar a las tomadas a

Lucas, a Cristian Rivera o César González. La razón de por qué se le tomaron tantas declaraciones, era

porque se trató de una investigación compleja y en esa época aún no aparecía el cuerpo de la víctima. 

Respecto de JULIETA, tampoco hubo vulneración de derechos, es más, cuando ella declara ante el

tribunal, deja en claro que fue ella quien, de manera voluntaria, se acercó a prestar declaración a Carabineros

para entregarle información de la ubicación del cuerpo de Camila. Es ella quien entrega los mensajes de

audio que le envió Felipe y dejó en claro ante el tribunal, que nunca fue intimidada ni coaccionada por los

funcionarios de Carabineros para declarar. 

En cuanto a la colaboración sustancial, cree que tampoco existe, ya que la esencia de esta atenuante

es entregar información con la cual el Ministerio Público no contaba antes de su declaración. Es recién el 20

de diciembre de 2020, cuando el acusado entrega una versión de los hechos, época en que ya se sabía

dónde había sido encontrado el cuerpo Camila, de qué había muerto Camila, que él era la única persona que

estaba en el lugar y que tenía acceso a la bodega, que la última comunicación de Camila el día 10 de febrero

del 2018, fue con el acusado y además, ella había avisado a Nicolás que iba a la bodega reunirse con él, que

el cuerpo fue encontrado y que solo tenía puesto su vestido, el  que estaba completamente fuera de su

posición, dejando al descubierto sus senos y su vagina, y que su ropa interior tenía desgarros en sus telas. 

Otro elemento esencial del atenuante de colaboración sustancial  es la oportunidad en la cual se

entrega la información, esta información fue entregada 34 meses después de la desaparición de Camila y 16

meses después de que fue encontrado el cuerpo y de que el acusado quedó detenido y más aún, ni siquiera

declaró ante este tribunal. Los relatos que él prestó le restan mérito y credibilidad a su teoría de vulneración

de derechos y su supuesto ánimo de colaboración. El acusado, desde el primer día, no solo negó los hechos,

sino que obstruyó la investigación entregando información falsa y preconstituyendo pruebas para eludir su

responsabilidad. Le mintió a la madre de Camila diciéndole que el día 10 febrero del 2018 había quedado en

juntarse, pero que Camila nunca llegó, en circunstancias que él ya sabía que ella estaba muerta. Le envió un

mensaje por WhatsApp a Camila el mismo día 10 de febrero a las 20:05 de la tarde, escribiéndole que “Nunca

llegaste weón, te esperé caleta”, en circunstancias que sabía que ella estaba muerta. Le pidió a un trabajador

de la empresa que mintiera sobre el momento en que le habría devuelto las llaves de la bodega, mintió

cuando indicó a muchos amigos y familiares que estaba preocupado por la desaparición de Camila. El 12 de

febrero del 2018, el acusado llamó cerca del mediodía a su jefe, Cristian Rivera, solicitándole permiso para



salir a buscar a Camila, quedando claro en los videos que ese día él llegó temprano a la bodega, ingresó en

dos oportunidades con dos sacos y se retiró de la bodega a las 16:18 horas aproximadamente, es decir,

nunca salió a buscar. Mintió cuando señaló que había comprado Cal para pintar la gruta que está en el interior

de la bodega y que su jefe se lo había solicitado. Mintió cuando en su primera versión sobre la muerte de

Camila le dijo a JULIETA que ella se había pegado en la cabeza. Le solicitó a JULIETA que le mintiera a la

policía sobre el lugar donde se encontraba el cuerpo de Camila, lo que queda manifiesto en los audios y,

luego de 34 meses de la desaparición de Camila, ya acorralado por la cantidad de antecedentes existentes en

su contra, entregó una declaración acomodaticia sobre la dinámica de los hechos en relación a la muerte de

Camila, lo que da cuenta un patrón de comportamiento del acusado Felipe Rojas Lobos, caracterizado por la

falta de empatía, manipulación, engaño, afecto frío, superficial, ausencia de culpa y remordimiento. 

La defensa también se ha referido al estándar de la duda razonable, indicándonos que aquello se

refiere a la certeza de cómo ocurrieron los hechos, interpretación de la que difieren, porque la imputación, con

todos los antecedentes o el cúmulo antecedentes que existen en este caso, justifica la concurrencia de la

hipótesis acusatoria más allá de toda duda razonable. La prueba de cargo anexada al juicio por la Fiscalía es

una prueba consistente, sin contradicciones, que entrega coherencia y no afecta a la competencia epistémica

del conjunto de la prueba aportada en el juicio

 Finalmente, reafirma que estos delitos cometidos por el acusado Felipe Rojas Lobos contra Camila,

especialmente el de violación con homicidio, son las manifestaciones más extremas de violencia contra la

mujer, al tenor de la Convención Belem do Pará, que, obliga a los estados partes a actuar con la debida

diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer. Por lo mismo, pide que el acusado

sea condenado a presidio perpetuo calificado por los hechos materia de la acusación.

Querellante 1: Manifestó que en este caso no hubo testigos presenciales que dieran cuenta de cómo

sucedieron los hechos. Lo que efectivamente ocurrió y cómo ocurrió, solo lo saben la víctima fallecida y el

acusado, Felipe Rojas Lobos. De modo que fue necesario reconstruir los hechos con la evidencia recabada

durante dos años y diez meses de investigación desde que Camila desapareciera el 10 de febrero del 2018, a

unos cuantos metros de su domicilio, según la declaración de doña Amanda, madre de la víctima y de don

Lucas, su ex pareja. Esta causa partió como una presunta desgracia, al menos así la familia lo pensó, que era

una presunta desgracia. El único que sabía que esto no era así era Felipe Rojas. De acuerdo con la prueba

rendida en esta audiencia de juicio, se han probado los siguientes hechos, que el día 10 febrero del 2018,

Camila, a las 17:29 horas, salió de su casa de DIRECCION003 rumbo a la bodega de DIRECCION004,

distante a media cuadra, para reunirse con su amigo Felipe Rojas en ese lugar. Ambos compartieron unos

minutos, sin embargo, antes de salir de la bodega y sin que hasta ahora sepamos por qué, Felipe Rojas ataca

a Camila por la espalda, le coloca un vínculo de tela de lona en el cuello y lo enrolla hasta estrangularla. En

este contexto, además, el acusado la agrede sexualmente vía vaginal y anal. La inhumó dentro de unos sacos

de tela en el patio de la bodega y la depositó en una fosa bajo una lápida de cemento y tierra. Así está

probado  con  la  exposición  del  perito  José  Cáceres  Godoy,  quien  expuso  en  juicio  al  tenor  del  video

incorporado como otros medios de prueba N° 47 y evidencia material N° 23 que da cuenta de la recreación

de los desplazamientos de víctima y acusado que efectuaron ese día. El tránsito de Camila está registrado



según la exhibición de los videos de las cámaras de seguridad instaladas en calle DIRECCION003 y en calle

DIRECCION007. En tanto que el desplazamiento de Felipe es captado por las cámaras de seguridad de

DIRECCION006,  DIRECCION005 y  DIRECCION007.  Sabemos  que  Camila  necesariamente  ingresó  a  la

bodega. Primero porque no se le vio continuar su trayecto hasta el poniente de DIRECCION008, pues no fue

captada  por  ninguna cámara,  ni  tampoco  volvió  sobre  sus  pasos  hacia  calle  DIRECCION000.  Además,

porque instantes después de que desaparece su imagen de la cámara de DIRECCION007, los perros que

resguardaban la bodega Frutilla y Benji son vistos en la calle. Y recordemos que, de acuerdo con la testigo

Carolina Salazar González, funcionario de la PDI, que tomó declaración a los dueños de la bodega, indicaron

que la única forma en que los perros, ambos perros, estuvieran en la calle era que alguien les hubiera abierto

la reja. 

El día 12 febrero del 2018, Felipe Rojas adquiere un saco de cemento y un saco de mortero en la

ferretería “El Dato” en la avenida Independencia y lo transporta a la bodega para terminar las maniobras de

ocultamiento del cuerpo de Camila en la bodega de DIRECCION004, donde permanece hasta el 24 de junio

del 2019. 

De acuerdo con la pericia de la doctora Vivian Bustos, la muerte de Camila fue por estrangulación,

que el elemento con el que se le causó la muerte fue un elemento duro que comprimió el cuello, rompiendo

vasos sanguíneos finos en la musculatura cercana a la piel y en las estructuras profundas en el interior del

cuello, como la zona cercana a la faringe y el hueso hioides. En tanto, la agresión sexual se explica por el

vestido enrollado, la altura de su cintura y por las ropas íntimas que fueron encontradas, desplazadas y

desgarradas, separadas del cuerpo de la víctima.

 Sobre  la  agravante  del  artículo  12  N°  1  del  Código  Penal,  cometer  el  delito  agresor  causar  el

resultado deseado. Indicó que se ha acreditado particularmente con las declaraciones de la perito Vivian

Bustos, que la víctima no presentaba signos de haberse defendido. Y lo atribuye a dos razones probables,

una  de ellas  porque  no advierte  que va  a  ser  estrangulada.  Y nos  preguntamos por  qué  podría  haber

sospechado siquiera Camila que iba a ser atacada por Felipe. Estaba con su amigo, con el que tenía una

relación de amistad de varios años. Se conocían desde niños, tenían una relación de confianza y se habían

reunido en el sur, en la bodega por acuerdo mutuo y habían pasado un rato de esparcimiento que ya estaba

llegando a su fin, según lo dijo el propio acusado de la reconstitución de escena. Además, de acuerdo con la

pericia criminal dinámica, el cuello de la víctima fue enrollado con el vínculo de lona por el agresor, parado

atrás  y  a la  izquierda de ella,  circunstancia que hacía  imposible para ella  defenderse o  deshacerse del

elemento que aprisionaba su cuello. En consecuencia, el acusado actuó a traición y sobre seguro en contra

de Camila, con quien se encontraba solo en un lugar cerrado del que no era posible salir rápidamente, pues él

contaba con las únicas llaves de acceso. Por lo demás, el evidente estado de gravidez de Camila hacía que

su movilidad fuera lenta, impidiéndole por tanto reaccionar oportunamente para repeler el ataque, acreditando

así el elemento objetivo de la indefensión y subjetivo del acusado de aprovecharse de ese estado en el que

se encontraba la víctima. 

En  cuanto  al  agravante  del  artículo  12  N°  6  del  Código  Penal,  abusar  el  delincuente  de  la

superioridad  de  su  sexo  o  de  sus  fuerzas  en  términos  que  el  ofendido  no  pudiera  defenderse  con



probabilidades de repeler la ofensa. Señaló que la prueba de cargo ha sido suficiente para establecer de

manera objetiva la superioridad de fuerzas físicas del acusado Felipe Rojas respecto de la víctima, Camila.

Sobre el particular, el perito tanatólogo del Servicio Médico Legal, el doctor Juan Emilio Cornejo, señaló en la

exposición de su informe que estableció la  talla  de Camila en un 1,51 metros y  que su contextura era

pequeña,  independiente  de  los  fenómenos  de  putrefacción.  No  era  una  persona  obesa,  era  delgada  y

pequeña. A esto hay que sumarle el hecho de que Camila presentaba un embarazo de 30 semanas conforme

lo pudo establecer la perito antropóloga forense, Giselle Contreras, quien realizó la pericia para determinar la

edad gestacional del feto. Este estado de gravidez limitaba aún más la fuerza y el desplazamiento de Camila.

Y es esta ventaja, el factor determinante al momento de cometer el ilícito, ya que la víctima no logró vencer la

superioridad  de  fuerzas  del  acusado  Rojas  Lobos.  El  propio  tribunal  ha  podido  advertir  la  estatura  y

complexión del acusado muy distintas a la de Camila, transformándose este en un elemento decisivo en el

ataque a la víctima para concretar la empresa delictiva, pues tenía la certeza que aquélla no podía entorpecer

su actuación. Para ilustración citó fallo del Tribunal Oral en lo penal de Talagante, acogiendo la agravante. 

Reiteró que la perito Vivian Bustos la describió como una mujer joven de 29 años, sana, de 1,60 de

estatura y 62 kilos de peso, lo que en las dos fotos incorporadas como medio de prueba N° 3 se ve como una

mujer de contextura normal. Asimismo, si bien trató de oponer resistencia a su agresor, ésta fue vencida

mediante las lesiones de contención que se evidenciaron en la autopsia y permitió al  agresor causar el

resultado deseado. Su muerte frente a un hombre joven a esa época de 24 años fue capaz de doblegar y

vencer la resistencia de la víctima.

Refirió que la Defensa alegó en su apertura, que la Fiscalía y los querellantes intentarían vincular este

caso  como  si  se  tratara  de  un  caso  de  violencia  de  género  o  doméstica,  contaminando  el  juicio  para

demostrar  que el  acusado es  el  culpable.  Efectivamente,  este  no  es  un caso  de  violencia  doméstica  o

violencia intrafamiliar. Se trata de un delito de violación con homicidio, pero sí es un delito de violencia de

género y por eso es necesario que el tribunal juzgue este hecho con enfoque de género, porque la violación,

como gran  parte  de los  delitos  constitutivos  de  violencia  sexual,  tienen como víctimas  principalmente  a

mujeres y niñas. La violación no está fundamentada en un deseo sexual o en una libido descontrolada de un

hombre, sino que la violación constituye una agresión por agresión, sin más finalidad que la de obtener poder,

de demostrar  poder y control  sobre un cuerpo femenino mediante el  apoderamiento de su intimidad. La

violación es un acto punitivo y disciplinado contra una persona vulnerable, por ejemplo, una mujer que camina

sola por la calle, que no se encuentra bajo el alero de la protección de otro hombre. 

Sostuvo la importancia de juzgar con perspectiva de género, de dictar un fallo libre de estereotipos de

género. Los estereotipos se traducen en características, actitudes y roles que la sociedad atribuye a las

personas,  partiendo  de  ciertas  categorías  que  han  sido  aceptadas,  mantenidas  y  reproducidas  casi  de

manera natural en la cultura, generando de esta forma relaciones y situaciones discriminatorias. Por otra

parte, se plantea la perspectiva de género como una herramienta metodológica que debe ser utilizada por la

judicatura para avanzar hacia la igualdad. 

En base a lo anterior, pidió no hacer eco de las alegaciones realizadas por la defensa del acusado en

orden a opacar su responsabilidad o culpabilizar de alguna forma a la víctima de sus deleznables acciones,



por cuanto señala que la defensa intentó introducir información destinada a estos objetivos, como que la

víctima estaba vinculada al narcotráfico o que ella guardaba drogas, o que se había ido con un taxista. 

Manifestó  que  nada puede  aminorar  o  relativizar  los  hechos  expuestos  en  este  juicio,  pues  de

hacerse se contribuye a su reproducción e impunidad, vulnerando la garantía de acceso a la justicia como

derecho humano. 

Finalizó señalando que, fallando con perspectiva de género, se lograría materializar el derecho de las

mujeres a una vida libre de violencia y a la vez se daría respuesta al mandato constitucional de observar y dar

cumplimiento a los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile. 

Solicitó se dicte veredicto condenatorio y se condene al acusado Felipe Rojas, a la pena de presidio

perpetuo calificado por los hechos de los que ha conocido este Tribunal. 

Querellante 2:  Sostuvo que Camila y  su hija  fueron asesinadas por el  acusado,  su vecino, que

colindaba a su propiedad. Peritos y testigos dieron a conocer lo ocurrido en la bodega. La ciencia se encargó

de hablar por la víctima, acallada por su vecino. 

El acusado se aprovechó de su cercanía con la víctima a quien conocía desde hace diez años. Era su

amigo. El traicionó su amistad con la víctima.     

1.- La dinámica de los hechos revela que el caso comienza antes del 10 de febrero de 2018, pues el

acusado días antes realizó la fosa en la bodega. Hubo una planificación previa del hecho. Luego de concordar

la reunión con la víctima en la bodega, el acusado toma prevenciones para que la víctima vaya sola a la

bodega, sin su mascota. El acusado dice haber comprado marihuana para consumir, pero los exámenes

toxicológicos de la víctima no arrojaron es componente en su cuerpo. Ella nunca consumió. De acuerdo con la

cronología de las cámaras, Camila entra a la bodega como a las 17:30 horas y el acusado sale dos horas

después. ¿Qué hizo en acusado en esas dos horas? La ciencia determinó que en se recinto hubo actividad

sexual derivada de la violencia de la ropa íntima desprendida de la víctima, calzón desgarrado, sostén con

fisuras. Además, el vestido enrollado. Realizó las acciones para abusar reiteradamente de la víctima. Los

peritos de la  querellante  determinaron que la  víctima tenía lesión con infiltración sanguínea en la  boca,

detectada con tecnología al efecto. Pudo violarla coetáneamente. Se estableció con las cámaras infrarrojas.

Luego la  amarra  el  acusado a la  víctima y  el  médico de la  autopsia  dice que hay  surcos e  infiltración

sanguínea en el cuello, pero sus peritos determinaron que también las hubo en las muñecas. La víctima tenía

entre tres y cinco capas, fue un enfardamiento, lo que permitió la conservación de cuerpo para realizar las

pericias. La doctora Cerda dice que la víctima estaba con vida al ser envuelta en las telas. Rojas enterró vivas

a las víctimas. Ello, acredita el delito de secuestro.   

2.- En cuanto a los delitos de la acusación, el delito de secuestro supone encerrar o detener a otro. Al

escuchar el relato del acusado, el mismo dice que cuando ella se retira la toma por el cuello con el brazo

derecho, impidiéndole salir. Después él acusado describe como la amarró y refiere que la envolvió en la tela y

recordó que días anteriores había cavado un hoyo en el patio, donde la llevó e introdujo. El mismo reconoce

que la reingresó para abusarla sexualmente, lo cual supone retenerla violentamente. Las víctimas pudieron

haber sido enterradas vivas. Respecto de la violación reiterada, Carmen Cerda y Gutiérrez acreditaron que

había semen en el vestido de la víctima, aunque no hubo ADN. En cuanto al delito de aborto, todos los peritos



coinciden en que se produjo por el actuar violento del acusado. Con relación a la inhumación ilegal, se remite

a lo expresado por el Ministerio Público.  El hurto se acreditó con los propios dichos del acusado, quien dijo

que se quedó con él y lo vendió. Con relación a las agravantes se remite a lo ya expresado por el querellante

tres.

Respecto de los peritos de la fiscalía, señala que Aarón Jara, ante una pregunta verificada por la

parte, señaló que no era descartable del todo que la víctima haya estado con vida al momento del entierro,

pese a que también pudo deberse a que el envoltorio del cuerpo haya impedido el ingreso de larvas. La perito

Benavente  describió  también  la  fosa,  que  fue  cavada  a  la  medida  de  la  víctima,  con  un  sentido  de

ocultamiento y que se trató de un sitio primario. Por lo que la fosa cavada con anterioridad es la misma usada

luego por el acusado pata enterrarla posteriormente. El perito doctor Cornejo señaló que muerte de la madre

no necesariamente implica expulsión fetal. Pero la doctora Cerda refiere que detectó surcos en las muñecas.

La doctora Bustos a su turno no se planteó la posibilidad de que la víctima al momento del ataque estuviera

inconsciente, pese a que hace referencias a la imposibilidad de defensa de la víctima. Pero no descarta que

pudo  haberse  desmayado,  es  posible.  Eso  abre  la  opción  de  que  mientras  la  víctima  fue  violentada

sexualmente estaba viva y las marcas en la boca ocurre en ese minuto.

En  cuanto  a  los  peritos  de  la  parte  querellante,  la  doctora  Cerda  dice  que  víctima  murió  por

sofocación lo que le hizo perder la consciencia, falleciendo en las telas una vez envuelta. Revisó seis veces el

cuerpo y las pericias, a diferencia de la doctora Bustos que solo lo hizo en el sitio del suceso y el doctor

Cornejo en la autopsia. La doctora Cerda refirió que el cuerpo no tenía insectos porque pudo haberse usado

insecticida, lo cual fue dicho por el propio acusado. Eso por un estudio de un hecho similar del que ella supo

en el extranjero. Corroboró además un contexto sexual. El perito Carlos Gutiérrez fue relevante acerca de las

nuevas tecnologías utilizadas. No es relevante que esté certificado, si es que sirve para encontrar evidencia.

Y  con  sus  cámaras  se  determinó  que  había  infiltración  sanguínea  en  las  muñecas  y  además  el  otro

instrumento encontró el fluido en el vestido. Hay que darle valor a esa tecnología, más allá de que no esté

validada o certificada en el país. El análisis de Carlos Gutiérrez pudo establecer infiltración de las muñecas, el

fluido  en  el  vestido  y  la  determinación  de  que  se  trataba  de  semen.  Al  perito  además  se  le  coartó  la

posibilidad de encontrar más evidencia. 

Por  último,  el  perito  de la  defensa se acotó al  miedo,  violación de garantías  y  colaboración del

acusado. Careció de credibilidad. 

3.- Si bien como abogado representa a la madre de Camila, sostuvo el querellante que hay otras

víctimas. La defensa al contra examinarlas quiso levantar antecedentes sobre tráfico de drogas, pero ello un

guardó relación con los hechos que se le imputan acusado.  Nada de eso se demostró en el  juicio.  Las

víctimas además nunca tuvieron acceso a la carpeta hasta el hallazgo del cuerpo, fueron pisoteadas, se les

interceptó sus teléfonos, pese a que en marzo 2018 el testigo de la PDI, Felipe Parada, señaló en juicio que

recomendó que a Rojas se le otorgara la condición de imputado. El sistema las re victimizó. 

4.- El acusado tiene rasgos psicopáticos narcisistas determinaron la pericia psiquiátrica y psicológica;

carente  de empatía y  culpa.  El  propio testigo Maickol  refirió  que el  acusado se burlaba de la situación,

bromeando  con  que  a  Camila  la  habían  “cocinado”.  Capaz  que  hasta  haya  otro  cuerpo  en  la  bodega

enterrado. Es un sujeto violento en la intimidad, lo corroboraron testigos, pero se ve tranquilo en público. El



error del acusado fue no haber considerado las cámaras. Esa fue la evidencia clave. Y desde marzo del 2018

estaban a disposición de la fiscalía. El acusado no merece estar en el medio libre. Si sale a la calle puede

volver a cometer los mismos delitos. Lo único que se puede hacer es solicitar la pena máxima para un crimen

horrendo. 

Querellante 3: Manifestó que sus alegaciones se centrarían en su mayoría en el delito de

aborto, en la perspectiva y enfoque de género, en las alegaciones que fueran efectuadas por la defensa en

cuanto a la colaboración sustancial de su representado y en la concurrencia de agravantes, agregando que

en todo aquello a lo que no se refiriera, hacía suyos los argumentos expuestos por sus colegas. 

Señaló  que  si  fuese  posible  agrupar  esta  evidencia,  sería  factible  el  argumentar  que  se  han

acreditado al menos los siguientes hechos: que día 10 febrero del 2018, a eso de las 17:30 de la tarde, la

víctima, Camila, previo acuerdo con el acusado Felipe Roja Lobos, concurrió hasta el inmueble utilizado como

bodega que se encuentra en calle DIRECCION004, lugar en que la retuvo contra su voluntad, en que la

violentó sexualmente, en que la amarró y la estranguló hasta su muerte, para posteriormente ser inhumada

allí. Se acreditó con diversa evidencia que se recolectó y que fue expuesta durante las jornadas del presente

juicio. Ello, con número cuantioso de videos, los GPS de los teléfonos que dan cuenta del desplazamiento del

acusado que hizo por diversas calles una vez cometido los hechos, la venta del teléfono celular, la compra del

cemento,  el  recorrido de regreso que hizo hacia la fábrica, la boleta de la compra del  cemento que fue

exhibida que registra dicha operación, correspondiente a la misma bolsa hallada en el lugar de los hechos. 

Es un hecho indubitado, también, que el embarazo de Camila era conocido por el acusado. Lo que

resulta evidente, además, del estado físico que presentaba y las declaraciones que ha prestado tanto la

familia de la víctima de Camila como Lucas. Lo anterior, fue debidamente explicado en detalle, de manera

clara y concisa por la perito Vivian Bustos, quien no sólo aseveró que la estrangulación de Camila pudo

producir que iniciara su trabajo de parto y rompiera su fuente, sino que además que, ante la situación de un

feto de 30 semanas, ese feto como reacción fisiológica a la pérdida del requerimiento de oxígeno, comenzó a

realizar movimientos respiratorios y a asfixiarse con el líquido amniótico que entraba en sus pulmones. La

expulsión mecánica del feto ocurrió con posterioridad a la muerte de Camila, dada la tremenda carga que

recaía sobre el cuerpo de la fallecida, la losa de cemento y la tierra. 

Felipe Rojas primero atentó contra la vida de Camila, a quien atacó sexualmente y estranguló hasta

su muerte provocando, también, la muerte de la hija de Camila, de este feto en gestación de 30 semanas que

llevaría por nombre Laura. 

En definitiva,  si  Camila  murió  estrangulada,  como dice el  Servicio Médico Legal,  su hija falleció

tiempo después asfixiada por su propio líquido amniótico. El perito doctor Cornejo Kort, señaló que el feto se

encontraba en una posición con la cabeza apuntando hacia el canal uterino. La posición de la madre hizo que

el abdomen no se pudiera distender, pero la putrefacción hace que pierda su tonalidad y termina expulsando

al feto. 

El  cuerpo de Camila y  su hija fueron encontrados, no por colaboración del  acusado,  sino por la

incesante  búsqueda encabezada por  la  familia  de  Camila,  por  su  representado  Lucas,  por  el  Ministerio



Público, por la Policía,  sumado a las declaraciones de testigos cuya búsqueda se inicia de manera casi

inmediata al conocerse la desaparición y presunta desgracia de Camila. 

La defensa durante toda la extensión del presente juicio oral ha planteado, y así ha sido su teoría del

caso  refrendada  por  su  perito  que  declaró,  que  el  acusado  ha  colaborado  sustancialmente  con  la

investigación y que lo hace merecedor a que el tribunal le reconozca la atenuante del artículo 11N° 9. Pero no

hubo una colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos.

El embarazo de Camila y su final a manos del acusado pueden y deben ser analizados desde la

perspectiva y el enfoque de género. 

Si Camila consumía marihuana, si tenía una vida sexual activa con su pareja, si afuera de su casa

había  autos  no  tiene  importancia  ¿Son  éstas  acaso  argumentos  justificantes  o  que  exculpan  de

responsabilidad al acusado? No. Son acaso sesgos de género cuya única finalidad es debilitar la posición de

la víctima. 

Sostuvo  que  demostró  en  base  a  su  intervención  durante  todo  el  desarrollo  del  juicio,  que  las

acciones cometidas por el acusado resultan subsumibles en los tipos penales de secuestro con homicidio, de

violación reiterada,  de aborto,  de inhumación ilegal  y  de hurto  simple,  con las  siguientes  circunstancias

agravantes: la de la del artículo 12 número 1 del Código Penal, cometer el delito contra las personas con

alevosía, la del 12 número 4, la del 12 número 6 y la del 12 número 7, todas del Código Penal. 

Los actos cometidos por Felipe Rojas son de tal intensidad y tan deleznables contra la vida humana,

que la pena asignada a estos actos no puede ser sino el presidio perpetuo calificado.

Defensa: Sostuvo que la fiscalía indicó que probaría los hechos sin la declaración acusado. Pero la

fiscalía incorporó la reconstitución de escena. Algunas premisas fácticas no las controvierte la defensa: fueron

efectivamente entregadas las llaves de la bodega al acusado; no controvierte las llamadas entre víctima y

acusado; no controvierte mensajes entre víctima y acusado; no controvierte que el acusado estaba a cargo de

la bodega y tenía acceso a ella; no controviertes su presencia en los trayectos de las cámaras; no controvierte

que portaba un saco de cal y cemento. Todas esas premisas solo acreditan que la víctima el 10 de febrero de

2018 concurrió a la bodega, que Rojas habló antes con ella y que el 12 de febrero portó el saco de cemento. 

La  prueba  científica,  del  SML  indica  estrangulamiento  como  causa  de  muerte  de  Camila  el

estrangulamiento. ¿Pero qué prueba existe de la violación? No hay evidencia científica, hubo resultados

negativos a pericias de fluidos. Vivian Bustos dijo que el vestido enrollado y las prendas arrancadas del

cuerpo eran indicativos de “contexto sexual”. Es JULIETA quien revela a la policía lo que sucedió, a instancias

de Felipe Rojas. Con esa información, el 24 de junio de 2019, se instruye concurrencia a la bodega. Said y

Aarón Jara comunican el hallazgo a la fiscalía, pero desconocían de qué se trataba. Solo tenían un cuerpo. La

fiscalía tiene un cuerpo y un responsable de su muerte. 

Es raro que los funcionarios no supieran que el cuerpo estaba allí, pese a que la fiscalía tenía la

información proporcionada por JULIETA. En el fondo todos sabían de la existencia de la víctima muchos ante

y que no se le buscó. La fiscalía con eso solo ha podido acreditar un homicidio simple, inhumación ilegal y

aborto.



Pero si se acepta la acusación, hay que considerar la reconstitución de escena. No declarar

en estrados no lo priva al acusado de haber declarado antes. Hoy los querellantes insisten en que la víctima

fue enterrada viva, cosa jamás referida en la reconstitución ni con la prueba en el juicio. 

El silencio del imputado se debe al miedo. 

Los querellantes, especialmente Pedro Díaz, aluden a la reconstitución. Con la perito Carmen

Cerda cuestionan la estrangulación y afirman que la víctima muere por sofocación, cuestionando la prueba de

la fiscalía. Pero Cerda no contó con todos los antecedentes del SML, reconoció que hubo pruebas a las que

no tuvo acceso. En seis meses hace conclusiones carentes de rigor científico, pues había transcurrido mucho

tiempo  entre  el  hallazgo  del  cuerpo  y  su  examen  por  parte  de  la  perito.  Realizó  pericias  y  fotos  con

instrumentos que nunca había usado en la práctica, no levantaron cadenas de custodia, no se le informó los

hallazgos a la fiscalía, hubo particulares que manipularon la evidencia. Fue una investigación paralela sin

sujeción  al  principio  de  objetividad,  por  lo  que  toda  esa  prueba debe ser  desestimada.  Ninguna de  las

evidencias  que  sustentan  sus  conclusiones  se  trajo  al  juicio,  ni  siquiera  las  cámaras  que  usaron.  El

querellante no dirige la investigación y las pruebas solo se entregan el 2022 a la fiscalía.

La pericia de Gutiérrez sobre las dimensiones de la mano del acusado a partir de un video para

justificar la supuesta lesión en la cara de la víctima no se confrontó con ninguna otra evidencia (ficha clínica

del acusado, peso, estatura, etc.). No cumple con un estándar serio. 

La propia Delegación Presidencial usó la reconstitución de escena en sus alegatos, a diferencia del

Ministerio Público. 

Finalmente, la perspectiva de género no puede ser es una mordaza para realizar un contra examen

ante los reproches del querellante Díaz. 

Respecto de las agravantes, (la alevosía del artículo 12 número 1 del Código Penal), el Ministerio

Público no explica el móvil que al efecto tuvo el acusado, pero sólo lo aclara el informe psiquiátrico del SML.

La víctima es quien va a la bodega.

En cuanto al 12 numero 6, es indiscutible que el acusado es más fuerte físicamente que la víctima.

Pero eso no basta.

Las otras agravantes invocadas por los querellantes también deben ser desestimadas. 

Por último, la fiscalía refirió que no hubo vulneración de garantías, pues al acusado se le informó al

tenor del artículo 305 del Código Procesal Penal y las interceptaciones fueron otorgadas por el tribunal. Cabe

recordar que el jefe de la BRICRIM, Felipe Parada le pidió en mayo de 2018 a la fiscalía que le reconociera al

acusado el rol de imputado. Los interrogatorios revelan el interés del Ministerio Público en obtener evidencias

sin respetar el estatus del acusado como imputado. Incluso fue “careado” con otro testigo para confrontar su

relato. Suponiendo que se respetaron los derechos del acusado, ¿como se explica que en mayo Rojas dijera

que no quería seguir declarando, no quería auto incriminarse, no obstante, lo cual la carabinera Karen Ponce

siguió con la diligencia? La fiscalía privó al acusado de una defensa letrada durante largo tiempo, obteniendo

prueba incriminatoria cuando rectificó  una mentira,  cuando obtuvo la  entrega de su celular,  y  cuando el

acusado se reconoció a sí mismo en los videos. Aun siendo testigo, en esos casos debió indicársele que

podía no auto  incriminarse.  La información obtenida sostuvo la  acusación.  ¿Qué medidas adoptó Karen

Ponce cuando el acusado dijo que no quería declarar? La excusa era que no tenían un cuerpo.



Todo esto generó un efecto en el sospechoso, se retrajo a la investigación. La justificación de las

interceptaciones se debió a que había interés por un delito de tráfico de drogas. 

Entre el 20 de febrero 2018 al 23 de junio de 2019, para la fiscalía, Felipe Rojas fue solo testigo.

Entre 24 de junio de 2019 y diciembre de 2020, ya era imputado. Entre marzo de 2020 a diciembre de 2020

parte la pandemia. La defensa pidió en marzo de 2020 reconstitución y se verificó en diciembre. 

Sin la colaboración de la reconstitución, no quedan evidencias que permitan justificar la acreditación

de los hechos en relación con la  violación.  Pudo guardar silencio  en todas las etapas,  y  eso incluye la

reconstitución. Sin la colaboración del acusado, solo se establecería un homicidio simple, inhumación ilegal y

aborto. 

Un sus réplicas, considerando que el tribunal además instó a los intervinientes a hacerse cargo de la

eventual punibilidad de las imputaciones a título de inhumación ilegal y hurto simple, los litigantes sostuvieron

lo siguiente:

Fiscalía: Manifestó que la causa de muerte de la víctima no es la que refieren los querellantes, sino

que es la que señalan los peritos del Ministerio público. Bustos vio los surcos en el cuello, además de la

autopsia del doctor Cornejo. La doctora Cerda ve el cuerpo seis meses después del hallazgo. Las primeras

fotos del sitio del suceso difieren de las de enero de 2020, con deterioro del cuerpo producto del oxígeno. Y

los peritos Cerda y Gutiérrez no las tuvieron a la vista. Bustos además dijo que pérdida de conciencia fue

producto  del  estrangulamiento.  En  las  pericias  de  Gutiérrez  no  hubo  rigor  científico  ni  certeza  de  la

certificación del método usado. De hecho, no tuvo a la vista el informe de autopsia, al igual que la doctora

Cerda. La crítica también es aplicable al perito de la defensa. No vio los videos el perito de la defensa. En

cuanto a las interceptaciones, todas fueron autorizadas por un tribunal de garantía, a partir de la hipótesis de

que la víctima pudo haber fallecido producto de la acción de terceros. El acusado nunca colaboró y sólo da

una versión 34 meses después en la reconstitución de escena. Con relación a la inhumación y el hurto simple

frente a lo que llamó a debatir el tribunal, se trata -indicó- de un delito de peligro abstracto. Se protege la

salud y el orden público, citando al efecto un fallo del TOP de Temuco y concluyendo, por último, que en el

hurto hubo ánimo de lucro.

Querellante 1: Se refiere al hurto e inhumación. Los actos de encubrimiento siempre lesionan bienes

jurídicos distintas opone a la colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos. 

Querellante  2  :   Refuta  lo  manifestado  por  la  fiscalía  con  relación  a  las  pericias  de  su  parte,

reafirmando que Bustos y Cornejo no vieron los surcos en la muñeca, lo que no significa que no existan, que

fue lo que demostraron peritos de los querellantes con las cámaras. Reitera la experiencia y formación de la

doctora Cerda. También se opone a la colaboración sustancial. Respecto a la inhumación ilegal, afirma que

no se cometió porque la víctima fue enterrada vida. 



Querellante 3: Se opone a la colaboración sustancial, tanto en el homicidio, violación como el aborto.

La reconstitución de escena tampoco fue un aporte en tal sentido. Pide además condena por el delito de hurto

y que la inhumación si podría constituir una medida de encubrimiento, de agotamiento del delito. 

Defensa  :   Con relación a la inhumación, el acusado tuvo el propósito de ocultar el cadáver. Es un

simple acto de ocultamiento. El hurto también está vinculado a la inhumación. De hecho, los acusadores

saben que el acusado lo vendió porque así lo dijo el propio acusado, que lo hizo para comprar cemento.

Ambas conductas están vinculadas por el encumbramiento. Incluso, botó el dinero. Reitera que en el caso si

hubo colaboración por parte del acusado en el esclarecimiento de los hechos. 

Por último, en sus  palabras finales, el acusado manifestó que nada reparará lo que le hizo,
pidiendo disculpas a la familia de la víctima y a su propia familia. 

NOVENO: Deber de acreditación de los acusadores.

         En el caso que nos ocupa los acusadores deben precisamente establecer, más allá de toda duda

razonable,  que  al  acusado  Felipe  Rojas  Lobos  le  ha  cabido  participación  criminal  en  los  tres  hechos

contenidos  en  las  acusaciones  estatal  y  privadas  respectivamente,  desvirtuando  de  paso  las  hipótesis

alternativas esgrimidas por la defensa en el juicio. En efecto, el deber de acreditación más allá de toda duda

razonable  de  la  hipótesis  imputativa  por  parte  de  los  acusadores  debe  verificarse  en  relación  con  los

elementos fácticos concretos contenidos en la acusación, los cuales están indisolublemente conectados con

premisas fácticas referidas a la temporalidad, conductas específicas, espacio y contexto de la imputación.

Luego, esas premisas fácticas deben ser susceptibles de subsumirse en los elementos normativos del tipo

penal conforme al mandato de taxatividad consagrado en el artículo 19, N° 3 inciso final de la Constitución

Política de la República. Es decir, la actividad probatoria de las partes acusadoras debe inequívocamente

dirigirse  a  la  corroboración  del  núcleo  fáctico  de  las  acusaciones,  transcritas  literalmente  en  el  motivo

segundo de esta sentencia.  Lo que se viene explicando es lo que permite satisfacer la irreductible exigencia

del  artículo  342 del  Código Procesal  Penal  en orden a que la  sentencia,  en caso de ser  condenatoria,

establezca con claridad los hechos que se dan por probados en el juicio y que sirven de base a una condena,

vinculando tales hechos con los medios de prueba que sirvieron para acreditarlos. Y ello, aunque resulte

evidente, es lo que orienta, delimita, condiciona y determina la actividad probatoria de la hipótesis acusatoria

y el subsecuente control epistémico que de dicha actividad deben realizar los adjudicadores en la esfera de la

valoración probatoria. 

DECIMO:  Valoración  probatoria  de  la  prueba  de  cargo,  la  declaración  del  acusado  en  la
reconstitución  de  escena  y  justificación  de  la  condena  a  título  de  los  delitos  de  violación  con
homicidio y aborto.

Que, previamente, considera este tribunal pertinente reafirmar una cuestión que, aunque evidente para

quienes operan y ejercen funciones en el sistema de enjuiciamiento criminal, no está de más recordar en un



caso que -como el que nos ocupa- ha suscitado un alto y comprensible interés público. Lo dicho tiene que ver

con que ese interés público y las expectativas asociadas al mismo, son ajenas a las consideraciones en base

a las cuales la jurisdicción ha de adjudicar un caso penal como el que se ha ventilado ante este tribunal. Un

juicio penal, más allá de la relevancia o dimensión simbólica que se le quiera atribuir, desde la perspectiva de

quienes estamos llamados a decidir, conlleva una pretensión mucho más modesta y acotada. Puestos en el

rol de terceros en quienes recae la función de juzgar, este tribunal está llamado únicamente a decidir acerca

de  la  culpabilidad  o  inocencia  de  un  acusado  -en  este  caso  Felipe  Rojas-,  de  manera  imparcial  e

independiente.  La  imparcialidad  alude  a  que  no  existe  de  parte  de  quienes  integran  este  tribunal,

apriorísticamente,  un  compromiso,  especial  afinidad  o  inclinación  con  ninguna  de  las  partes  que

legítimamente han planteado en esta sede sus pretensiones. La independencia, por su parte, conlleva como

exigencia  irreductible garantizarles a todas las  partes  (acusadores  y  acusado)  que en el  ejercicio  de su

función el tribunal ha de vincularse única y exclusivamente al derecho aplicable, conforme a las pruebas

rendidas y hechos acreditados o desvirtuados con ocasión de estas. Estas dos premisas fundamentales son

las que en última instancia permiten desarrollar un juicio justo en el cual los destinatarios de la decisión

jurisdiccional tengan la seguridad de que su controversia está sometida al gobierno de las leyes, y no al

capricho, la intuición u otras motivaciones por parte de quien está llamado a decidir. Por  lo  mismo,  la

decisión que se comunicó en el veredicto y que en esta sentencia se profundiza ha sido adoptada únicamente

a partir de lo que se ha verificado al interior de esta sala de audiencias a lo largo de ya casi un mes: las

alegaciones y argumentos de las partes, las pruebas rendidas, los hechos del caso y el derecho aplicable.

Nada de lo sucedido,  dicho,  expresado o demandado fuera de los contornos del  espacio  de la sala de

audiencias en cuyo interior se verificó el juicio, es algo que este tribunal pueda tener en cuenta en su decisión

final. Lo que se viene explicando debe así mismo plasmarse en el deber de fundamentación que la ley impone

al tribunal en orden a explicar,  en la sentencia, todos y cada uno de los motivos que justifican la o las

decisiones adoptadas. Ese mandato es lo que permite, tanto a las partes como a la sociedad en su conjunto,

controlar el razonamiento en base el cual el tribunal ha adoptado la decisión de que se trate. Lo dicho es lo

que constituye -por así decirlo- el pilar fundamental de un proceso penal sometido a estándares de un debido

proceso propio de un estado constitucional  y democrático de derecho en el  cual  el  juicio oral,  público y

contradictorio, finalmente, constituye el escenario que permite verificar si el órgano acusador ha estado o no

en condiciones  de  acreditar,  más  allá  de  toda  duda  razonable,  las  premisas  fácticas  de  su  acusación,

desvirtuando con ello la presunción de inocencia que ampara a todo ciudadano y ciudadana frente al poder

penal  del  Estado.  Ciudadano que,  desde luego,  en  ese juicio  ha  debido también ejercer  el  derecho de

defenderse, cuestionando y controvirtiendo la acusación. 

Tal  como se adelantó  en el  veredicto de fecha 11 de abril  del  año en curso,  el  tribunal  consideró

unánimemente que la prueba rendida por el Ministerio Público y los querellantes resultó satisfactoria para

generar convicción más allá de toda duda razonable en los términos del artículo 340 del Código Procesal

Penal en relación con la participación que al acusado se atribuye en los hechos materia de la acusación

referidos a los delitos mencionados en el veredicto aludido (violación con homicidio y aborto). 



Como cuestión previa, conveniente es realizar dos alcances de orden más bien general. Primero, con

relación  al  delito  de  violación  con  homicidio,  la  actividad  probatoria  de  los  acusadores  estatales,

exitosamente  lograda,  se  ha  dirigido  precisamente  a  acreditar  los  elementos  típicos  de  ambos  delitos

(violación  y  homicidio),  solo  que,  en  el  marco  de  una  perpetración  verificada  en  un  mismo  contexto

espaciotemporal, es decir, se ha tratado de una violación con ocasión de la cual, además, se cometió el

delito de homicidio. Se trata de lo que se conoce como “delitos complejos” o la técnica de la “abrazadera

típica”, en la cual dos delitos claramente diferenciados en cuanto a su estructura típica son, no obstante,

sancionados con una única pena, precisamente, por esa vinculación espaciotemporal entre uno y otro. Por lo

mismo se trata de un delito pluriofensivo, en tanto afecta dos bienes jurídicos, a saber, la libertad sexual y la

vida independiente.

 La segunda cuestión guarda relación con el delito de aborto, el cual está dirigido a la afectación de un

bien jurídico diverso: la vida dependiente del feto o producto de la concepción. En este punto, sin embargo, y

tal como se infiere de la acusación del Ministerio Público, en la comisión de ambos ilícitos (violación con

homicidio y aborto) se ha verificado inequívocamente una hipótesis de unidad de hecho, es decir, la acción

del acusado satisface simultáneamente los extremos de dos delitos diversos, verificándose un  concurso
ideal heterogéneo, cuya naturaleza conlleva que la respuesta punitiva se haga cargo de ambos injustos;

respuesta punitiva que en el Código Penal chileno se regula conforme al artículo 75. La unidad de hecho del

concurso ideal en definitiva supone, en rigor, abandonar prima facie la solución de la acumulación material o

aritmética de las penas propia de las hipótesis de concurso real, en las cuales no se verifica la unidad de

hecho. A modo de ejemplo, si A, mediante un artefacto explosivo da muerte a dos personas y lesiona a otras

cuatro en un tren, jurídica o normativamente ha perpetrado 3 homicidios y 4 lesiones; sin embargo, al existir

unidad de hecho o una sola acción, el legislador en principio lo castiga con una única pena para todos los

injustos perpetrados. Pena que será, conforme al artículo 75 del Código Penal, la mayor asignada al delito

más grave. Como sostiene Rodríguez Collao, precisamente a propósito de la hipótesis concursal en comento,

“es posible que la víctima se encuentre embarazada al momento de sufrir el ataque y que, en tales
circunstancias, la muerte del ser en gestación se produzca como consecuencia de la propia acción
delictiva, de los medios ejecutivos utilizados o del escaso nivel de desarrollo físico el no nacido. En
estos casos se configurará un concurso ideal entre la figura de violación con homicidio y el delito de
aborto de los artículos 342 o 343 del CP” (…). (Luís Rodríguez Collao, Derecho Penal, Parte Especial,

Volumen II, obra dirigida por Luís Rodríguez Collao, Editorial Tirant Lo Blanch 2022, página 182). 

Dicho lo anterior, conviene, a efectos del análisis de la actividad probatoria desplegada por las partes,

advertir  que  en  este  motivo  el  tribunal  no  se  hará  cargo  de  la  prueba  del  acusador  particular  en

representación de doña Amanda, lo cual se verificará separadamente. Establecido lo anterior, y sin perjuicio

del  deber  de  motivación  que  pesa  sobre  el  tribunal,  conviene  describir  los  términos  de  la  controversia

sostenida entre los acusadores estatales (Ministerio Público y Delegación Presidencial) y la defensa, pues en

el contexto de un sistema acusatorio de corte adversarial, las valoraciones y argumentaciones del tribunal

deben estar esencialmente dirigidas a resolver precisamente dicha controversia, cuyos contornos, límites y

alcances  son,  en  buena  parte,  fijados  por  los  litigantes.  Ese  es  precisamente  el  sentido  del  juicio  oral



contradictorio,  en  tanto  espacio  dialógico  y  dialectico  orientado  a  formular,  establecer  y  (o)  desvirtuar

premisas fácticas.  

 La controversia nuclear, evidenciada con nitidez en los alegatos de clausura tanto de los acusadores

estatales como de la defensa (el tribunal se hará cargo separadamente de las pretensiones de los acusadores

particulares que han sido desestimadas) no ha girado tanto entorno a las premisas fácticas y calificación

jurídica asociadas a los delitos por los que el tribunal decidió condenar, sino más bien guardan relación con

tres  puntos  muy  específicos:  primero,  si  acaso  hubo  información  imputativa  relevante  obtenida  con

vulneración de derechos fundamentales del acusado; segundo, si, con prescindencia de lo anterior, puede o

no estimarse que hubo de parte del acusado una colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos; y;

tercero, la concurrencia o no de circunstancias agravantes de responsabilidad penal, concretamente las de

los números uno y seis del artículo 12 del Código Penal.

En lo que guarda estricta relación con los hechos o contexto previo al  homicidio o acción matadora

perpetrada por Felipe Rojas, quedó meridianamente establecido -cuestión no controvertida por la defensa-

que  el  día  10  de  febrero de  2018  Camila  –  a  eso  de  las  17:30  horas-  salió  de  su  casa en  calle
DIRECCION000 rumbo a  la  bodega de  DIRECCION004 para  juntarse  con  Felipe  Rojas,  la  cual  se
encontraba a escasa distancia, ingresando a la misma, y perdiéndosele para siempre el rastro, hasta
que su cadáver fue encontrado enterrado en el patio de la bodega el 24 de junio de 2019. 

Al efecto, hubo diversas evidencias que convergentemente corroboran dicha afirmación o premisa. 

Primero,  declaró la madre víctima, doña  Amanda,  quien explicó en el  juicio que ese día -10 de

febrero de 2018- preparó un almuerzo (porotos con pilco) que su hija consumió como a las tres de la tarde y

luego Camila se retiró con su celular y un llavero, viendo desde la reja cuando se dirigía en dirección a calle

DIRECCION008. Lo anterior quedó corroborado también con los registros de cámaras de seguridad de calle

DIRECCION000 y DIRECCION008, que dan cuenta de que Camila se dirigió a la hora señalada en dirección

a la bodega de DIRECCION008, perdiéndosele de vista definitivamente antes del cruce de DIRECCION002

En ese contexto, el Ministerio Público exhibió a la testigo la evidencia material 22 del NUE NUM026 del
auto de apertura, correspondiente a grabación de la cámara del 10 de febrero 2018 de DIRECCION003,
correspondiente  a  la  pista  uno.  Video  en  el  cual  la  testigo  describe  la  calle  DIRECCION000  con

DIRECCION008, concretamente  se  trata  de  la  cámara  de  un  vecino  llamado  John,  que  vive  en

DIRECCION003. Ve -en el video- a su hija cruzando la calle por DIRECCION000 hacia  DIRECCION008.

Explicó que se trataba de su hija, pues la reconoció porque lleva el vestido gris que vestía ese día, por el

moñito en el pelo y la manera de caminar. En el vi  deo de cámara ubicada en DIRECCION007, de la misma  
NUE  ,   la testigo también vio en estrados a su hija Camila caminando por DIRECCION008 en dirección hacía

DIRECCION002. La reconoce por su vestimenta y forma de caminar, lleva el celular en su mano. Además, en

las fotos (1, 2, 7, 9 y 32) que le fueron exhibidas proporciona el contexto espacial referido a su declaración,

identificando su casa en DIRECCION000 y  la  casa de Felipe Rojas al  lado izquierdo;  describe el  muro

divisorio entre su casa y la de Rojas; identifica la esquina de DIRECCION008 con DIRECCION000 explicando

que su hija cruzó desde su casa en DIRECCION000 hacia la esquina de DIRECCION008 y que luego cruzó a

la vereda del frente y siguió derecho. 



 También la hermana de Camila, Lucía, vio las mismas evidencias materiales, en las que divisa a su

hermana saliendo de casa de su madre en la cámara de calle DIRECCION003 y,  concretamente, en la

cámara de DIRECCION007, la describe caminando en dirección a DIRECCION002, llegando hasta la bodega

sin seguir de largo. Además, corroborando lo dicho por su madre en orden q que Felipe Rojas era vecino

Camila, describe en las fotos 23 y 24 el pasillo de la casa de su madre donde estaba la pieza de Camila al

fondo, prácticamente pegada a la casa de Felipe Rojas. También la testigo contribuyó a la corroboración

externa de lo expresado por su madre, en orden a reconocer el llavero (además de los aros) que Camila

usaba aquel día, que fueron encontrados cuando la desenterraron el 24 de junio de 2019 (fotos 83 y 132). 

Doña  Amanda,  además, con ocasión de la desaparición de su hija ese día, refirió  en juicio que

concurrió a hacer una denuncia al día siguiente por presunta desgracia en compañía de la pareja de esta

última,  Lucas, lo que no sólo fue ratificado por éste en juicio, sino también por el funcionario policial  Luis
Arcos Briones,  quien refirió que el 11 de febrero de 2018 adoptó el procedimiento por presunta desgracia.

Explicó que a las 23 horas se presentaron dos persona a hacer una denuncia, eran Amanda y Lucas. Era por

presunta desgracia  de su hija  Camila.  Le describieron características de la  persona,  concretamente sus

vestimentas. Además, le indicaron que era joven y tenía seis meses de embarazo, lo cual se consignó en el

parte.

La existencia de tales cámaras apostadas en el lugar y la dirección en que apuntaban no sólo se

determinó por las imágenes y fotos exhibidas a las testigos, sino que también con el relato de los residentes a

la fecha de los inmuebles respectivos, los  testigos Juan Saladino Parra, Cristián Ortega Miño y  Mario
Muñoz Quilempan. El primero refirió que reside en DIRECCION007, (se le exhibe incluso una foto de su

casa) y que tiene cinco cámaras instaladas, dos de las cuales dan a DIRECCION008. Ortega Miño, por su

parte, domiciliado en DIRECCION003, explicó que también tiene cámaras en su domicilio, una de las cuales

está en un poste y que da precisamente hacia el norte donde está el portón de la casa en que vivía Camila;

cámara que permite ver la calle con la cual intersecta. El día que desapareció Camila revisó las cámaras y
la  vio  pasar  por  DIRECCION000  hacía  DIRECCION002.  Explicó  que,  si  bien  las  cámaras estaban
descalibradas, la vio en tiempo real mientras trabajaba, entre las 17:30 a 18:00 horas, reconociéndola
inmediatamente. Se le exhibió también una foto del portón de su casa con la cámara en el poste. 

En la reconstrucción del día de Camila el 10 de febrero de 2018 previo a su desaparición, declaró

también la testigo Angélica Aravena Morales, estilista, de quien la primera era clienta. Refirió en el juicio que

ese  día  la  había  citado  para  ponerle  extensiones  de  pestañas,  como  a  las  12:30,  llegando  con  un

acompañante de nombre Rodrigo. Indicó que Camila estaba con siete meses de embarazo y llevaba un

vestido gris y pelo tomado, lo cual coincide con la descripción que Amanda hizo en juicio cuando refirió que su

hija salió de la casa después de almorzar.



Con relación a las evidencias en comento (las cámaras que registran los últimos movimientos de

Camila), vale la pena detenernos en una descripción más sistematizada del trabajo investigativo que se hizo

con las mismas y que fue plasmado coherente y detalladamente en el juicio, pues resulta relevante no sólo

para reconstruir los últimos pasos de la víctima, sino también del propio acusado ese día, lo cual naturalmente

incide en la prueba referida a su participación en los hechos. 

Al  efecto,  el  comisario de la PDI,  don  Felipe Parada Paredes,  señaló que el  5  marzo de 2018

comenzaron  a  realizar  trabajos  investigativos  en  el  caso.  En  ese  contexto  supieron  de  la  existencia  de

cámaras  en  cuatro  domicilios:  DIRECCION003,  DIRECCION007,  DIRECCION006 y  DIRECCION005,  las

cuales revisaron detalladamente. Cámaras que, pese a estar en algunos casos desfasadas en cuanto a la

fecha y horario, corresponden a las imágenes captadas el 10 de febrero de 2018 y días posteriores, según se

estableció  con  la  declaración  del  carabinero  Esteban Urrutia  Aravena.  La  existencia  de  la  cámara  de

DIRECCION005 fue a su vez corroborada en el juicio por  Marcelino Albornoz Riva, quien tiene un local

comercial allí y reconoció en la foto número 29 de otros medios de prueba número 3, la fachada de la fábrica,

identificando en las fotos 30 y 31 las cámaras que apuntan hacía DIRECCION002. 

El testigo Felipe Parada, refirió que cuando revisó las cámaras en que Amanda reconoce a Camila el

10 de febrero, si bien la que apuntaba a la bodega tenía en parte tapada la vista en el horizonte por ramas,

pudieron sin embargo constatar que Camila cruza a las 17:28 horas, desapareciendo tras las ramas, pero sin

vérsele cruzar al otro lado. Es decir,  su trayecto se detuvo a esa altura. Esperaron que ella regresara o

retrocediera, lo cual no se verificó, ni con las cámaras de DIRECCION006 ni la de  DIRECCION005, como

tampoco con la de DIRECCION007. Es decir, no volvió ni regresó. Lo dicho es relevante, pues si bien Parada

dijo que originalmente el acusado había dicho que no había concurrido a juntase con Camila ese día en la

bodega, como a las 17:20 horas aparecen unos perros en la imagen. Un par de días antes relató Parada,

habían tomado contacto  con trabajadores  de la bodega (César González,  Cristian Rivera y  Francisco
González),  quienes habían dicho que a Felipe Rojas  lo  tenían contratado para labores de aseo y  para

alimentar a los perros (Benji y Frutilla) y que, para que saliera el primero que era más gordo, era necesario

abrirles la reja. Cosa que -según declararon en juicio Cesar González y Cristian Rivera-  sólo Felipe
Rojas podía hacer al  10 de febrero de 2018, pues al  él  le  habían dejado las llaves de la bodega
mientras se ausentaron por vacaciones. De hecho, y a propósito de lo dicho, Cesar González identificó en

el juicio a los perros en la aludida imagen correspondiente al video de DIRECCION007, que le fue exhibida
en juicio, indicando que si están afuera es porque necesariamente la reja tiene que estar abierta.  La

imagen efectivamente muestra dos perros en el exterior, en la calle.  Eso, explico Parada, les permitió inferir

que Rojas había mentido en cuanto a que no fue a la bodega ese día y, aún más, había mentido al señalar la

fecha en que le devolvió las llaves a Cesar González, pidiéndole incluso a este último que mintiera a la policía

diciendo que se las había entregado un día antes según declaró el propio Cesar González en juicio. Toda esa

información, unidas a las contradicciones y mentiras de Rojas, detalló Parada, les permitió concluir que Rojas

efectivamente había ido a la bodega y, al revisar las cámaras de DIRECCION005 y DIRECCION006 del 10 de

febrero de 2018 anteriores a las 17.20, pudieron apreciar a un ciclista que pasa de oriente a poniente, por

DIRECCION008 desde DIRECCION002 hacia DIRECCION000, contrastándola con la de DIRECCION007, en



que también se ve la silueta de un ciclista pasando. Ese video lo exhibieron a Francisco González, Cristian
Rivera, Lucía, Tamara Reyes y a Maickol Ortega, y todos, reconocen a Felipe Rojas, por su corte de pelo,

contextura física y características de la bicicleta, la cual conocían. Luego, según se indicaba, cerca de la

17:28 horas se ve a Camila cruzar DIRECCION000 en dirección a DIRECCION008, no cruzando al otro lado

hacia DIRECCION002, debido a que ese ciclista -que reunía las características de Felipe Rojas- y que había

llegado al lugar, la esperaba en la bodega. A dicha hora, poco después de que llega a esa altura de la calle

DIRECCION008 Camila Camila, se abre la reja, pues como se indicó, los perros salieron a la calle y fueron

vistos y reconocidos en el registro de cámara exhibida a Cesar González.

 En  el  juicio,  se  exhibieron  los  videos  y  grabaciones  de  DIRECCION005,  DIRECCION006,

DIRECCION007 y de DIRECCION003, corroborando Felipe Parada con las imágenes sus afirmaciones, las

que, efectivamente han resultado concordantes según lo observado también por el tribunal. Incluso en el

video de DIRECCION000, correspondiente al 10 de febrero de 2018, señaló Parada que se capta a Felipe

Rojas por sus rasgos, un tatuaje en el borde externo de la pierna derecha y la bicicleta, desplazándose por

DIRECCION000 desde la visión norponiente, lo cual permitió concluir que estuvo aproximadamente dos horas

en la bodega. Tanto la madre de Camila como su hermana Lucía, lo reconocen en las grabaciones. Y, por

cierto, también fueron vistas por estos jueces a quienes claramente les pareció que se trataba de Felipe Roja.

Es relevante indicar que algunas de las cámaras estaban desfasadas en cuanto a su fecha y hora, no

obstante, lo cual, mediante la declaración del funcionario de la PDI, Esteban Urrutia Aravena, se determinó

que correspondían al día de los hechos y horas indicadas. En tal sentido, el testigo de manera clara, precisa y

detallada explicó que, para determinar el horario de las cámaras con desfase, siempre se tomó la cámara

guía  e  indubitada  con  fecha  y  hora  correcta,  correspondiente  a  la  de  DIRECCION006.  Posteriormente,

manifestó que “a partir de esa cámara, se hizo un ejercicio con un vehículo que transitó de DIRECCION002
hacia calle DIRECCION000, hacia el oriente, y ese seguimiento de horario tuvo un desfase de 10 horas a 15
segundos. Así, se fueron a haciendo las conversiones con el resto de las cámaras. El seguimiento que se
hizo fue a una camioneta Mitsubishi de color oscuro, pero la patente no se logró visualizar en los videos.
Pasó por  DIRECCION008 y finalmente llega a  calle DIRECCION000 donde hace un giro finalmente”.  Al

testigo  se  le  exhibieron  las  evidencias  materiales  de  cada  uno  de  los  registros  de  las  cámaras  de

DIRECCION005, DIRECCION00, DIRECCION006 y DIRECCION003, describiendo con detalle los desfases y

la determinación del día y hora efectivos de lo que en ellas se ve, a partir  del seguimiento del vehículo

consignado  en  el  registro  de  la  cámara  de  DIRECCION006.  Al  exhibírsele  las  imágenes  en  una  sola

secuencia en el juicio, le fue posible concluir -lo que fue presenciado por el tribunal en la audiencia en la cual

se exhibió dicha secuencia- que “el 10 de febrero de 2018 alrededor de las 17:17 horas se ve que un
ciclista de sexo masculino, cabello corto, con polera y short, transita por DIRECCION005 en la vereda norte.
Se le ve por esa cámara y a los 20 segundos lo capta la cámara de DIRECCION006 por la misma calle. Y
finalmente lo toma la cámara de DIRECCION007. Esta última cámara en el ángulo tenía follaje de árboles
que dificultaba algo la visual, pero igual era posible ver desplazamientos. A las 17:18 horas, minutos después
se ve que la persona en bicicleta llega a la posición de la bodega en DIRECCION004, pasan 2 minutos, y a
las 17:20 horas se ve que por la cámara de DIRECCION007 aparecen ejemplares caninos, estos estaban



dentro de la bodega y se sabe que la única forma que hayan salido es abriendo la reja. Es en ese transcurso
de tiempo, cuando son 17:27 minutos, que la mujer hace el cruce de DIRECCION000 a DIRECCION008, la
aprecia la cámara de DIRECCION003 y después se ve por DIRECCION008 donde cruza a la vereda norte y
se le divisa por la cámara de DIRECCION007. En este ángulo la mujer camina de oriente a poniente, por
vereda norte, se ve que el ángulo se pierde y según los investigadores podría haber hecho ingreso a la
bodega  porque  no  se  aprecia  su  desplazamiento  en  las  siguiente  cámaras  de  DIRECCION006  y
DIRECCION005. Los ejemplares caninos eran Frutilla y Benji, se apreciaron en las cámaras, y se concluyó
que la persona sindicada como Camila habría ingresado posterior a la salida de los perros. Después, no se
registra un retorno, lo cual se habría visto tarde o temprano en la cámara de DIRECCION007 o si hubiese
continuado su trayecto más allá de la bodega de DIRECCION004, también se hubiese apreciado ”. El testigo

manifestó que de hecho se hizo un seguimiento de las cámaras durante todo el día hasta término de la fecha

del 10 de febrero de 2018 y no hubo más movimientos de esa persona (Camila). Explicó que con relación a la

persona que se desplazaba en bicicleta de sexo masculino por DIRECCION008 vereda norte (Felipe Rojas),

se analizó y tampoco tiene continuidad en el desplazamiento. En la cámara de DIRECCION007 no se aprecia

que siga al oriente de la calle o hacia DIRECCION000.

Complementando lo anterior, resulta pertinente recordar lo dicho por la detective de la PDI en el

juicio,  Carolina Belén Salazar  González.  Explicó  en  estrados que  revisó  cuatro  cámaras,  que  estaban

ubicadas  en  los  siguientes  lugares  de  la  comuna  de  DIRECCION009:   la  primera,  DIRECCION003;  la

segunda  en  DIRECCION007;  la  tercera,  en  DIRECCION006;  y,  la  cuarta  DIRECCION005.  Tres  de  las

cámaras tenían fechas y horarios desfasados, la única con horario real o calibrado era la de DIRECCION006,

que  fue  la  que  sirvió  como  base  para  determinar  el  horario  de  las  otras  tres.  En  esa  tercera  cámara

(DIRECCION006) se estableció la presencia en la calle de los perros guardianes de la bodega. La hembra era

negra y café y el macho era blanco y café, ambos con pelo corto. Dijo la testigo que sabía que eran de la

bodega, a la cual fue varias veces y estaban allí. Tomaron declaraciones a tres trabajadores de la bodega,

Cesar González, Cristian Rivero y Francisco González, que corroboraron lo anterior. De hecho, cabe recordar

que a Cesar González se le exhibieron en juicio las imágenes de DIRECCION007 y reconoce a ambos

perros, Frutilla y Benji. Volviendo a la testigo, ésta afirmó que en esas imágenes también aparece un ciclista

que en un 90% el declarante Cesar González lo reconoció como Felipe Rojas. La testigo, al exhibirle la

fiscalía la imagen de video de cámara DIRECCION007, aprecia a Frutilla, la hembra y además a Benji, el

macho que sólo puede salir si le abren la reja. Además, se le exhibió el video de 12 de febrero de 2018, 19:23

horas, correspondiente a la misma cámara, con la diferencia de que el dueño del inmueble podó el árbol que

tapaba la vista. La testigo vio a una persona de sexo masculino caminando por DIRECCION008 en dirección

hacia  DIRECCION002,  con  ropa  negra  oscura  y  pantalón  corto,  también  oscuro,  que  ingresa  a

DIRECCION004, o sea, la bodega. Al abrirse la reja, salen los perros, con lo cual se repite la misma situación

registrada en la misma cámara el 10 de febrero cerca de las 17:30 horas, cuando llegó Camila a ese lugar:

sólo al abrirse la reja, pueden salir los dos perros. 

 En  el  mismo orden  de  ideas,  y  a  mayor  abundamiento,  la  declaración del  perito  José
Domingo Cáceres Godoy recreó una infografía que permitió reconstruir el desplazamiento de la víctima y del



acusado el día de los hechos, simplemente reafirmando todo lo ya expuesto, por lo que resulta redundante

replicar sus conclusiones y la reproducción de otros medios de prueba N° 47 consistente en Grabaciones
contenidas  en la  Infografía  Forense realizada en  Informe Pericial  Infográfico N°NUM011-2019.  Sin

perjuicio  de  lo  anterior,  resulta  pertinente  destacar  que  el  perito  explicó  en  el  juicio  el  posible  trayecto

realizado por Felipe Rojas: a las 17:15 horas es captado por DIRECCION008 para ingresar a la bodega. Con

un círculo de color rojo se destaca la cámara que se le exhibe en la audiencia. Dando continuidad a las

imágenes,  describe  en  la  secuencia  que  Camila sale  y  es  registrada  por  la  cámara  avanzando  por

DIRECCION008, es captada en la zona de la bodega y no la captan las cámaras nuevamente. A las 19:34

horas  Felipe  Rojas  sale  de  la  bodega  y  avanza  a  DIRECCION002,  se  ve  el  recorrido  hasta  llegar  a

DIRECCION000, su casa. Eso sería a las 19:39 horas. A las 19:41 horas Felipe transita desde su casa hacia

la bodega y permanece 19 minutos. A las 20:00 horas sale de la bodega y camina hacia su domicilio. Lo

pormenorizadamente explicado por el perito en comento, que no fue en lo más mínimo controvertido por la

defensa, simplemente viene a reforzar las conclusiones que se derivan de las pruebas antes analizadas. 

El tribunal, al igual que todos y todas quienes estuvieron presentes en el juicio, pudo constatar lo que

se viene desarrollando, tanto con las declaraciones de los testigos mencionados como con las evidencias

materiales y otros medios de prueba apuntados. En resumen, ese día Camila concurre poco antes de las
17:30 horas a la bodega de DIRECCION004, ingresa, y nunca más sale de ahí con vida. Felipe Rojas
llegó a la bodega momentos antes, en bicicleta. Él tenía las llaves y abrió la reja, ingresó, y no salió
sino como a las 19:30 horas. Cuando abre la reja, al llegar Camila, salen los perros de la bodega que
Felipe  debía  alimentar  según  declararon  sus  jefes  que  estaban  de  vacaciones,  canes  que  son
reconocidos en el registro de las cámaras exhibidas en el juicio al trabajador de la bodega, Cesar
González. 

Despejado lo anterior, que de por sí resulta nuclearmente relevante pues sitúa al acusado y a la

víctima en el mismo lugar, día y hora en que esta fue por última vez vista con vida, vale la pena reforzar las

premisas expuestas con tres aspectos adicionales, dos específicos y otro de carácter más bien contextual que

ha resultado relevante para la configuración de la  alevosía de la que nos haremos cargo en un motivo

ulterior:  primero, el 10 de febrero de 2018 Felipe Rojas tenía las llaves de la bodega y no las devolvió sino el

20 de febrero; segundo, Felipe Rojas y Camila habían acordado ese día juntarse en la bodega a fumar; y,

tercero, Felipe Rojas y Camila eran vecinos y amigos, cercanos, desde hacía diez años aproximadamente. 

Primero, que  Felipe  Rojas  el  día  de  los  hechos  tenía  las  llaves  para  ingresar  a  la  bodega  de

DIRECCION004 quedó meridianamente  demostrado  con  las  declaraciones  de  uno  de  los  dueños  de  la

bodega,  Cristián Rivera Troncoso, quien en el juicio relató que el acusado (a quien conocía desde niño)

trabajaba como ayudante allí  desde noviembre de 2017 y que, él (el testigo) salió de vacaciones el 7 de

febrero de 2018, regresando el 14 de febrero. El otro trabajador, César González, salió por la misma fecha

indicó, regresando el 19 de febrero. Cesar, refirió el testigo, fue quien le dejó las llaves de la reja a Felpe

Rojas para que se quedara a cargo de la bodega haciendo labores de limpieza y alimentar a los perros.

Perros, (Benji y Frutilla) que según dijo el testigo, no salían si la reja no se abría. Además, manifestó que no le

indicaron  que  hiciera  construcciones  de  ningún  tipo,  sólo  limpieza,  comprándosele  al  efecto  cloro  y



detergente. El testigo dijo que estuvo fuera de Santiago, volviendo recién el 14 de febrero y que, durante todo

ese periodo, Rojas tuvo las llaves en su poder. El testigo Rivera proporciona, además, un dato interesante

relacionado con el  segundo punto mencionado en el párrafo anterior: que Felipe Rojas el día en que
desapareció Camila se iría a juntar con ella. En una reunión en que se juntó con el acusado el 14 de

febrero de 2018, Rojas (junto con comunicarle que ya no trabajaría allí) le comenta que estaba preocupado

porque había desaparecido su amiga Camila, mostrándole un mensaje de WhatsApp que él le remitía a ella

diciéndole “¿vienes?”, pidiéndole además que no fuera con su perrito. Además, el testigo corroboró en el

juicio que entre los encargos que le hicieron a Felipe Rojas mientras se quedó a cargo de la bodega, no

estaba el ir a comprar cemento ni cal y tampoco que pintara la grutita que se encontraba en el patio trasero.

Fue el propio testigo quien refirió en juicio que pidió encarar al acusado en una declaración para desmentir su

aseveración en tal sentido, cuestión que se hizo en carabineros. después de que Rojas volviera a trabajar a la

bodega un par de días el 18 y 19 de septiembre de 2019, lo cual fue también corroborado por la carabinera

Karen  Ponce en  el  juicio.  Corrobora  lo  dicho  por  Cristián  Rivera,  lo  manifestado  en  juicio  por  Cesar
González, trabajador de la bodega. En lo pertinente, explicó que en febrero salieron de vacaciones y Felipe

Rojas se quedó ahí para alimentar perros, lavar y limpiar. El mismo le dejó las llaves, porque se iba fuera de

Santiago. Estuvo de vacaciones hasta el 22 de febrero. Volvió una semana antes a la bodega, el 15 de

febrero.  Rojas le fue a dejar las llaves a la casa el 20 de febrero, pidiéndole que, si le preguntaban, dijera que

las llaves se las había dejado el día anterior,  para no tener problemas porque estaba carabineros en la

bodega. Cuando Felipe Rojas se fue, el testigo refirió que a los cinco minutos llegó Carabineros y él les dijo

que Felipe momentos antes le había devuelto las llaves y que le pidió que mintiera. Es decir,  el  testigo

corrobora lo ya dicho en orden a que Rojas tenía las llaves y que, además, pidió que mintiera sobre el día en

que las restituyó. 

En cuanto a lo segundo (que Rojas y Camila se irían a juntar ese día), ello quedó establecido no sólo

con las abundantes pruebas ya analizadas que los sitúa a ambos en el mismo lugar, día y hora, sino también

con otros elementos probatorios. Al efecto, Nicolás Allende Navarro, amigo de Felipe Rojas y Camila, con

quien se juntaba todos los días, expuso que después de la última vez que la vio (8 o 9 de febrero), se

comunicó con ella el 10 de febrero por WhatsApp tipo 3 o 4 de la tarde, manifestando que Camila lo invitó a

fumar con Felipe,  pero él  no podía porque tenía  que trabajar  en Uber  ya que al  día  siguiente salía  de

vacaciones. “Era para fumar en la bodega en DIRECCION008, donde trabajaba Felipe, cerca de donde
vivían Felipe y también Camila en DIRECCION000”, dijo el testigo. Después, afirmó el testigo, Felipe Rojas

le habló por WhatsApp y le dijo que Camila no había llegado y que iba a salir a andar en bicicleta. Fue como a

las 5 o 6 de la tarde. En igual sentido, la teniente de carabineros, Claudia Fernández Mancilla, expuso que

al acusado Rojas le tomó declaración el 28 de febrero 2018. En dicha declaración, él le refirió que el 10 de

febrero conversaron por WhatsApp con Camila en la madrugada y posteriormente a eso de las 16:50 horas,

Camila la pregunta cómo estaba. Él se acerca a la pandereta que colindaba con el dormitorio de Camila, y

mantienen una conversación donde concuerdan en ir a la bodega donde él trabajaba en DIRECCION008.
El señaló que se subió al arbolito que estaba al lado de la pandereta y le pregunta a Camila si se
reunían en la bodega. Él le dijo, explicó la testigo, que sin embargo se juntarían en la casa de él. Luego, por



WhatsApp, concretan reunirse en ese lugar (la bodega), pero él le pide que no lleve a la perrita. Contó en el

juicio la testigo que le pidieron a Rojas el teléfono para rescatar los mensajes como evidencia bajo acta, el

cual entregó voluntariamente. Igualmente, la funcionaria de la PDI, Patricia Osorio Tello, afirmó en el juicio

que al acusado Rojas le tomó declaración el 7 de marzo de 2018, oportunidad en que éste le manifestó, c on

relación a la desaparición de Camila,  que ese día se iban a juntar a fumar marihuana en la tarde,  pero

Camila nunca llegó. Si bien el acusado en la declaración le habría dicho a la testigo que se iban a juntar en la

casa de él (lo que según la abrumadora evidencia ya explicada resultó ser mentira, pues se encontraron en la

bodega), lo relevante es que sí se juntarían, encuentro que se concretó en DIRECCION004 al tenor de la

prueba ya analizada. La testigo refirió que el acusado le manifestó además que cuando Camila no llegó, le

mandó un mensaje  preguntándole  porque no había  llegado,  y  que el  mensaje  no llegó,  reiterándole  un

mensaje del mismo tenor al día siguiente, es decir, el domingo 11 de febrero. Con relación a la mensajería

entre Camila Camila y Felipe Rojas, la perito  Noelia Estrada Saavedra, de Carabineros, declaró sobre el

particular en el juicio. Perició, en julio de 2018 el celular de Felipe Rojas (al cual se refirió Claudia Fernández

Mancilla, en el sentido que este lo entregó voluntariamente el 28 de febrero de 2018). En lo estrictamente

pertinente al caso, la perito describe que durante  el horario como a las 4 o 5 de la tarde del día 10 de
febrero él le dice (a Camila) “Dame un smoking, ¿te quedan?” y ella le dice “voy para allá con la
Simona”,  después de un rato según el  horario que se veía  en la conversación él  le  envía un mensaje

diciendo “te esperé caleta y nunca llegaste” y ahí ya para la conversación porque no tiene respuesta de

Camila. La conversación pasa al día 11, durante el día él escribe “sácate el mañanero amarilla XD” o una

cosa así y desde ahí ya no hay más conversación. Tanto el objeto material de la pericia como los mensajes

fueron exhibidos a la perito mediante las fotos 1, 3, 5 y 6 de otros medios de prueba. En esta evidencia es

interesante destacar lo siguiente: Felipe Rojas envió a Camila dos mensajes reprochándole no haber llegado

a un encuentro al que, como ya sabemos, si llegó. Mensajes del 10 de febrero en la tarde y del día siguiente.

Este punto es relevante en dos sentidos: primero, permite concluir que Felipe Rojas preconstituyó a través de

esos mensajes evidencia para “blindarse” ante una eventual sospecha de estar involucrado de alguna manera

con la desaparición de Camila; acción que obviamente realizó antes de que Claudia Fernández Mancilla le

tomara declaración el 28 de febrero. El objetivo era, evidentemente, hacer creer que no estuvo con Camila el

10 de febrero en la tarde. Pero lo segundo que resulta importante guarda relación con las alegaciones de la

defensa respecto de la eventual vulneración de garantías en la obtención del teléfono del acusado. Tiene

razón -en principio- la defensa en el sentido de que esa diligencia, aun habiendo entrega voluntaria, en rigor

conlleva  un  tratamiento  de  imputado,  entre  otras  cosas,  porque  supone  inquirir  una  renuncia  a  las

expectativas de privacidad o intimidad que amparan a su titular.  Hay una injerencia en la esfera de los

derechos que sobrepasa el mero tratamiento que se dispensa a un testigo, por lo que resulta sensato activar

el dispositivo de los derechos del imputado, operativizando, entre otras cosas, el derecho a una defensa

letrada, advirtiéndosele de manera clara que tiene derecho a oponerse a la entrega del dispositivo y que, en

caso  de  ser  así,  un  juez  que  controla  la  investigación  deberá  decidir  si  ordena  o  no  la  medida.  La

voluntariedad de una renuncia exige, en efecto, tener toda la información, entre la cual resulta primordial, por

obvio  que  parezca,  conocer  su  estatus  de  sospechoso  y  saber  de  qué  se  trata  efectivamente  de  algo

voluntario. Sin embargo, en este caso no se controvirtió en el juicio que el acusado firmó un acta de entrega



voluntaria  del  dispositivo,  poniéndolo  a  disposición  de  la  persecución  penal  estatal  precisamente  para

justificar sus afirmaciones, lo cual atenúa ostensiblemente las objeciones de la defensa. Además, pudiendo

hacerlo conforme al artículo 332 del Código Procesal Penal, la defensa no confrontó a la testigo con el acta

de entrega voluntaria, ya sea para refutar su existencia o la poca confiabilidad de la voluntad expresada en

ella por parte del acusado.  Pero además de retirar las actas correspondientes, la perito expresó que, junto

con la entrega voluntaria firmada por Felipe Rojas, donde entregaba el patrón del teléfono celular, estaba

también el  acta de autorización conforme a la  ley de almacenamiento de datos privados firmada por  el

imputado. Es decir, según lo afirmado por la perito, el acusado habría consentido en que se extrajeran datos

privados desde el dispositivo. Eso, tampoco fue cuestionado por la defensa, quien no alegó la inexistencia o

falsedad de tal acta. Lo dicho dificulta dudar sin más de la efectiva voluntariedad de la entrega del dispositivo

por parte del Felipe Rojas. Lo que no es de extrañar, pues el imputado, deliberadamente, introdujo en su

dispositivo  mensajes  de  texto  destinados  a  entorpecer  la  indagatoria  o  a  despistar  a  los  agentes  de

persecución penal. Son mensajes que el acusado ex profeso remite a una persona que ya sabía que estaba

muerta, precisamente, con el evidente propósito de que sean vistos, leídos y conocidos por la persecución

penal.  Por  lo  tanto,  resulta  palmario  que  el  imputado,  con  la  incuestionable  intención  de  condicionar  o

impactar  la  investigación,  es  quien  ya  había  con  antelación  resuelto  que  su  dispositivo  llegara  tarde  o

temprano a manos del Estado con la finalidad de que los mensajes remitidos -con fines de procurar una

coartada- fueran conocidos. Por ende, es él quien de alguna manera tiene el impulso de producir y entregar

información. Información creada y destinada, por lo demás, a respaldar sus propios dichos en un momento

cuando no había sospechas ni  investigación,  pues ni  siquiera se había hecho la denuncia por presunta

desgracia.  A mayor abundamiento, se trató de información que lejos de ser auto incriminatoria, más bien

estaba inequívocamente orientada a exculpar a quien remitió los mensajes. Por otro lado, esta información

igualmente se obtuvo con la declaración de Nicolás Allende (fuente independiente) y con todas las pruebas ya

valoradas, en particular el análisis de las cámaras, que permiten establecer que Rojas y Camila coincidieron

en la bodega el 10 de febrero de 2018 como a las 17:30 horas. Por otro lado, viene al caso a recordar que el
propio acusado le exhibió al dueño de la bodega un mensaje que él le mandó a Camila, donde le
preguntaba “¿vienes? y en el cual le pedía que no fuera con su perrita.  Incluso, aún en el muy discutible

caso de que la defensa tuviera  razón en orden a que esa información fue obtenida con vulneración de

garantías, el propio Felipe Rojas en su declaración prestada en la reconstitución de escena, con su abogada

presente, refirió que el 10 de febrero de 2018 se juntó con Camila a fumar marihuana en la bodega, que la

recibió allí y que fumaron al interior. Esa declaración -en todo caso prescindible en este punto específico-
a todas luces da cuenta de información cuyo origen es la libre y voluntaria declaración del propio acusado, no

existiendo ninguna razón para no tenerla en consideración. Es decir, hipotéticamente, la entrega del celular

por parte de Felipe Rojas incluso podría no ser considerado a efectos de dar por establecida la información

que en él se consigna sobre la cuestión que nos ocupa.  Finalmente, para cerrar este punto, también expuso

en juicio Orlando Vidal Vargas, comisario de la PDI, quien, en términos resumidos, reconstruyó el tráfico de

llamadas entre Camila y Felipe Rojas, asociado al IMEI, simcard de la primera, cuyo número de un celular de

Claro era NUM027. Lo contrastaron con el de Felipe Rojas, de Entel, número 988303733. Lo relevante es que

el declarante expuso que fue posible concluir que el teléfono de Camila se usó por última vez el 10 de febrero



de 2018  a  las  17:23  horas,  comunicándose  con  el  teléfono  de  Rojas.  El  dispositivo  de  Camila  estaba

posicionado en la antena de Pedro Fontova en Conchalí, es decir, dentro del área de georeferenciación de la

bodega de DIRECCION004. Con relación al tráfico de llamadas y georeferenciación del teléfono de Rojas, el

10 de febrero de 2018 hubo interacciones de llamadas con Camila, a las 17:16 horas y otra a las 17:23,

captándose la antena en Lanin 1620, es decir, a 90 metros de la bodega. El testigo justificó así, con sus

afirmaciones, que Camila en definitiva despareció desde un domicilio de la comuna de DIRECCION009, lo

cual complementa toda la evidencia ya aludida. Considerando las abundantes pruebas referidas a este punto,

la declaración de Rodrigo Szabo poco aportó, salvo en cuanto a que el día de su desaparición de Camila, los

vio juntos con Felipe afuera de la casa. Después Felipe salió y en la tarde volvió. 

Finalmente, el tercer punto, de carácter más bien contextual, guarda relación con el hecho de que

Camila  y  Felipe  Rojas  eran  cercanos,  amigos,  se  conocían  desde  hace  más  de  10  años.  Así  quedó

evidenciado con las declaraciones,  entre  otras,  de  Amanda,  Lucía,  Nicolas Allende,  Rodrigo Szabo  y
Maickol Ortega y sobre las cuales, por tratarse de un hecho manifiestamente indisputado, no vale la pena

discurrir mayormente. Este dato de contexto simplemente viene a reforzar la idea de que entre el acusado y la

víctima existía una relación de cercanía y usualmente se juntaban, precisamente, a fumar, por lo que el

encuentro que habían acordado el día en que Camila desapareció estuvo dentro de lo que esperable, no tenía

nada de raro ni inusual. 

Descrito el contexto probatorio antedicho, es relevante abocarnos como la persecución penal da,
finalmente con el cuerpo de Camila, el día 24 de junio de 2019 . Al efecto, parece conveniente abordar la

cuestión bajo un prisma cronológico. En este punto resultó determinante la declaración de la testigo JULIETA

en el juicio, quien había sido pareja de Felipe Rojas y quien finalmente entregó personal y directamente a la

policía la información referida al lugar del entierro del cadáver de Camila. Sería ocioso aquí reproducir toda la

información entregada por  la  extensa declaración de la  testigo,  en la  cual  abunda en detalles sobre su

relación con Rojas y como paulatinamente le va perdiendo confianza hasta llegar definitivamente a sospechar

que tenía que ver con la desaparición de Camila. Quedó establecido en juicio que la policía llega a la testigo

JULIETA,  a  raíz  de  interceptaciones  telefónicas  otorgadas  por  el  tribunal  de  garantía  (entre  cuyos

destinatarios estaba el acusado). Así lo declaró el funcionario de la PDI, Felipe Parada y fue corroborado por

la carabinera  Karen Ponce quien manifestó que las interceptaciones duraron varios meses. Retomando la

contribución de JULIETA en la determinación del lugar de entierro de Camila, relató en juicio que, en  febrero
de 2019, Felipe le contó su versión de los hechos, diciéndole que “ese día se había juntado con Camila,
que se habían fumado un pito, que habían conversado, que le había contado a ella que su ex polola lo
extorsionaba por una denuncia, amenazándolo que ella había puesto una denuncia de violencia y que si no le
pasaba plata continuaría con la denuncia. Camila le dice que, si no le pasa plata, ayudaría a su ex polola con
la denuncia. Camila se acerca violentamente a él, lo amenaza, lo increpa. En eso Felipe la empuja para
sacársela de encima y Camila cae y se pega con la punta de un mueble en la nuca. En ese momento, ella
convulsiona en el piso (…). Contó que la amarró para que pudiera caber en una de las fundas de la carpas y
con sus propias manos hizo un hoyo en el patio trasero de la bodega, la enterró y la tapó. Que después de



eso, formateó el celular de Camila y lo fue a vender al persa. Le preguntó por qué no pidió ayuda, él le dijo
que estaba drogado, que todo se le salió de las manos, que tomó decisiones apresuradas y que después no
pudo salir de eso”.  Eso, indicó JULIETA, se lo contó casa de Felipe en su pieza, le contó que la enterró al

fondo, atrás en la bodega donde él trabajaba anteriormente y que quedaba cerca de su casa. Esta versión la

testigo  eventualmente  se  la  contó  a  la  sargento  Karen  Ponce,  y  luego  le  entregó  a  ésta  última,

voluntariamente,  mensajes  de  audio  que  por  WhatsApp  le  había  remitido  Felipe  Rojas.  Lo  dicho  fue

corroborado también por el carabinero Nelson Mardones Montoya, quien indicó en juicio que el día 22 de

junio de 2019 declaró voluntariamente una testigo en orden a que Rojas en febrero le había dicho dónde

podía estar enterrada la víctima. La sargento Karen Ponce corrobora lo dicho, al declarar que JULIETA, con

quien ya había tenido contactos previos en los que no había dicho todo lo que sabía, la llamó nuevamente y le

contó que Felipe en una oportunidad le había dicho a principios de 2019, en febrero, que efectivamente había

estado con  Camila  en la  bodega,  que habían fumado un  pito  de  marihuana y  que  todo  había sido  un

accidente. Dos o tres días después, un sábado, la llamó nuevamente y le señaló lo contado, agregando que él

la había enterrado al final del patio. La testigo JULIETA voluntariamente le entregó el celular para descargar

los audios. Además, Felipe le contó –refirió JULIETA a la testigo Ponce- que Camila frente a la caída tuvo un

tema con los esfínter, que cayó un líquido que no sabía qué era, que la había envuelto en la tela de carpas y

que la había enterrado en un hoyo que ya tenía hecho al fondo del patio.

Los  audios  y  mensajes  fueron  introducidos  por  el  Ministerio  Público  en  la  audiencia  y
reconocidos por la testigo, resultando pertinente relevar siguientes:

 Audio 1 de fecha 22 de junio de 2019, 13:41:47:  señala la testigo que es Felipe Rojas en un

mensaje que le envía a ella, le decía que se acordaba bien que había dicho que había enterrado a la Camila

detrás de la grutita, y eso no era verdad porque le había dicho que era detrás de la bodega.

Audio 3 de fecha 22 de junio de 2019; 14:14:50 señala la testigo que Felipe le consultó por el saco

de cemento, porque él había dicho que era cal para la gruta, y había visto la declaración donde señalaba que

era cemento.

En estos mensajes claramente Rojas ya estaba al tanto de que JULIETA estaba en contacto con la

policía (ella misma lo dijo en el juicio) y que podría entregar información relacionada con lo que él le había

contado en febrero de 2019. Los demás mensajes y audios no son relevantes, en tanto dan cuenta de la

molestia  de  Rojas  con  JULIETA,  por  haber  proporcionado  información  a  la  policía  que  conduciría  al

descubrimiento del cadáver de Camila que él había enterrado en la bodega. 

Cabe destacar que la testigo, si bien se guardó información por mucho tiempo y demoró finalmente

en contarle a la policía lo que Rojas le había confidenciado en febrero de 2019, lo cierto es que su declaración

el 22 de junio de 2020 fue externamente corroborada precisamente con el hallazgo del cadáver el 24 de junio

de 2020,  enterrado en el  patio de la bodega de DIRECCION004,  lo cual  es consistente con los audios

aludidos y con lo que el propio Rojas le había indicado. Por otro lado, JULIETA fue tajante en el juicio en

orden a que jamás se sintió ni fue presionada por Karen Ponce u otros funcionarios policiales, debiendo

descartarse  que  haya  sido  objeto  de  amenazas  o  infracción  de  garantías.  Por  los  demás,  tratándose

claramente de una testigo, carecía de cualquier privilegio en orden a poder guardar silencio o negarse a



colaborar, por lo que la insistencia en orden a obtener la información por parte de una funcionaria policial que

intuía que no había dicho todo lo que sabía, lejos de ser una presión o afectación de garantías, no constituye

sino el trabajo policial mínimamente esperable en esas circunstancias. 

Luego, siguiendo con la estructura cronológica, con ocasión de la declaración de JULIETA, la

policía  con  los  respectivos  peritos  concurre  a  DIRECCION004  en  busca  de  corroborar  la  información

entregada por  JULIETA. Corresponde en lo pertinente referirnos a dicha acción y los hallazgos relevantes

obtenidos con ocasión de aquello.  Al  efecto,  Nelson Mardones,  explicó que luego de la declaración de

JULIETA, se coordinaron con la fiscalía y personal de LABOCAR para el ingreso a DIRECCION004 . Indicó el

testigo que el 24 de junio de 2020 a las 15 horas concurrió al lugar, se excavó y en un costado de la muralla

divisoria del sitio se encontró un fragmento de cemento. Se siguió excavando y más abajo, encontraron una

sustancia blanquecina y luego una zapatilla blanca adosada a un pie humano y, finalmente, se encontraron

con lona blanca con el cuerpo de una persona en su interior. Luego se toma contacto con la fiscalía. A la

madre de Camila se le exhibieron las zapatillas y un tatuaje de su hija. A las 22:00 horas el Juzgado de

Garantía emitió una orden de detención verbal, con la cual se detuvo a Felipe Rojas en Providencia, Nueva

de Lyon 45, como a las 23:30 horas. Lo dicho se corrobora con lo declarado por la sargento Karen Ponce en

el sentido de que, a raíz de la declaración de JULIETA pidieron orden de entrada y registro para ingresar a la

bodega el 24 de junio. Llegaron con el LABOCAR a las 3 de la tarde. En el lugar, se pararon y analizaron

cuáles eran los lugares donde no habían excavado anteriormente. Por su parte, dijo que la fiscalía llegó con

una cuadrilla de trabajadores quienes despejaron el área que era un espacio grande. El equipo de LABOCAR,

detectó una diferencia en el terreno y se encontraron con una lápida. Empezaron a excavar. La lápida fue

removida con mucho cuidado y se siguió excavando hasta que apareció polvo blanquecino con más tierra y

luego una punta blanca envuelta en una tela que era la zapatilla, hasta que se sacó el saco o tela donde

estaba Camila .

En el  contexto descrito resulta atinente aludir  en particular  a las declaraciones de los peritos, el

carabinero Andrés Said Tamayo, la doctora Vivian Bustos y el perito entomólogo, Aaron Jara. 

Said Tamayo, expuso con claridad en el juicio que el 24 de junio de 2019 siendo las 15:40 horas, el

equipo  a  su  cargo,  en  compañía  del  suboficial  Aarón  Jara  Peñailillo,  quien  se  desempeñaba  como

entomólogo  forense,  Jorge  Hernández  Fuentealba,  fotógrafo;  la  cabo  1°  Silvana  Cornejo  Espinoza,

planimetrista y la médico legista Vivian Bustos Baquerizo, concurrieron a DIRECCION004 por instrucción

particular de la fiscalía. Se observó al final, a un costado de la pared, diversos escombros, arbustos apilados

uno sobre otro, razón por la cual se trasladaron a otra zona para realizar pericias. Al despejar la zona, con

herramientas manuales se procedió a excavar la tierra en dicha zona, donde después de 35 centímetros,

según dijo también  Aaron Jara, observa y siente al golpear que había algo con mayor dureza. Al sentir el

golpe, se procede a seguir excavando, visualizando una loza de concreto, la cual media 115 x 50 centímetros,

con un grosor de 5 centímetros. Bajo la loza había un polvo blanquecino. Se observó un trozo de tela de color

blanco, y al despejar la zona donde estaba se observó un bulto blanco, formato ovalado que fue trasladado a



otra zona de mayor amplitud para así poder verificar qué era ese bulto. A través de elementos cortantes se

abrió el bulto, observando de forma fetal un cadáver de sexo femenino en estado de momificación. El cadáver

estaba en posición fetal y mantenía entrelazadas ambas manos y parte del cuello a través de un trozo de tela

de color blanco. En la vía vaginal se encontraba parte de un feto, visualizándose la zona costal de éste. Al

momento de apertura de la tela que mantenía oculto el cadáver, se encontró a un costado un manojo de

llaves oxidado con un llavero de corazón color fucsia (el cual fue exhibido a Lucía, quien lo reconoció).

Había  un  sostén  junto  a  esta  evidencia,  de  color  negro  y ,  junto  a  estas  especies,  había  un  calzón
femenino negro y rosado con daños en el costado izquierdo. Al perito se le exhibieron una gran cantidad

de fotografías (tomadas en el lugar por Jorge Hernández Fuentealba), entre las cuales resulta pertinente sólo

mencionar las siguientes: la N°2 correspondiente al cadáver peritado de Camila; la N° 52, que da cuenta del

trabajo de excavación, apreciándose parcialmente la loza de concreto cubierta por tierra; N° 63, en las que se

observan partículas de polvo de color blanquecino bajo la loza de concreto; la N° 91,  fotografía particular del

sostén, que, al igual que el calzón, no estaban puestos sino enterrados aparte, lo que se corrobora también

con la foto N° 93 que corresponde a  parte del cadáver, observándose un calzón femenino negro y rosado a

un costado del sostén, sobre el calzón estaba el sostén; la foto N° 95 que es del calzón rotulado, el cual
mantenía un desgarro en el costado izquierdo provocado con fuerza o roce contra otro elemento; la

foto N° 99 es el cadáver ya descubierto en su totalidad, está en posición fetal, con zapatos blancos, manos

entrelazadas por  un trozo de tela,  y se aprecia el  vestido situado bajo la zona mamaria y sobre el
ombligo; la N° 111 es una foto particular del trozo de tela que entrelaza la zona cervical y mantiene un
nudo en esa zona que comprime la zona y la inmoviliza; N° 116  muestra el grosor del nudo en la zona

cervical de 5 centímetros;  N°  214 es un envoltorio de cemento marca la Unión color rojo y café que se

encontró en el sitio del suceso. El cadáver estaba al lado izquierdo del observador y al derecho estaba el saco

de cemento. 

De las observaciones y fotos exhibidas el perito, en definitiva, da cuenta del hallazgo del cadáver,
las condiciones y lugar en las que se encontraba enterrado y, muy relevante, que tenía el cuello con
un lazo o lona enrollada cuyo nudo midió 5 centímetros, además del vestido como cinturón entre la
pelvis y la zona mamaria y la ropa interior a un costado, con el calzón con señales de desgarradura
por fuerza o roce. 

Complementando  o  reforzando  las  circunstancias  del  hallazgo,  la  perito  Silvana  Cornejo,  que

confeccionó el informe planimétrico del sitio del suceso, describió sus características, señalando, al serle

exhibidas las imágenes 2, 3, 4 y 5 que en el lugar entrada peatonal, antejardín y el ingreso hacia la bodega.

Describió que al costado derecho había un ingreso vehicular. También describió un jardín lateral, un patio

posterior y un huerto. Al exhibírsele la imagen 3 de su informe, divisó la fijación planimétrica de la planta del

patio posterior, en la cual se excavó, encontrándose un trozo de un hormigón de 1,15 metros x 0,50 cm. El

espesor  del  hormigón  es  0,5,  encontrándose  a  6  metros  del  costado  norte  y  a  0,35  del  costado  sur,

reafirmando  con  la  imagen  5  el  hallazgo  de  una  muestra  color  blanquecino  con  tierra,  a  -0,20  de  la

excavación, lo que al final -como se explica en esta sentencia- resulto ser cal. 



En el contexto del hallazgo descrito, se constituyó cuando se encontró el cadáver la perito criminalista y

doctora  Vivian Bustos. En lo que nos interesa, refrenda lo explicado por Said, expresando que el  cuerpo

estaba en posición fetal forzada, ocupaba poco más de 50 cm de largo y estaba envuelto en dos trozos de

lona beige. Sobre el cuerpo había cal y un trozo grueso de cemento que lo cubría . Al extraer las lonas,

se encontró un juego de llaves, un sostén cortado y un calzón también cortado. Se trataba de una mujer. El

estado general era de momificación, había cambiado el color de la piel.  El cuerpo sólo tenía un vestido
más oscuro, enrollado hacia el sector de la cintura. Las mamas estaban descubiertas y el área pélvica
sin calzón. A través de la vulva se apreció desprendimiento de delgados huesecillos, de carácter fetal
(costillas, vertebras, huesos craneales).   La perito explicó que el cadáver tenía amarradas las manos y

antebrazos con una huincha de lona, enrollada sobre sí misma y con un nudo apretado difícil de deshacer
en el lado izquierdo del cuello. Al retirar el nudo, señaló la perito que pudo determinarse que en la zona la
lateral derecha del cuello había un surco con hundimiento y en el fondo con la impronta de la tela.
Había una figura que mostraba el entramado de la lona.  No observó ningún otro hundimiento que sugiriera

trauma  ni  manchas  que  indicaran  dinámicas  clásicas  de  agresión  y  defensas.  Desde  la  perspectiva
criminalística,  concluyó  que  la  causa  de  muerte  fue  una  estrangulación,  remota,  de  meses  de
evolución. Había maniobras dirigidas de ocultamiento del cadáver, lo que permite concluir  que la
muerte fue por el accionar de un tercero.  Luego, ya en octubre del año siguiente, la perito dijo haber

revisado el informe de autopsia, concordando con el tanatólogo doctor Cornejo Kort que la causa de muerte
fue por estrangulación, por un lazo firmemente ceñido al cuello en el cuerpo vivo .  Refirió que fue la

existencia  de un nudo particularmente  apretado impidió  los  que la  persona pudiera  recuperar  la
normalidad cervical. El informe del tanatólogo le pareció concordante con un surco en el cuello, el
que era consistente con el vínculo del hallazgo en el sitio del suceso y con el infiltrado hemorrágico
en el cuello y en las estructuras respiratorias profundas. Todos esos elementos, que eran los únicos
traumáticos, sostienen la causa de muerte, que sería atribuible al estrangulamiento con el lazo que se
retiró en el hallazgo. Eran lesiones vitales, por el cambio de color en los tejidos. El estrangulamiento
rompió vasos sanguíneos, no solo en musculatura cercana a la piel, sino en la zona de la laringe. El
lazo o trozo que extrajo del cuello coincidía con las lesiones de este. 

En cuanto al momento u hora de la muerte, y a propósito de la declaración de la madre de Camila, es

importante  relevar  un  detalle  en  apariencia  menor  pero  determinante  en  la  configuración  de  la  hora

aproximada de la muerte: Amanda dijo que ese día Camila comió porotos con pilco antes de salir de casa y

uno de los hallazgos descritos por el doctor  Cornejo, consistió precisamente en la existencia de choclo y

legumbres. La perito Vivian Bustos, el tanatólogo que practicó la autopsia Juan Emilio Cornejo Kort y la perito

del querellante 2, doña Carmen Cerda, fueron contestes en que el proceso digestivo se verifica antes de las

cuatro horas desde el consumo de alimentos, por lo que desde que Camila almorzó (tipo tres de la tarde
según su madre) y su muerte, no pudieron transcurrir más de cuatro horas. Sólo eso explica el hallazgo

tanatológico apuntado, corroborado por último en el  certificado de autopsia incorporado al  juicio por el

Ministerio Público, emanado de Registro Civil, de fecha 21 de octubre de 2020, en el cual se consigna que la

muerte por estrangulación se produjo a las 17:58 horas. La existencia de esas legumbres o alimentos en el



estómago del cuerpo de la víctima fueron corroboradas por el tanatólogo Cornejo Kort, que los identificó en

las fotografías 78 y 79 del informe de autopsia, las que le fueron exhibidas en juicio por el Ministerio Público. 

Por otro lado, la perito afirmó que no hubo un cambio de color en el cuerpo que revelara un avance

de putrefacción clásica, por lo que se sometió tempranamente a esas maniobras de flexión y ocultamiento. El

cuerpo no fue colonizado por larvas o insectos, como suele suceder si permanece expuesto por días, por lo
que fue tempranamente flectado y envuelto tras la muerte, conclusión que fue también corroborada
con las latas explicaciones del perito entomológico, don Aaron Jara. 

Resultó relevante también en el contexto de la declaración de la perito, las condiciones en que se

encontró la ropa de la víctima, con el sostén cortado y calzón dañado (el cual fue también observado por el

perito bioquímico,  Ricardo Figueroa Jiménez,  cuya foto le fue exhibida con daños en la tela de diversa

índole) fuera del cuerpo, que indican fuerza sobre las ropas. Es un hallazgo frecuente en agresiones de
connotación  sexual.  La  rotura  del  calzón  indica  evento  de  una  agresión  sexual  contraria  a
expectativas de la víctima y eso pudo determinar el estrangulamiento por detrás de esta.  En efecto, no

pueden estos jueces sino concordar la perito en que tales hallazgos, unido a que la víctima tenía el vestido

enrollado entre la pelvis y la zona de las mamas, permiten razonablemente inferir que la acción perpetrada

por el acusado, previo a dar muerte a Camila, estuvo motivada por una agresión sexual. 

A la perito se le exhibieron gran cantidad de fotografías, siendo de relevancia aludir a algunas de

ellas: la N° 1, en que se observa el cuerpo de Camila en posición fetal forzada y expuesto en su totalidad, una

vez abiertas las lonas. En dicha foto, se observa según la perito el polvo blanco que -explico- era cal, pues la

momificación del cadáver extrae el agua del cuerpo, la que en este caso se produjo por sustancias como la

cal.  La afirmación de un contexto de agresión sexual se refuerza con las fotografías exhibidas que
sostienen las afirmaciones de la perito:  concretamente las fotos 12, 13, 14 y  15, en las que se observa

parte del sostén, con una franja de tela con desgarradura, el calzón dispuesto entre las lonas, el cual también

tiene desgarraduras y cortado con tijera y el cuerpo donde se ve que el vestido está como un cinturón ancho

en la cintura. Con relación a la causa de muerte, la foto N° 16 muestra los rasgos de la lona que rodea el

cuello, la cual pasa sobre el cabello y se enrolla en las manos, sin nudo. Sugiere dicha imagen, según la

perito, que las amarras en las manos son póstumas y orientadas a mantener el cuerpo flectado, en tanto la
amarra del cuello es en vida, porque si no, no generaría hemorragias en los tejidos profundos de los
dos lados del cuello. En ese contexto, la foto 29 revela la lona hecha cordón sobre el lateral derecho del

cuello. En la piel, al movilizarla, se observan surcos y cresta, que coinciden con los hallazgos del cordón o

vínculo, los que se replicaron en la piel. 

Las fotos 18 y 22, también dan sustento a la exposición de la perito relacionada con el aborto, ya que

permiten observar que a nivel de la vulva hay material  extraño, que era parte del  feto, producto de una

expulsión incompleta. La perito explicó que están conservados, por lo que tuvieron menos exposición exterior

que el cuerpo de la madre. Su salida -expuso- probablemente fue varios días después de la muerte de la

víctima. Por su tamaño y dureza, eran del  tercer trimestre.  Era un feto de al menos de 30 semanas,
formado por completo, un individuo. En este punto expuso que no habría sido un parto vital, pues no se

observó líquido amniótico ni sangre. Los miembros inferiores estaban dentro del canal vaginal, por lo que fue



una expulsión mecánica del feto derivada de la carga sobre el cuerpo de Camila con la loza de concreto

encima. Ello explica la expulsión parcial de huesos en buenas condiciones.

Por  último,  la  doctora  Bustos  explicó  que,  conforme  a  sus  observaciones,  la  víctima  tenía  una

estatura inferior al metro 65 y peso (sin gestación) de entre 60 a 65 kilos. No tenía gran desarrollo muscular,
pero lo  relevante es el  embarazo del  tercer  semestre,  el  cual  genera mayores demandas fisiológicas  y
dificultad para movimientos rápidos, cambios en el centro de gravedad del cuerpo y dolor en el área pélvica,
fatiga en el área lumbar. Indicó que “Esas situaciones ponen a una mujer en una posición de asimetría
comparativamente mayor que un hombre u otra mujer no embarazada”. 

Finalmente, con relación al hallazgo, en su extensa exposición, el perito  Aaron Jara explicó que

participo en el proceso, tomando una barra de metal y realizando una prospección del terreno consistente en

enterrarla en el suelo para ir viendo la densidad del suelo, detectando una superficie sólida cuyo entorno tenía

una forma rectangular, fragmento de hormigón situado a 0,35 cm. del muro norte y a 6 metros del muro

oriente del patio, con un espesor de 0,5 centímetros y el fragmento de hormigón y medía 115 por 50 cm.

Luego  se  limpiaron  los  bordes  del  fragmento  de  escombro  y  comenzó  a  aparecer  material  de  color

blanquecino que podría corresponder a cal y, posteriormente, al limpiar la superficie de este material sólido se

pudo percatar  de  la  presencia  de un  parcial  de  calzado,  para  finalmente,  siguiendo con la  excavación,

encontrar el cadáver en las condiciones ya descritas. Con relación a su pericia entomológica, expuesta en el

tribunal  y  cuyas conclusiones no  fueron controvertidas  por  la  defensa,  el  perito  pudo establecer  que  el
cadáver de Camila habría estado oculto desde las primeras horas después del deceso al interior de
una superficie parcialmente hermética,  resultando innecesario detenernos en la abundante cantidad de

fotografías  que le fueron exhibidas, las que, en última instancia, dan cuenta de los resultados de las trampas

utilizadas para determinar la colonización de larvas, insectos y moscas. 

A su turno, en esta materia es pertinente traer a colación la declaración de la perito, la antropóloga
María Antonia Benavente Aninat, cuya pericia  apuntó a registrar y describir todo lo que ocurrió desde el

hecho hasta el hallazgo del cadáver, porque puede haber como dijo- intervenciones al momento de la muerte,

post muerte, tanto intencionales como casuales (lluvia, viento, clima, etc.). Junto con explicar la metodología y

operaciones realizadas, la perito en juicio estuvo en condiciones de justificar sus conclusiones en orden a que

la  fosa  en  que  fue  enterrada  Camila  tenía  0,50  x  un  metro  cincuenta  de  largo  y  un  metro  veinte  de

profundidad.  Allí  se  depositó  el  resto  cadavérico  que  había  sido  envuelto  en  una  especie  de  sábana.

Posteriormente se echó cal y luego una placa cementada en su superficie. La fosa tenía dos particularidades

precisó la perito: era una fosa voluntaria (hecha intencionalmente) y la victima nunca fue removida desde
el momento en que se la depositó hasta que se encontró el cuerpo. El cadáver permaneció por más de

seis meses en la fosa, pues se encontraron raíces que volvieron a surgir.  Eso revela intencionalidad de

ocultar, pues se hizo una fosa y se le introdujo cal. El cal evita olores, pero no es endémico del lugar, lo que

revela la intencionalidad. En el contexto de su declaración, además describió lo que fue explicando a partir de

la exhibición de diversas fotografías de otros medios de prueba número 35 (fotos 4, 9, 10, 11, 12, 12, 12, 16,

21, 22, 26, 30) y una foto (54) del set 29, cuyo detalle no es relevante reproducir aquí. 



Junto  con  los  hallazgos  descritos,  el  perito  que  practicó  la  autopsia  el  26  de  junio  de 2020,  el

tanatólogo Juan Emilio Cornejo Kort, reafirmó lo ya aludido a propósito de la declaración de Vivian Bustos,

explicando que  su hallazgo más importante fue a nivel cervical, donde la depresión era muy notoria
hacia el lado izquierdo, una depresión tipo surco a nivel de la región cervical izquierda  y, además, que

al  haber  estado  el  cadáver  en  esta  posición  fetal  forzada,  en  los  genitales  había  elementos  fetales
saliendo  a  través del  canal  vaginal  sin  encontrarse  un  cadáver  de  feto  completo,  se  rescataron
principalmente osamentas fetales, en las cuales no se encontraba la cabeza, mientras que los huesos
largos de las piernas estaban hacia el canal vaginal. 

Señalo que en los músculos esternotiroideo y  esternohioideo,  que  se encuentran por el lateral del

cuello,  tenía  algo de  infiltración  a  nivel  del  pectoral  mayor  y  a  nivel  del  borde  inferior  de  la  clavícula,

explicando  que “medico legalmente hablando es un detalle muy importante porque en los casos de
ahorcamiento, en los cuales el individuo hace que su peso sea el que comprima un vínculo a nivel
cervical, la infiltración se encuentra a nivel supraclavicular, ya el cuello a nivel de la región anterior no
tiene  huesos,  sólo  músculo.  Por  lo  tanto,  cuando  un  individuo  pende  de  un  vínculo  en  el
ahorcamiento, lo que se producen son desgarros del esternocleidomastoideo, un músculo mayor del
cuello, pero a nivel supraclavicular que es la zona de mayor tensión” . En este caso, las infiltraciones no

se encontraban a nivel de las inserciones óseas, sino que, a nivel de los planos musculares propiamente tal,

lo que se produce cuando se comprime el cuello directamente hasta el esqueleto desde afuera contra el

esqueleto oste laríngeo. Con ello, concluyó que “en cuanto a la lesión principal, la causa de muerte fue la
estrangulación. El infiltrado hemorrágico en plano muscular del  cuello significa que esa zona fue
comprimida con un elemento y por lo tanto hubo una compresión cervical.   Como se advierte,  las

conclusiones del tanatólogo vienen a corroborar lo expuesto por Vivian Bustos, no sólo en cuanto a la causa

de muerte, sino también en cuanto a la forma que se ejecutó (compresión de un vínculo sobre el cuello, que

fue hallado en el sitio del suceso). De hecho, el perito afirmó que, en este tipo de estrangulaciones, “la más
frecuente es la estrangulación por lazo, es decir, un elemento que es blando, contuso, no irregular,
que pueden ser cables, cordeles, hasta por medias, que se ocupa para comprimir el cuello”.  Con ello,

explicó, en primera instancia se limita el flujo sanguíneo, la venosidad arterial y, por último, se compromete la

vía aérea, la tráquea, que sobre 15 kilos es colapsable y obstruye el flujo de aire normal, produciéndose una

asfixia. Fue enfático el perito al manifestar que, de “acuerdo con su experiencia y las lesiones descritas,
el mecanismo de estrangulación en este caso fue por lazo. Descarta los otros tipos de estrangulación,
porque es en la región derecha donde hay mayor infiltración, es decir, donde se comprimieron estos
músculos, no existe ningún nivel de equimosis o escoriaciones, si hubiese sido manual o hubiese
sido una barra, en esa zona de compresión vería en el cadáver alguna lesión en la zona epidérmica
que no tiene”.  La fiscalía  introdujo  un  gran  número  de  fotografías  del  informe de autopsia,  resultando

pertinente en este punto la número  63,  a partir de la cual el perito explicó que se trataba del plano lateral

derecho del cuello. Hizo una incisión a nivel clavicular amplia hasta retro mastoideo y después subió, empezó

a disecar las capas con tijeras, logrando obtener el músculo mayor, que es el esternocleidomastoideo, se ve

la  clavícula  y  el  músculo  pectoral  mayor.  Además,  está  el  esqueleto  osteolaríngeo,  el  cartílago tiroides,



hioides, cricoides y hacia abajo está la tráquea. En el músculo esternotiroideo y el esternotiroideo había
infiltración  en  la  piel  y  en  ambos  músculos.  Y  en  la  región  pectoral  subclavicular,  se  detectó
infiltración del  músculo  pectoral  mayor.  Es la  zona donde se produce la  compresión cervical,  la
hemorragia. El proceso de estrangulamiento primero comprime la vena yugular que es la más débil y que

colapsa más fácil, produciendo a la larga la congestión venosa a nivel cerebral. 

Con relación al  feto,  el  perito  refirió  que le  preguntaron muchas veces cómo es  que  se

produce esa expulsión, si fue previa o no a la muerte de la madre.  En tal sentido, explicó que la posición de la
madre, con las rodillas sobre el abdomen, hace que con los fenómenos de putrefacción el abdomen no se
pueda dilatar como normalmente lo hace, por lo que una vez que los tejidos internos comienzan a destruirse,
la autolisis y la putrefacción de la musculatura van a perder tensión, lo cual hace que el feto se expulse hacia
afuera.  Si  el  feto  hubiese  estado  expuesto  a  esos  cambios  putrefactivos  durante  todo  ese  tiempo,  no
hubiesen tenido ninguna estructura que analizar y eso no fue así y tuvieron estructuras óseas dentro del
canal vaginal. En la misma línea, aseguró que la muerte de la madre producirá muerte del feto, pero ello no

necesariamente implica la expulsión fetal, explicando que el feto es un individuo dependiente de la madre, por

lo que si esta última muere es imposible que el feto no expulsado se mantenga vivo, morirá igual. Así mismo,

aseveró  que  el  fémur  estableció,  concordando  en  ello  con  Vivian  Bustos,  que  el  feto  tenía  una  edad

gestacional de 30 semanas y que, por lo tanto, era viable, se trataba ya de un individuo que, incluso, luego de

las 20 semanas puede mantenerse vivo en una incubadora. En este punto, a propósito de la edad gestacional

del  feto,  las  afirmaciones de la  doctora Bustos  y  el  doctor  Cornejo,  fueron refrendadas por  la  perito  y
antropóloga Giselle Contreras Ramos, quien, a partir del único elemento que se pudo analizar (la clavícula

izquierda) concluyo que medía 31,42 milímetros, lo que lo sitúa en 30 semanas de edad de gestación. La

mencionada perito, cuyas conclusiones en todo caso no fueron controvertidas, explicó que utilizó el método

de Fazekas y Kósa (1978), el cual es el que se sigue siendo aplicando desde ese año. 

Con relación al impacto que el embarazo tiene en las posibilidades de defensa de quien lo soporta o

lleva,  reafirmó lo  dicho  por  Vivian  Bustos,  explicando que  la “condición  de  embarazo  influye  en la
posibilidad de defensa, porque en las mujeres más pequeñas, los embarazos cuando tienen cierto
peso producen una limitación del movimiento y de la ventilación, porque hay un elemento que está
ocupando espacio abdominal, por lo tanto, está desplazando el diafragma, disminuyendo la capacidad
ventilatoria, limitando su capacidad de respuesta, velocidad, atención etc.”. 

Además,  el perito descartó por completo, en base a radiografías, que la víctima haya tuviera
alguna fractura o lesión craneal, lo cual desmiente la aseveración del acusado a la testigo JULIETA de
que Camila se habría caído y golpeado en la cabeza.  

Por último, el  examen toxicológico resultó negativo al igual que la alcoholemia  cuyo informe se
introdujo como prueba documental que arrojó resultado 0,0, nada lo cual resulta relevante, máxime (como

explicó el perito) cuando debido al tiempo transcurrido y la momificación del cadáver, de haber la víctima

consumido sustancias de algún tipo, ello no sería detectable a la fecha en que se realizaron los exámenes. 



Para ir cerrando lo relativo al hallazgo del cadáver e hija de Camila y su causa de muerte, no

se controvirtieron en juicio tres premisas básicas: primero la identidad de la víctima, quien había nacido el 9

de mayo de 1996 conforme se estableció con el certificado de nacimiento que se acompañó como prueba
documental al juicio; segundo, la maternidad referida a su hija; y, tercero, la paternidad de Lucas respecto

de esa niña a la cual, según el mismo declaró en juicio, con Camila había decidido llamar Laura. La premisa

primera, quedó demostrada con la exposición del perito  Jean Bert Gálvez, quien dio cuenta que el 26 de

junio de 2019 recuperó una muestra del dedo medio derecho del cadáver de Camila, el cual que cotejó con la

ficha biométrica de LABOCAR que se obtiene del biométrico del Registro Civil. Al hacer un cotejo dactilar y

con la clave chilena se encontraron 12 puntos coincidentes en los trazos, que es el mínimo que se exige para

la identificación de una persona en Chile. Eso arrojó que la persona cuya huella dactilar se contrastó con la

del  biométrico,  correspondía  a  Camila  ,  RUT  NUM028.  Las  premisas  segunda y  tercera  fueron

científicamente avaladas con la exposición del perito bioquímico legista, Patricio Reyes Riffo, que estableció

que las muestras del feto correspondían a un perfil femenino, arrojando el informe de ADN como resultado un

99,9 repetido 7 veces,  que el  padre era Lucas.  En igual  sentido,  el  análisis  del  fémur  de la  víctima,  al

comparársele con el perfil genético de Amanda, arrojó un 99;9 repetido 9 veces, que Camila era su hija (lo

cual fue también corroborado por el perito Marcelo Alonso Concha). Lo cual fue también establecido en las

conclusiones del perito Reginaldo Cádiz Riquelme.

Con relación al delito de  aborto, tampoco fue un asunto controvertido -como ya por lo demás se

infiere de la prueba analizada- el hecho de que al momento de su muerte Camila tenía un embarazo de 30

semanas, cuyo progenitor era el querellante Lucas (según se pudo determinar con la prueba científica de

rigor) y que se trataba de una niña. Es decir, el embarazo de la víctima al 10 de febrero de 2018 era un hecho

público y notorio, constatable a simple vista. Ello no sólo se determinó con declaraciones de testigos (Lucas,

Nicolás Allende, Amanda, y Lucía entre otros), sino que con lo dicho por el propio acusado quien afirmó que le

constaba dicha situación en su declaración prestada en el contexto de la reconstrucción de escena. El aborto,

verificado espacio temporalmente en el contexto de la acción que mató a Camila, quedó plasmado en las

declaraciones ya referidas de la doctora Vivian Bustos y del tanatólogo Cornejo que explicaron los hallazgos

fetales asociados a sus respectivas pericias como, así mismo, la viabilidad de Laura (nombre que se le iba a

dar a la hija de la víctima) y con el informe de antropología forense que pudo determinar que la nasciturus

tenía 30 semanas de gestación. Además, a través de los informes genéticos, se estableció que era hija de la

víctima, Camila.  El  doctor  Cornejo fue además tajantemente claro  al  manifestar  que en un embarazo la

muerte de la madre necesariamente produce la muerte del  feto. La propia doctora Bustos, quien estuvo

presente durante el hallazgo del cadáver, vio los restos fetales, saliendo del canal vaginal. Explicó que estaba

la cabeza afuera y que pudo ver que, por el tamaño de los huesos, correspondía a un embarazo del tercer

trimestre. Por otro lado, tanto el doctor Cornejo como la doctora Bustos concordaron en que los hallazgos

encontrados en el cuerpo de la víctima dan cuenta de que se trataba de un feto dependiente de su vida y que

el proceso de expulsión se produjo a consecuencia de la muerte violenta de la madre. 



Desde otra óptica,  no cabe duda de que estamos en presencia de un aborto del artículo 342
numeral primero del Código Penal, es decir, uno ocasionado dolosa o maliciosamente ejerciéndose
violencia sobre la mujer embarazada. Se trata de una conducta perpetrada con dolo, pues la muerte
del feto cuya existencia constaba fehacientemente al hechor a simple vista, no podía sino constituir
un resultado inexorable,  necesario e  inevitable,  conocido por el  autor,  y derivado de la  violencia
ejercida sobre el cuerpo de la mujer con la finalidad de matarla.

Para reforzar la participación de Felipe Rojas en los hechos de que trata este motivo referidos

al homicidio de Camila y el aborto de su hija Laura, fueron también contextualmente relevantes las conductas

posteriores  de  Rojas  que  están  indubitadamente  conectadas  con  dichas  acciones  y  que,  en  resumen,

podríamos sintetizar en dos planos:  las compras cemento y mortero en la Ferretería el Dato el 12 de
febrero de 2018 y la revisión de las cámaras que él mismo hizo una vez muerta la víctima . Con relación

a las referidas compras,  Manuel Sandoval Rivera, el dueño de dicha Ferretería,  declaró que uno de sus

empleados vendió  un saco de cemento,  marca San Juan de 25 kilos,  en un envase rojo  con una
señorita en el envase. Se enteró de la venta porque un funcionario de la PDI le pidió si tenía un registro de

ventas en un rango de horario determinado, y al revisar esa era la única venta de cemento. De hecho, el

testigo reconoció  en la  audiencia  la  prueba documental introducida por  la  fiscalía,  consistente en un
registro de las ventas del día 12 de febrero de 2018, en la cual aparece la venta de un saco de cemento
en la Ferretería el Dato, de 25 kilos, a las 9:21 de la mañana. También se vende a las 14:44 un mortero
piso de 25 kilo, explicando que el cemento mortero se usa generalmente para reparar pisos agrietados o

para sellar el terreno. El testigo además identificó, mediante las fotos que fueron exhibidas en el juicio,  la
boleta por la venta del saco de cemento San Juan de 25 kilos el 12 de febrero de 2018, pagada en
efectivo, la foto del saco de cemento San Juan de 25 Kilos, vendido el 12 de febrero y el registro de la
venta de mortero piso del 12 de febrero de 2018 a las 14:44 . La información en cuestión fue también

corroborada en el juicio por  Felipe Parada, quien entrevistó al dueño de la ferretería.  Con relación a esa

adquisición, el propio acusado en su declaración en la reconstitución refirió que el lunes (12 de febrero) había

comprado el cemento, agregando eso sí que la cal ya estaba en la bodega (cuestión irrelevante es si la cal la

compró después del matar a Camila o no, como quiera que lo que interesa es que efectivamente -según ya se

estableció  con  la  prueba analizada-  fue  también  enterrada  con  cal).  Lo  dicho  coincide  con  el  hallazgo,

además, descrito por el declarante Said Tamayo, en el sentido de que el 2 de julio de 2020, se realizó un

segundo rastreo del sitio del suceso con la antropóloga Antonia Benavente para una prospección del suelo y

pericias de su especialidad. En ese contexto, encontraron en el lugar, sobre el piso, un envoltorio de cemento

de color rojo con café, corroborando con las fotos exhibidas en el juicio (números  215. 214 y 208) que es de

similares características al adquirido el 12 de febrero en la ferretería El Dato. Lo dicho, incluso, se corroboró

con registros de cámaras de seguridad en que se detectó a Felipe Rojas, precisamente el 12 de febrero,

trasportando encima del manubrio de su bicicleta, un saco de cemento de idénticas características. En el

juicio, ese video le fue exhibido a Amanda quien claramente lo identifica desplazándose con un saco en el

manubrio, por  DIRECCION008 hacía DIRECCION000.  Felipe Parada explicó en el juicio que hicieron una

comparación de esas imágenes de Felipe Rojas en las cámaras (grabación de cámara 04) con el saco de



cemento comprado en la mañana del 12 de febrero de 2018, y ven que Felipe pasa a las 9:13 minutos desde

la bodega hacia su casa en DIRECCION000 y después pasa cerca de las 9:32 horas con un saco, lo que

temporalmente concordaría con la compra efectuada diez minutos antes en la ferretería “El Dato”. El saco,

además, coincidentemente era de color café y letras rojas, lo cual se veía claramente en las imágenes,
tal como el encontrado en el sitio del suceso y el descrito por el dueño de la bodega.  Luego, en la

grabación de calle DIRECCION007, del 13 de febrero 2018, se ve también a Felipe Rojas en bicicleta, con

el saco de mortero en el manubrio frente a la bodega, haciendo ingreso a ella. Las imágenes pudieron ser

también vistas en el juicio por el tribunal, no cabiendo la menor duda que se trataba de Felipe Rojas, pues

tenían una resolución lo suficientemente buena como para advertir claramente sus características físicas,

peinado y complexión física. Para redondear todo lo expuesto, la perito María Angélica Mendizábal Cofré,

explicó detalladamente en el juicio que las imágenes, además, daban cuenta de que las vestimentas que en

ellas portaba Rojas, al igual que su bicicleta, eran plenamente coincidentes con lo incautado en su casa el día

de su detención.  En todas estas grabaciones se observa, expuso la perito, una persona que en distintos

momentos circula por la vía pública en una bicicleta, al menos en dos ocasiones, llevando lo que parece ser

un saco sobre el  manubrio  de la  bicicleta.  Relató  que se sacaron fotografías de las vestimentas,  de la

bicicleta, de la rueda, del saco de cemento que ya tenían y, además, una descripción de lo que contienen los

videos y un set fotográfico de cada uno de ellos. Observó que había similitudes en cuanto a la polera, que era

de mangas cortas en tonalidades verdes y con una palabra en tonalidad amarilla en la parte delantera. Con

respecto al saco de cemento, en el envoltorio también se apreciaron similitudes con las grabaciones de la

carpeta titulada “primera llegada Felipe Rojas”, pues era un objeto similar a un saco que el sujeto llevaba

sobre el manubrio de la bicicleta, apreciándose franjas de color rojizo en ambos costados y la presencia de

una figura en la parte que está hacia arriba del saco. En este punto, es relevante destacar que la bicicleta

incautada en el domicilio de Felipe Rojas tiene peculiares características que, como explico, son notoriamente

coincidentes con aquella en la cual se desplaza en los videos. A la perito le fueron exhibidas las fotos de la

misma, la cual describió como “de marco y estructura de tubos rectos color negro, tiene un manubrio de doble
altura, una horquilla con suspensión en color negro y rojo tenía sistema de cambio de velocidades, ruedas
color negro, con una llanta metálica de color metal y la rueda no estaba sujeta a la bicicleta, estaba instalada
pero al revés y tenía un piñón de velocidades”,  peculiaridades que según se advirtió en el juicio estaban

presentes  en  algunas  imágenes  en  las  cámaras  de  seguridad,  correspondientes  en  especial  a  los

movimientos de Rojas con los sacos en el manubrio el 12 de febrero de 2018. 

Ya de manera más periférica, la revisión que de las cámaras hizo Rojas con posterioridad a los

hechos contribuyó, contextualmente, a complementar la conclusión de que su comportamiento fue desde un

primer momento inusual y, a la postre, indicativo de intentar remover cualquier rastro o evidencia relacionado

con los hechos, como por lo demás lo revelan el que haya enterrado bajo cal y cemento a la víctima y que,

luego de matarla, haya sacado el chip de su celular para venderlo ese misma día en un mercado persa. En tal

sentido, resulta atinente traer a colación la declaración del testigo Cristián Lobos Trujillo. En lo pertinente,

manifestó que a la época de la desaparición de Camila vivía en DIRECCION008. Como tres días después de

que desapareciera, estaba afuera de la casa de sus padres esperando para que lo fueran a buscar al trabajo,



era de mañana. En ese momento llegó Felipe Rojas, un vecino que vivía en la esquina de DIRECCION008

con  DIRECCION000.  Lo  saludó  y  le  contó  que  estaba  preocupado  porque  el  fin  de  semana  había

desaparecido Camila.  Rojas  le  pidió  que lo  acompañara a  ver  para donde apuntaban las  cámaras  y  lo

acompañó. Le preguntó cómo podía ver las grabaciones. Fueron a ver las cámaras y cruzaron, vieron la

dirección de las cámaras. Luego el testigo se fue porque lo pasaron a buscar para irse a trabajar y Felipe

Rojas se quedó viendo las cámaras. Ese día vestía pantalón naranjo y Felipe Rojas polera negra y un short.

En el contexto de la declaración, la fiscalía exhibió sendos videos que corroboran lo expuesto por el testigo:

en la cámara 04 va el testigo caminando con Felipe, indicando el primero en el juicio que el segundo le iba

consultando por las cámaras. Luego, en la cámara 02 se ve al testigo mirando la cámara y Rojas esperando

al frente; en la cámara 4 se ve a Felipe Rojas caminando hacía DIRECCION000; luego más tarde en las

cámaras 4 y 2, Rojas camina hacia DIRECCION000. Por último, lo dicho fue también develado en el contexto

de la declaración de Lucía que en una cámara ve a Felpe Rojas caminando de frente, con polerón y pantalón

negro. Por último, en este punto  Lucía   en la cámara 4 de  DIRECCION005 al igual que estos jueces que

vieron las imágenes en el juicio, identifica claramente a Felipe Rojas  mirando directamente hacia donde
apunta una cámara. Luego camina en dirección hacia DIRECCION002, luego vuelve por la vereda del
frente hacia DIRECCION000, mirando las cámaras. Con relación a las aludidas cámaras, se determinó en

el juicio que las imágenes reales corresponden al lunes 13 de febrero de 2018, pues como explicó en juicio el

antes aludido Esteban Urrutia Aravena, la cámara de DIRECCION005 presenta un desfase de 3 días, con 2

horas y 38 minutos.  

Para ir concluyendo lo pertinente a propósito de la conducta de Rojas con posterioridad a los hechos,

se consignó que el 14 de febrero de 2018 le comunica a su jefe que dejaría de prestar labores en la bodega,

aunque volvió los días 18 y 19 de septiembre de ese año. También la testigo Gianna Tonelli, quien fue pareja

del hermano del acusado, manifestó que  Felipe ellos un tiempo después de los hechos, precisamente en

febrero de 2018, es decir, poco después de la desaparición de Camila. Vivió caso un año en su casa. Por su

parte,  el  perito  José  Sepúlveda  Alvarez,  quien  realizó  sendos  informes  documentales  de  cartas  y  un

cuaderno incautados en la pieza del acusado, escritas por éste. En lo que resulta de interés, una de esas

cartas,  que fue  exhibida en  el  contexto  de  su declaración,  estaba dirigida por  el  acusado a  su madre,

indicándole en la misma “que si está leyendo la carta puede que esté muerto y se disculpa por no haber
sido mejor hijo (…) El fin de todo esto es dejar una despedida como corresponde (…) Mamá lo siento
muchísimo, no dejé de preocuparte, no supe madurar, no es tu culpa, siempre tuve las facilidades
para muchas cosas y no hice nada por cambiar.  (…) Créeme que hoy en día me habría gustado
hacerte caso en todo (…”)  La otra carta a su hermano, entre otras cosas, dice que “si está leyendo la
carta es porque esté muerto o preso”. Son como cartas de despedida, reconociendo que había razones por

las que era inminente su prisión. Lo interesante de estas cartas es que, de alguna forma, dotan de mayor

corroboración externa a todo lo dicho por la testigo JULIETA que refirió en el juicio que en abril de 2019,

habiendo terminado con Felipe Rojas, había encontrado cartas de él, cartas suicidas, en que se despedía de

su mamá y su hermano.



Finalmente, y como elemento que sugería desde el comienzo que Felipe Rojas algo ocultaba con

relación a la desaparición de Camila, se refirió en el juicio por parte de  Claudia Fernández Mancilla que

tomó declaración a una ex polola de Felipe, de nombre  Sofía,  Ella le contó que la relación terminó las

primeras semanas de febrero de 2018. También le señaló que era una persona violenta y que, pese a que él

terminó la relación, no dejaba de llamarla, era muy insistente, la llamaba hasta 200 veces en el día, para

amenazarla con matarla a ella y a su hermana y que para él no era problema conseguirse un arma. Lo

relevante para el caso radica en que la testigo dijo en juicio que Sofía le contó que llamó a carabineros para

denunciar  las amenazas.  La denuncia fue una semana después de terminar la relación,  como el  20 de

febrero. Le señaló que los funcionarios estaban en su domicilio tomando la denuncia y justo en ese momento

suena su teléfono y se percata que era Felipe Rojas, ella decide ponerlo en altavoz para que los funcionarios

pudieran oír  lo  que le iba a  decir.  Al  contestar  él  le  dice que llamaba por  otra  cosa,  que Camila había

desaparecido y “que si la llamaba la PDI dijera que él era tranquilo, no violento” (…).  Si bien Sofía no

declaró en juicio, lo dicho por la testigo Fernández fue corroborado también por el funcionario de Carabineros,

José Jara Muñoz, quien refirió que acogió una denuncia de Sofía el 20 de febrero de 2018. Ese día cerca de

las 20:40 horas recepcionaron un comunicado de Cenco manifestado que en avenida Rosales N° 1947 casa

B esperaba una denunciante afectada por amenazas de muerte. Al llegar al lugar se entrevistaron con Sofía,

quien dijo durante el día había recibido distintos mensajes de texto con amenazas de muerte por parte de su

ex conviviente. Esos mensajes decían que donde la pillara la iba a matar. El denunciado era Felipe Rojas
Lobos. En ese momento la denunciante recibió un llamado telefónico, Felipe Rojas, pero no recuerda qué

decía, ella lo puso en alta voz. 

En  otro  orden  de  cosas,  las  pericias  del  psiquiatra  del  SML  Danilo  Castro  Riquelme y  de  la

psicóloga de la misma institución,  Karla Bravo Riquelme,  practicadas al acusado Felipe Rojas mediante

entrevistas, contribuyeron a establecer dos cuestiones que no fueron controvertidas en juicio.  Primero, que

padece de un  trastorno de personalidad mixto  con rasgos psicopáticos  y  narcisistas:  pobre en empatía,

impulsividad,  grandiosidad,  irritabilidad,  poca  autocritica  y  tendencia  a  no  asumir  responsabilidad  o

atribuírsela a los demás; y, segundo, que ello en caso alguno compromete su imputabilidad, según concluyó

categóricamente  el  psiquiatra  Danilo  Castro,  quien  afirmó  que el  acusado  no  tiene  manifestación
psicopatológica que comprometa su capacidad de autodeterminación. El trastorno de personalidad
no  compromete  la  imputabilidad.  Con  ello,  este  tribunal  no  puede  sino  concluir  que  a  Felipe  Rojas

inequívocamente  se  le  puede  dirigir,  por  sus  actos,  el  correspondiente  juicio  de  reproche  en  sede  de

culpabilidad. 

La prueba hasta ahora analizada ha sido determinante para establecer los elementos objetivos
del delito de homicidio en la muerte de Camila y su hija, la causa, data y hora aproximada de dichas
muertes, el lugar y circunstancias bajos las que se verificaron, el hecho de que el homicidio de Camila
se perpetró en un contexto de agresión sexual y, así mismo, la participación en tales acciones de
Felipe Rojas. 



Corresponde separadamente hacernos cargo de la violación (como exigencia típica del delito
de violación con homicidio) y, en ese contexto, de las argumentaciones de la defensa referidas a
garantías y a la concurrencia de la atenuante del artículo 11 número nueve del Código Penal. 

De la  simple  lectura  de  las  consideraciones  sintéticamente  expuestas  referidas  a  las  cuestiones

nucleares del homicidio y del aborto, salta a la vista que no ha hecho el tribunal referencia a la  violación
perpetrada por Felipe Rojas, y con ocasión de la cual mató a Camila. Esa omisión, lejos de ser accidental,

más bien devela que las evidencias inequívocamente conectadas con las conductas imputadas contra la vida

de Camila y su hija no conducen, de manera inexorable y necesaria, a inferir que fue víctima de una agresión

sexual específicamente constitutiva de una violación anal y vaginal, como sostienen los acusadores. Y es

precisamente  en  este  punto  en donde no puede este  tribunal  concordar  con  los  acusadores  en que  la

declaración del acusado en el marco de la diligencia de reconstitución, (la cual todos y todas pudimos ver y

escuchar en el juicio), deba sin más ser ignorada a efectos de satisfacer el estándar probatorio -más allá de

toda duda razonable- de que efectivamente el acusado perpetró el homicidio del caso sub lite con ocasión
de una violación. Desde luego, no cabe duda de que la evidencia aportada por los acusadores permitió de

manera irrefragable concluir que el homicidio de Camila se cometió en el contexto de una agresión sexual
involuntaria o no consentida,  como lo  afirmó la perito Vivian Bustos,  quien (en compañía del  perito

entomólogo Aaron Jara y el teniente Said) constató el 24 de junio de 2019, en el sitio del suceso en que se

encuentra a Camila, que había sido enterrada sin ropa interior (la cual estaba enterrada aparte y con el calzón

desgarrado y, además, con su vestido enrollado como cinturón entre la pelvis y los senos). Ello devela una

motivación sexual asociada a su muerte y da cuenta de coacción o fuerza realizada sobre el cuerpo de la

víctima. Sin embargo, eso no permite, por una parte, por si solo establecer los términos específicos de la

agresión  sexual  perpetrada  (penetración  vaginal  y  anal)  y,  por  otra,  la  secuencia  cronológica  de  dicha

agresión con la subsecuente fuerza o coacción funcionalmente necesaria para perpetrarla y, relacionado con

ello,  que dicha acción haya precedido a  la acción homicida.  Inferir  tal  cosa a partir  de ese contexto de

agresión sexual constituiría un salto lógico sin anclaje en evidencias de corroboración externa asociadas al

verbo rector del acceso carnal específicamente atribuido en la acusación. Y es en este punto en donde la

reconstitución de escena, (que fue exhibida en juicio en el contexto de la declaración de la perito Christa
Garrido  Arancibia)  y  en  la  que  el  acusado  declara  en  diciembre  de  2020,  cumple  una  función  de

complementariedad  epistémica  que,  mirada  con  neutralidad,  permite  dotar  a  ese  “contexto  de  agresión

sexual” de un contenido concreto que pueda ser reconducido al núcleo fáctico de los acusadores estatales.

 Antes de ocuparnos del  contenido específico de esa declaración, vale la pena precisar  algunas

cuestiones generales sobre la declaración de un acusado. Es absolutamente efectivo que el inciso final del

artículo 340 del Código Procesal Penal impide condenar a una persona con el solo mérito de su declaración.

Sin embargo, de ello no se sigue de manera alguna que dicha declaración o confesión no pueda reunir un

carácter epistémicamente relevante en la conformación de la decisión. De otra forma, no se explica que la

colaboración sustancial al esclarecimiento de los hechos pueda incluso configurar una atenuante que incida

favorablemente en la medición judicial de la pena. De lo que se trata, en un modelo acusatorio en el cual el



Estado tiene el peso de la prueba o el onus probandi, es de evitar los incentivos perversos inherentes al viejo

sistema inquisitivo en orden a que la imputación criminal y la subsecuente decisión de condena se construían

nuclear y esencialmente en base a la autoincriminación. Es decir, la diferencia radical entre la consideración

de la confesión en uno y otro sistema reside en que mientras en el modelo acusatorio el imputado es “sujeto

de derechos”, en el inquisitivo es “objeto de prueba”. De ahí que en el modelo inquisitorial la confesión haya

sido la “reina de las pruebas” y  que buena parte de los esfuerzos del  aparato estatal  de persecución y

juzgamiento penal se orientaran a obtenerla. Establecido lo anterior, una declaración del acusado prestada en

un contexto de garantías confiable, verificable y efectivo como ha sido en este caso (en presencia de su

defensora que solicitó la diligencia de reconstitución de escena y en pleno conocimiento de sus derechos)

puede y debe ser considerada, ponderando su entidad en concordancia con los demás medios de prueba

producidos en el juicio. 

En la declaración en comento, el acusado proporciona de por sí antecedentes relevantes referidos a

la violación. Es cierto que se trata de una declaración -como lo reconociera la propia defensa- prescindible a

la hora de establecer los delitos de homicidio y aborto.  Sin embargo, proporciona un contexto y describe los

hechos  de  una  manera  esencialmente  coincidente  con  la  estructura  cronológica  de  la  acusación  (del

Ministerio Público) para conectar dicho homicidio con la violación en dos cuestiones centrales: en  primer
lugar, señala expresamente que penetró a la víctima, anal y vaginalmente. Nada de aquello se extrae de la

prueba de  cargo  asociada  al  homicidio,  no  hubo prueba científica  de  fluidos  ni  de  otra  naturaleza  que

permitiera  inferir  tal  premisa  de  manera  tan  específica.  Y  malamente  pudo  haberla,  atendido  el  tiempo

trascurrido entre el homicidio y el hallazgo del cadáver, el cual se encontraba a esas alturas momificado.

Como  ya  se  dijo  (importante  es  reiterarlo),  ello  no  obsta  a  que  la  evidencia  contextual  referida  a  las

vestimentas y el calzón con desgarradura permitieron concluir que hubo una agresión sexual. El acusado

relata que el día de los hechos, luego de fumar marihuana con Camila y conversar al interior del inmueble

ubicado en DIRECCION004, ésta última decide retirarse del lugar y él la toma por el cuello con su brazo

derecho y caen, dejando ella -según dijo- de prestar oposición. Refirió que se le sube el vestido y se le baja

de la parte de arriba, le corta con una tijera el sostén, y la penetra vaginal y luego analmente, eyaculando. En

segundo lugar, si bien el acusado parece en su declaración sugerir que Camila estaba muerta, que el cuerpo

estaba inmóvil, desvanecido, lo concreto es que afirma que después de penetrarla, le amarró el cuello, lo

que según el doctor Cornejo en su informe de autopsia fue lo que le causó la muerte: estrangulamiento con

un vínculo que, de hecho, estaba en el cuello del cadáver al momento de desenterrarlo firmemente amarrado

con un nudo. El tanatólogo que practicó la autopsia, doctor Cornejo, observó y dio cuenta un surco en el

cuello consistente con ese vínculo y una infiltración hemorrágica sólo explicable por el estrangulamiento. El

perito además fue categórico en explicar que tales infiltraciones hemorrágicas son necesariamente vitales, es

decir, sólo se pueden producir en vida. Por lo tanto, cuando el acusado Felipe Rojas (según sus propios

dichos) amarra el lazo con fuerza en el cuello de la víctima, haciendo un nudo, ésta estaba inequívocamente

viva. Es decir, Rojas estrangula y mata a Camila después de haberla penetrado vaginal y analmente. Y no

cabe duda de que la fuerza con que amarró el lazo al cuello de Camila, -fuerza que excede lo meramente

necesario para flectar e inmovilizar un cadáver que luego enterraría-,  revela que Felipe Rojas sabía que

estaba viva y se propuso matarla. 



Más allá  de  todas las  inconsistencias,  omisiones y referencias  acomodaticias  (se descartó que
Camila se haya golpeado la cabeza, no es verosímil que el vestido se le “haya subido”, pues estaba
enrollado como cinturón a nivel de la cintura, no tenía ropa interior puesta, todo lo cual revela fuerza,
violencia  y  coacción),  en  lo  nuclear  lo  dicho  por  el  acusado  en  dicha  diligencia  es  manifiestamente

compatible con la secuencia cronológica de la acusación: primero, reduce e inmoviliza a la víctima mediante

una fuerza funcionalmente orientada a vencer su resistencia y oposición, impidiéndole retirarse del  lugar

(fuerza a la que debe añadirse lo recién recordado con relación a las condiciones en las cuales se encontró el

cadáver)). Adicionalmente, la coacción ejercida sobre la víctima para derrotar o vencer cualquier resistencia

de su parte se vio a todas luces favorecida por la mayor debilidad e indefensión deriva de su avanzado estado

de embarazo; segundo, la penetra vaginal y analmente, es decir, realiza la acción típica del acceso carnal; y,

tercero, la estrangula con un lazo, amarrándolo fuertemente al cuello. Finalmente, la entierra en un hoyo que

el mismo dice haber cavado. 

En definitiva, la dinámica resumida es lo que permite calificar los hechos como constitutivos de
delitos de violación con homicidio del artículo 372 bis del Código Penal, pues revela que Felipe Rojas
ejerció fuerza o coacción sobre Camila,  la  que estuvo funcional  e  instrumentalmente orientada a
violarla (acción que realizó, en los términos del artículo 361 numeral primero del citado cuerpo legal))
y, finalmente, con ocasión de aquello perpetró la acción matadora que le quitó la vida a ella y a su hija.

Cierto es que Felipe Rojas, desde el primer momento en que desaparece Camilaintentó despistar,

simuló estar preocupado por ella, ocultó el cadáver, se deshizo del chip del celular y según sus palabras lo

vendió en un mercado persa, preconstituyó evidencia (mandó mensajes al teléfono de la víctima una vez que

ya había muerto  manifestándole  que no había llegado al  encuentro acordado,  le  pidió a  un testigo que

mintiera en cuanto a la fecha en que le había devuelto las llaves, etc.). También es cierto que sólo años

después, una vez en prisión preventiva y ya imputado, efectúa la declaración de la reconstitución de escena.

Sin embargo, la cuestión de la consideración de una colaboración por parte de un acusado no constituye un

juicio moral referido a su lealtad a toda prueba con los intereses y fines de la persecución penal. Tampoco

depende en todos los casos de la oportunidad en que se efectúe la colaboración, aunque si se hace de

manera tardía, normalmente será más difícil estimar que la habido. Se trata más bien de una ponderación que

debe efectuarse con rigor y neutralidad epistémica, considerando objetivamente el impacto que la entrega de

determinada  información  tiene  en  la,  particularmente  en  este  caso,  difícil  tarea  de  reconstruir

retrospectivamente  los  hechos  en  grado  compatible  con  un  estándar  probatorio  que  carezca  de  ripios,

inconsistencias,  oscuridades,  saltos  lógicos  sin  sustento  probatorio  y  falencias  que  comprometan  la

confiabilidad de las premisas fácticas que se dan por probadas.  Haciendo un simple ejercicio de supresión

mental hipotética de la declaración del acusado (con relación a la penetración anal y vaginal), es posible

concluir que la carga argumentativa para sostener una decisión de condena a título de violación con homicidio

(en vez de homicidio calificado) se habría enfrentado a mayores obstáculos y dificultades, pues la prueba del

Ministerio Público, siendo importante, se vio corroborada y robustecida con la declaración de Felipe Rojas en



la  reconstitución  de  escena de  diciembre  de 2020,  por  lo  que  el  tribunal  le  reconocerá  la  colaboración

sustancial al esclarecimiento de los hechos. 

Lo precedentemente dicho se conecta con la forma bajo la cual se desarrolló una investigación que

demoró demasiado tiempo y que tiene que ver, además, con las alegaciones de la defensa referidas a la

eventual  vulneración de garantías. Resulta a todas luces evidentes que Felipe Rojas fue un sospechoso

desde el principio. Ya en febrero de 2018 el Ministerio Público y la policía estaban al tanto que había mentido

al indicar el día en que devolvió las llaves de la bodega y que, aún más, le pidió al testigo a quien restituyó

esas llaves que mintiera a la policía sobre el particular. Las cámaras de seguridad tempranamente, ya en

marzo de 2018, permitieron determinar que Camila había sido vista por última vez dirigiéndose el 10 de

febrero en dirección a la bodega de DIRECCION008, no volviendo a aparecer ni advirtiéndose nuevamente su

presencia en los registros de las cámaras en los días posteriores. En ese mismo contexto, también se sabía

que Felipe Rojas el mismo día había ido a la bodega, poco antes que Camila fuera captada caminando en

esa dirección. La persecución penal estatal ya sabía que Camila y el acusado ese día se iban a juntar, pues el

propio imputado les entregó su celular en donde aparecían los mensajes que este le envió diciéndole que

nunca llegó. El propio funcionario de la PDI, Felipe Parada, declaró en juicio que recomendó entre el 24 o 26

de abril de 2018 otorgarle a Felipe Rojas la calidad de imputado. Inexplicablemente, no se hizo y el caso se

siguió  investigando  bajo  el  rótulo  de  una  presunta  desgracia,  manteniéndolo  bajo  la  cobertura  del

Departamento de Encargo y Búsqueda de Personas y Vehículos de Carabineros de Chile y no de una unidad

más especializada. Sobre este punto, no podemos desatender que la condición de imputado no constituye un

estatus que otorga el órgano de persecución penal a su entera discreción. Se es imputado, conforme al

artículo séptimo inciso segundo del Código Procesal Penal,  desde la primera actuación del procedimiento

dirigida  en  contra  de  quien  se  trate,  entendiéndose  por  tal  “cualquiera  diligencia  o  gestión,  sea  de
investigación, de carácter cautelar o de otra especie,  que se realizare por o ante un tribunal con
competencia en lo criminal, el ministerio público o la policía, en la que se atribuyere a una persona
responsabilidad en un hecho punible”. Es decir, el simple estatus de sospechoso al cual se interroga ya

activa todo el dispositivo de derechos y garantías que un ciudadano o ciudadana tiene ante la persecución

penal,  entre  los  cuales  el  derecho  a  guardar  silencio  y  a  contar  con  una  defensa  letrada  resultan

fundamentales. Trátase de una norma de garantía cuya operatividad depende del caso concreto, no de una

consideración  meramente formal  derivada de la  imputación  de un delito  específico,  como quiera  que la

condición de “imputado” no deriva del hecho de la formalización. Se puede, incluso, ser imputado sin saberlo,

como lo demuestra el artículo 186 del Código Procesal Penal o como sucede con las medidas intrusivas en

investigaciones desformalizadas. No era necesario encontrar un cuerpo para concluir que Felipe Rojas, muy

inicialmente  en  la  indagación,  era  el  principal  sospechoso  de  estar  de  alguna  forma  vinculado  a  la

desaparición de Camila. Felizmente, lo dicho no tuvo consecuencias desde la óptica de la legalidad de las

pruebas de cargo,  pues incluso en el  muy discutible  evento de que mientras  Rojas  era  investigado sin

reconocérsele su condición de imputado se hayan a través suyo obtenido evidencias potencialmente auto

incriminatorias (algo ya se dijo al respecto, a propósito de la entrega que éste hizo de su teléfono), igualmente

toda esa información se obtuvo por otras vías. Otras personas distintas a él mismo lo reconocieron en las



cámaras, Nicolás Allende declaró que Camila le dijo que ese día en la tarde se reuniría con Felipe Rojas a

fumar; el trabajador y el dueño de la bodega dijeron que Felipe Rojas al 10 de febrero de 2018 era quien tenía

las llaves de la bodega y que este le pidió que mintiera a la policía en relación con la fecha en que las

devolvió; el dueño de la bodega (Cristián Rivera Troncoso) refirió que Rojas le mostró el 14 de febrero de

2018 los mensajes de WhatsApp que le envió a Camila preguntándole “¿vienes’” y pidiéndole que vaya sin su

perrito; la testigo “N” es quien voluntariamente le cuenta a la policía que Rojas le había confidenciado en

febrero de 2019 que enterró a Camila en el patio de la bodega y  entrega a la policía los audios que Felipe

Rojas  le  manda el  22  de  junio  de  2020 en  donde le  dice  donde enterró  a  Camila,  etc.  Es  decir,  aun

suprimiendo mentalmente  todas las  declaraciones y  acciones de  Felipe  Rojas  hasta  el  momento  de  su

detención,  toda  esa  información  se  obtuvo  por  otras  fuentes,  con  presidencia  de  que  él  pudo  haber

proporcionado algunos datos. Dicho de otra forma, la omisión -que este tribunal observa- de habérsele dado

oportunamente  el  trato  de  imputado  no  tuvo  consecuencias  en  términos  de  evidencias  incriminatorias

causalmente  vinculadas  con  esa  omisión.  Y,  por  cierto,  su  declaración  en  la  reconstitución  de  escena

constituye  una  clara  fuente  independiente  de  toda  la  información  allí  proporcionada,  toda  vez  que  fue

prestada en un entorno de garantías incuestionable: en conocimiento de sus derechos y en presencia, de

principio  a  fin,  de  su  abogada  defensora.  Diligencia  que,  además,  fue  videograbada,  con  lo  cual  la

confiabilidad y efectividad del respeto efectivo a las garantías no puede ni ha sido puesta en duda. Pero

desde otro punto de vista, el retardo en otorgarle a Rojas el tratamiento de imputado pudo también tener

efectos  incluso  desde  la  óptica  de  la  eficiencia  de  la  persecución  penal.  Sólo  por  dar  un  ejemplo,  en

septiembre de 2018 (siete meses después de la desaparición de Camila) Felipe Rojas (respecto de quien ya

existían evidentes sospechas) vuelve a trabajar unos días a la bodega el 18 y 19 de septiembre, es decir,

accedió y volvió libremente al sitio del suceso, según declaró en juicio uno de los dueños de la bodega,

Christian Rivera Troncoso  (testigo que, además, refirió  que Rojas el  14 de febrero, o sea,  pocos días

después de la desaparición de Camila, le comunicó que ya no seguiría trabajando allí). La policía ya sabía

que incluso había mentido en lo de la entrega de las llaves y que le había pedido a un trabajador de la bodega

que les mintiera. Tratándose de un “testigo” (Felipe Rojas), ello incluso pudo valerle una imputación a título de

obstrucción a la investigación que permitiera imponerle la prohibición de entrar a la bodega, evitando el riesgo

de que alterara el sitio del suceso, pre constituyera evidencia, etc. En suma, esta desprolijidad a la que nos

estamos refiriendo, felizmente, no tuvo consecuencias relevantes desde el punto de vista de la prueba de

cargo, pero creemos que contribuyó innecesariamente a extender la investigación y la adopción de decisiones

más tempranas y oportunas. 

Terminando con la valoración probatoria, las declaraciones de la perito  Marcela Guerrero y  José
Luis  Flores en  nada aportaron  a  las  conclusiones del  tribunal,  pues la  primera entregó información ya

corroborada con otros elementos probatorios y el segundo no dio cuenta de hallazgos relevantes al caso.

Igualmente,  debe  hacerse  notar  la  enorme,  reiterativa  y  a  ratos  abrumadora  cantidad  de  fotografías  y

evidencias  materiales  que  tampoco  contribuyeron  de  manera  importante  a  sustentar  y  respaldar

probatoriamente  la decisión  del tribunal. Es cierto que, desde un punto de vista epistémico, en principio,

puede sostenerse que,  a  mayor  información,  más insumos tendrá el  tribunal  para  adoptar  una decisión



correcta  en  la  labor  de  reconstruir  el  pasado.  Sin  embargo,  cuando  esa  información  es  excesiva,  su

rendimiento epistémico inevitablemente decae, pudiendo, incluso, llegar a ser inútil o hasta contraproducente.

Como señala el profesor Ferrer, “a partir de un determinado punto de equilibrio, la incorporación de
nuevas pruebas confirmatorias supone un grado adicional de corroboración muy pequeño, mientras
crece el peligro de desborde en el manejo de información por parte del juzgador (…)”. (Ferrer Beltrán,

Jordi, La Valoración Racional de la Prueba, Editorial Marcial Pons, página 76). Precisamente, ese riesgo que

advierte el profesor citado del desborde de información, lejos de facilitar la función valorativa, la dificulta y

complejiza, pues demanda un importante esfuerzo orientado a discernir aquella información que es relevante

de aquella que simplemente no lo es, ya sea por ser repetitiva o derechamente impertinente. 

Por  último,  a propósito  de lo  latamente expuesto en este  motivo,  la  corroboración de las premisas

fácticas  de  una  hipótesis  acusatoria  supone  que  la  prueba  de  cargo  este  desprovista  de  ripios,

inconsistencias, vacíos, contradicciones relevantes que, (de no mediar explicaciones convincentes), afecten la

coherencia y competencia epistémica del conjunto de las evidencias destinadas a acreditar más allá de toda

duda  razonable  los  hechos  que  configuran  la  acción  penalmente  relevante  contenida  en  la  acusación;

exigencias ineludibles para que se pueda satisfacer el estándar de convicción del artículo 340 del Código

Procesal Penal. Ello, se vincula con la fiabilidad externa de la información, testimonios y pericias, y no sólo

con su credibilidad intrínseca. Esa concatenación armónica de las pruebas rendidas es ostensible en el caso

sub lite,  a partir  de una simple mirada global  y  entrelazada de la prueba testimonial,  pericial,  material  y

documental.  Tal  conclusión  a  la  que  se  ha  arribado,  demanda  en  el  ejercicio  valorativo,  no  sólo  la

consideración individualizada o compartimentada de las piezas probatorias (atomista),  sino también una

aproximación de manera global, entrelazada y sistemática (holista) de toda la prueba, precisamente, con la

finalidad de corroborar,  desestimar  y  (o)  refutar  los hechos de la acusación con fuentes de información

diversa y complementaria. Y esa corroboración, entendida como suficiencia probatoria en el caso de una

imputación criminal, debe exceder la simple valla de una sospecha, incluso, una de carácter vehemente,
que es precisamente lo que han logrado los acusadores en este  caso con relación a los delitos
(violación con homicidio y aborto) de que trata este motivo, a saber, superar un estándar probatorio
altamente exigente, que implica despejar dudas razonables y descartar hipótesis alternativas. Ello,
precisamente, en relación con la violación con homicidio y el aborto perpetrado por Felipe Rojas el 10
de febrero de 2018, en la persona, respectivamente, de Camila y de Laura, nasciturus de 30 semanas
de gestación que llevaba en su vientre. 

 UNDECIMO: Consideraciones en relación con la prueba del querellante y su teoría alternativa.
A propósito, de la dinámica de los hechos invocada especialmente por el abogado señor Díaz, quien

sostuvo que Camila habría sido envuelta y pudo ser enterrada viva, presentando prueba pericial destinada a

refutar las conclusiones de los peritos del Ministerio Público, la médico criminalista Vivian Bustos y el doctor

que  practicó  la  autopsia,  Juan Emilio  Cornejo.  Ambos peritos  (del  Ministerio  Público)  concluyeron  que

Camila  murió  por  estrangulación,  es  decir,  compresión  cervical  externa,  producto  de  un  tercero .

Constatación que tiene un evidente correlato con el hecho de que el cadáver de la víctima fue desenterrado



con un lazo amarrado al cuello, observándose, además, un surco que según los peritos reveló infiltración

hemorrágica sólo compatible con lesiones vitales, es decir, producidas en vida. 

Por su parte, los peritos presentados por el abogado querellante, la doctora Carmen Cerda y

el perito criminalista Carlos Gutiérrez, afirmaron que Felipe Rojas asfixió o ahogó con su mano a la víctima

haciéndole perder la conciencia, justificando sus aseveraciones en el examen que hicieron al cadáver y en la

observación de fotografías de la  carpeta  investigativa y  otras  que ellos  mismos sacaron.  Como primera

cuestión, es indudable que los peritos del querellante realizaron sus observaciones varios meses después

que los del Ministerio Público. La doctora Bustos observó y explicó el surco del cuello y el lazo amarrado a él,

el  día  del  hallazgo  del  cadáver  y  el  doctor  Cornejo  realizó  la  autopsia  el  26  de  junio,  es  decir,  al  día

subsiguiente. Como claramente explicó este último, una vez intervenido el cadáver con ocasión de la autopsia

y tomando también en cuenta el transcurso del tiempo, su deterioro como objeto periciable capaz de arrojar

conclusiones confiables, inevitablemente decae o se erosiona. Vale la pena reproducir en este puntos sus

afirmaciones: “En autopsias de este tipo, la primera probablemente sea la única porque la destrucción que se
produce en el cadáver al hacer el procedimiento es tal, que una segunda inspección no va a mostrar lo mismo
que la primera vez”.  En igual sentido, la perito  Vivian Bustos explicó que tuvo a la vista la pericia de la

doctora Carmen Cerda que postulaba otra mecánica en cuanto a la causa de muerte, explicando que no hubo

trauma ni  toxicidad  y  que  el  vínculo  en  el  cuello  con  surco  y  hemorragia  en  su  superficie  y  estructura

respiratoria hace que estos factores no puedan ser omitidos. Sostener conclusiones distintas (una asfixia de

oclusión u obstrucción manual de mecanismos respiratorios a partir de una silueta tridimensional sobre la piel

de la cara). no es posible a partir de fotos de varias semanas después de la autopsia, pues lo cierto es que en

las fotos del sitio del suceso la cara no revelaba las anormalidades descritas por la doctora Carmen Cerda y

que sus observaciones se realizaron sobre un cadáver muy manipulado post autopsia. 

Pues bien. El examen de la doctora Carmen Cerda efectivamente se realizó varios meses después

de la autopsia, por lo que evidentemente el cadáver que examinó estaba en un estado de conservación muy

distinto a aquel bajo el cual se verificó la primera autopsia, lo cual quedó corroborado con las fotografías

comparativas que el  Ministerio  Público le  exhibió al  perito  Carlos Gutiérrez en donde a simple  vista el

cadáver que se perició con la primera autopsia estaba en condiciones muy distintas.   Por otro lado, en cuanto

a los instrumentos utilizados (las cámaras infrarrojas), el perito Gutiérrez afirmó que éstos son confiables y

virtualmente infalibles, pese a que no están validados en Chile ni son usados por las instituciones públicas del

país, pero sí (también lo afirmó la doctora Carmen Cerda) en Estados Unidos y Holanda. En dos países, y sin

explicar en qué casos ni bajo que supuestos, lo que resulta fundamental para controlar su confiabilidad. La

verdad es que la confiabilidad de un método científico no puede sin más establecerse porque así lo dice quien

lo utiliza, por mucha experiencia o experticia que tenga. Es de la esencia de la prueba pericial que los medios

e instrumentos utilizados estén validados por la comunidad científica, consensuadamente, en términos tales

que su confiablidad pueda alcanzar  una aceptación intersubjetivamente valida.  Y eso es algo que debe

establecerse y  controlarse normalmente  en la  fase de  control  de admisibilidad de las  evidencias  (etapa

intermedia) o, en caso contrario, en el mismo juicio, pues incide tanto en la confiabilidad de la prueba como en

su valoración orientada a controlar su competencia epistémica para establecer los hechos que con ella se



pretende probar. Lo que se viene explicando puede ilustrarse con el denominado “estándar Daubert”, que, si

bien tiene su origen en el derecho comparado, resulta útil  como parámetro de confiabilidad de la prueba

pericial:  i)  La  corroborabilidad  empírica  y  falseabilidad  de  la  teoría  científica  en  que  se  sustenta  su
producción;  ii)  La posibilidad de determinar el  porcentaje de error  relativo a la técnica empleada; iii)  La
existencia  de un  control  ejercido por  otros  expertos;  peer  review sobre la  disciplina en cuestión;  iv)  La
existencia de consenso general de la comunidad científica acerca de la validez de los planteamientos sobre
los que se asienta; v) La necesidad de que exista una conexión directa entre la prueba y los hechos de los
que trata el caso concreto. Lo cierto es que ninguno de estos baremos fue satisfactoriamente alcanzado,

salvo por las propias afirmaciones del perito.  Es cierto que la confiabilidad de la prueba pericial  no está

regulada de manera detallada en nuestro código Procesal Penal, salvo en cuanto a la alusión genérica a su

seriedad y profesionalismo (artículo 316 del Código Procesal Penal), pero ello no exime al juzgador de la

necesidad  de  exigir  que  las  afirmaciones  y  conclusiones  que  se  hacen  estén  basadas  en  información

controlable.  Lo  expresado  se  acentúa,  además,  con  el  hecho  de  que  los  peritos  en  su  informe  lisa  y

llanamente omiten hacerse cargo de las conclusiones y observaciones de la  doctora Bustos y  el  doctor

Cornejo (latamente explicadas por ellos en sus informes) en cuanto a la causa de muerte de Camila. Incluso,

la doctora Carmen Cerda afirmó que no tuvo a la vista las fotos del informe pericial médico criminalístico de la

doctora  Vivian  Bustos,  que  eran  preexistentes  y  qué  duda  cabe  relevantes  para  su  propio  dictamen.

Finalmente,  en  esta  materia  no  puede  desatenderse  que  las  pericias  presentadas  carecieron  de  los

resguardos necesarios referidos a la trazabilidad de los objetos y cadenas de custodia. De hecho, se sacaron

desde las dependencias de la fiscalía trozos de vestimentas que fueron periciados en el domicilio particular

del perito señor Gutiérrez con un dispositivo (Bluestar Forensic), el cual habría determinado fluidos seminales

en el vestido, pero cuyo origen se desconoce, pues no hubo ningún examen genético en tal sentido. Tampoco

en el juicio ninguna evidencia de formularios de retiro y devolución, formas de conservación de los objetos

que permitieran controlar su trazabilidad, etc. No cuestionamos que un querellante pueda hacer pericias e

investigaciones propias,  distintas de la  fiscalía,  más aún cuando,  como en  el  caso,  su participación fue

limitada por un tiempo prolongado por decisiones del persecutor estatal. Sin embargo, ello no implica que,

particularmente tratándose de las pericias y la manipulación de las evidencias, no deba someterse a idénticos

estándares que la ley exige al Ministerio Público en cuanto a deber de registro y sujeción al principio de

objetividad,  pues  la  prueba  pericial  está  dotada  de  un  particular  aura  de  confiabilidad  epistémica  cuya

valoración  en  sede  judicial  exige  elevadísimos  estándares  de  prolijidad.  No  bastan  la  trayectoria  y  la

experiencia de un perito o perita para que sus afirmaciones deban sin más tenerse por irrefutables, pues la

confiabilidad de la prueba pericial no deriva del argumento de autoridad. 

En otro orden de cosas, conviene recordar que las premisas fácticas que el querellante legítimamente

ha  pretendido  establecer  con  su  prueba,  se  vinculan  con  una  acusación  particular.  Por  lo  tanto,  y  a

diferencia de lo que sucede con una hipótesis alternativa de la defensa en que basta que se satisfaga el

estándar  de  una  duda  razonable,  la  hipótesis  del  acusador  -incluso  del  particular-  debe  satisfacer  un

estándar probatorio más allá de toda duda razonable. No basta que las afirmaciones de los peritos se

basen en conjeturas hipotéticas de lo que “pudo” suceder, de que ciertas cuestiones (como que Camila aún

estaba viva al momento de envolvérsele en lonas y ser enterrada) no puedan “descartarse” o sean “posibles”,



expresiones incluso utilizadas por los peritos cuya prueba se analiza. Lo cierto es que los peritos plantearon

posibilidades que no fueron acreditadas más allá de toda duda razonable y que caso alguno desvirtúan las

conclusiones de los peritos del Ministerio Público con relación la causa específica de la muerte de Camila.

Todo lo dicho permite desde luego concluir que los otros medios de prueba consistentes en 45 fotografías

referidos al informe pericial de la doctora Carmen Cerda y las 91 fotos referidos al informe de don Carlos

Gutiérrez en nada alteran las conclusiones que en este motivo se exponen, pues de trató simplemente de

fotografías preexistentes o que los peritos sacaron de evidencias que ya se conocían.

DUOÉCIMO: Consideraciones en relación con la prueba de la defensa:  

La defensa presentó en juicio al perito  Juan Antonio Múñoz Cortes, quien, en sus informes, en

síntesis, declaró acerca de una eventual afectación de garantías en perjuicio del acusado Felipe Rojas y,

además, pretendió demostrar que éste habría colaborado con el esclarecimiento de los hechos. En rigor, la

mencionada prueba no se trató de una pericia, sino simplemente de un sesgado análisis de los registros, es

decir, de la carpeta de investigación según refirió en estrados el propio compareciente Muñoz Cortes. En tal

sentido,  más  que  una  pericia,  la  prueba  en  comento  no  constituyó  sino  un  conjunto  de  comentarios,

conjeturas e impresiones a partir de la lectura de la carpeta investigativa y de entrevistas que el perito habría

sostenido con el acusado. Lo abordado por el perito más bien estuvo orientado -por medio de su declaración-

a efectuar alegaciones y plasmar una pretensión epistémica y valorativa que, en rigor, corresponde al tribunal

realizar en base a la prueba rendida en juicio y no en función de un comentario que un compareciente realiza

acerca de la carpeta investigativa. Sostener lo contrario,  por otro lado, conllevaría un simple “ fraude de
etiquetas”  al  permitir,  por  esta  vía,  la  introducción “oral”  de la  carpeta de investigación y,  más encima,

sustituyendo  la  labor  valorativa  que  debe  hacer  el  tribunal,  no  en  base  a  comentarios  acerca  de  esos

registros, sino en función de los argumentos de los y las abogadas y las pruebas producidas en juicio. No se

trató de una pericia con un objeto y método serio y verificable, a tal punto que todos los hechos acerca de los

cual declaró el compareciente fueron objeto de valoración y decisión por parte del  tribunal,  con absoluta

prescindencia de su declaración, como se pudo verificar con nitidez en esta sentencia al hacerse cargo el

tribunal  de las  alegaciones de  la  defensa en  base a la  prueba rendida y consideraciones normativas  y

dogmáticas acerca del estatus de imputado y la colaboración sustancial. Supuestos “peritajes”  que, por las

mismas razones expuestas a propósito de la prueba del querellante 2, no debieran, en general, sortear la fase

de admisibilidad para juicio oral, salvo por alguna razón especialmente justificada de interés probatorio.

DECIMOTERCERO: Desestimación de las condenas por inhumación ilegal, hurto, secuestro
con homicidio y violación reiterada.  

Con  relación  a  las  imputaciones  comunes  a  todos  los  acusadores  y  referidas  a  los  delitos  de

inhumación ilegal y hurto simple, el tribunal las desestimará por razones fundamentalmente asociadas al

principio de legalidad. Con relación a la inhumación ilegal, delito comprendido en el artículo 320 del Código

Penal, no ha habido controversia fáctica en el sentido de que una vez que el acusado dio muerte a la víctima,

procedió a enterrarla en un hoyo que el mismo cavó, ocultando con ello cadáver.  El tipo penal en comento



constituye un delito de peligro abstracto en lo que se tutela son las condiciones de higiene y salubridad

asociadas al entierro de cadáveres, es decir, en rigor lo que se protege es la salud pública. El verbo rector

consiste precisamente en practicar o hacer practicar una inhumación contraviniendo las leyes o reglamentos

que gobiernan dicha actividad. Sin embargo, en el caso concreto sometido a la consideración del tribunal, no

basta  la  sola  constatación  de  la  tipicidad  formal  de  la  conducta  imputada,  pues  en  rigor,  “ resulta  más
adecuado resolver la convergencia de los delitos bajo la idea del aseguramiento de la posición que el autor
ha obtenido mediante el delito de homicidio,  que en tanto vinculada a este no requiere de una punición
autónoma dada su insignificancia respecto de aquel (al margen de la dualidad de bienes jurídicos por uno y
otro tipo penal). Para tales supuestos, la jurisprudencia reconoce un concurso aparente de normas y, por
tanto,  la  subsunción  del  delito  de  inhumación  ilegal  en  el  delito  consumado  contra  la  vida,  con  su
consecuencial exclusión de la condena”. (Jaime Couso Salas, Héctor Hernández Basualto y otros, Código

Penal Comentado, Parte especial, Título VI (Arts., 261 a 341), Doctrina y Jurisprudencia, Thompson Reuters,

página 320). Así, la Excelentísima Corte Suprema, en causa rol 5833-2012 absolvió a los acusados (que

habían  sido  condenados)  debido  a  “la  errónea  aplicación  de  la  ley  en  cuanto  al  delito  de  inhumación
clandestina  puesto  que  los  hechos  en  que  se  la  hizo  consistir  en  la  acusación  fueron  inherentes  al
encubrimiento del delito”.  En el mismo sentido, siguiendo con el citado fallo, el máximo tribunal agrega que

“Como se advierte de la simple descripción del hecho punible que tuvo por cierto el tribunal, el intento de
quemar el cuerpo de la niña y el haberlo enterrado, fueron hechos con la finalidad de ocultar su crimen y las
evidencias que el cuerpo presentaba. Esto es, no hay duda que estos actos posteriores al homicidio de la
niña tuvieron por único objetivo el ocultamiento de un delito propio y como tales, están consumidos por el
homicidio al que acceden y a cuyo encubrimiento apuntaban. En este sentido, existe efectivamente una
violación al principio del non bis in idem, puesto que una conducta única se está sancionando dos veces por
la vía de calificar un mismo hecho como dos injustos diversos, razón por la cual este capítulo de la causal
principal  de  la  defensa  de  Zamora  González  será  acogido”.  En  definitiva,  y  en  línea  con  la  doctrina  y

jurisprudencia dominante, no cabe sino concluir que la conducta de Felipe Rojas consistente en enterrar el

cadáver  de  Camila  se  verificó  en  un  contexto  fáctica  y  temporalmente  vinculado  a  un  acto  de  auto

encubrimiento u ocultamiento del cuerpo del delito que, en ese contexto, no puede ser objeto de un reproche

autónomo. 

Con relación al delito de hurto, no cabe sino tener por reproducidas las consideraciones efectuadas a

propósito de la inhumación. En tal sentido, no se acreditó la apropiación del celular de la víctima por parte del

acusado con un ánimo de lucro, pues el único antecedente al efecto se sostiene en sus propios dichos en

orden a que le sacó el chip al dispositivo y luego lo vendió (el celular) en el mercado persa, botando en dinero

que recibió por él. Es decir, la situación descrita se aviene precisamente con una conducta de ocultamiento y,

concretamente,  de  destrucción  y  desaparición  de  evidencias  potencialmente  incriminatorias.  La  prueba
documental consistente en la copia de publicación de venta de un celular marca Huawei modelo Y 6
en mercado libre, en nada altera lo razonado, pues solo se orienta a establecer el valor que tendría un

teléfono de las características del que portaba Camila el día de su desaparición, pero nada nos dice acerca

de la relevancia penal de la acción desplegada por el acusado al apoderarse del mismo, y con relación a lo

cual, a lo menos, existe una duda razonable de que se trató de un acto de encubrimiento. 



Con relación a las calificaciones jurídicas que con relación a los hechos que en la primera parte de

su imputación proponen los querellantes particulares en representación de doña Amanda y don Lucas, a título

de  secuestro  con homicidio  previsto  en  el  artículo  141  inciso  final  del  Código  Penal  y  violación
reiterada, ha sido del parecer de este tribunal que dichas pretensiones no son susceptibles de ser acogidas.

Como primera cuestión, a (propósito del secuestro con homicidio), resulta pertinente puntualizar que el

rechazo a la calificación jurídica aludida no guarda en rigor relación con cuestiones propias de la valoración

probatoria de las evidencias verificadas en el juicio, sino más bien con consideraciones derivadas del principio

de legalidad o mandato de taxatividad en sede procesal.  En efecto, el  referido principio supone que los

hechos imputados satisfagan los elementos típicos, tanto objetivos como subjetivos, del tipo penal atribuido.

Ello, exige al acusador formular una descripción de los hechos que sea precisamente consistente con el o los

delitos  cuya  imputación  pretende  sea  acogida  en  sede  de  adjudicataria.  Llevado  al  ámbito  del  control

jurisdiccional de la legalidad de la imputación en el contexto del proceso penal, lo dicho supone, entre otras

cosas, que dicho control debe abocarse a verificar si acaso los hechos contenidos en el núcleo fáctico de una

imputación (en este caso en las acusaciones particulares) satisfacen o no los requerimientos de la calificación

jurídica propuesta. Ello, prima facie, incluso con prescindencia de las evidencias verificadas en el juicio, como

quiera que dicho núcleo fáctico vincula a quien adjudica los hechos, en virtud del principio de congruencia o

correlatividad entre la acusación y la sentencia de condena.  Dicho de otra forma, la decisión que en esta

materia  ha  alcanzado  el  tribunal  deriva  de  la  imposibilidad  de  subsumir  las  premisas  fácticas  de  las

acusaciones particulares en comento en el delito de secuestro con homicidio, por cuanto no se satisfacen los

elementos típicos del secuestro, condición sine qua non para poder afirmar la relevancia típica de los hechos

imputados a la luz del tipo penal aludido. 

Para  explicar  lo  dicho,  conviene  explicitar  cuales  serían  los  hechos  a  partir  de  los  cuales  los

acusadores  particulares  en  cuestión  parecieran  construir  la  imputación  por  el  delito  de  secuestro  con

homicidio, los que, con variaciones, son relativamente análogos. El querellante en representación de don
Lucas  sostiene,  en  su acusación,  que “En dicho lugar  y  luego de  haber  recorrido la  bodega víctima y
victimario proceden a entablar una charla al  tiempo que fumaban un cigarrillo de marihuana. Es en ese
momento y cuando Camila se dispone a abandonar el lugar de regreso a su domicilio cuando el imputado
actuando en forma sorpresiva la toma por la espalda sujetándola por su cuello y arrastrándola al interior de la
pieza donde hasta hace pocos instantes ella se encontraba”,  al tiempo que en  representación de doña
Amanda se afirma en la acusación que “Luego de ingresar a ese recinto el imputado comenzó a realizar un
recorrido  por  las  dependencias  con  la  víctima  para  ambientarla  y  hacerla  sentir  segura  y  ganando  su
confianza al interior de la denominada bodega. Transcurrido un breve lapso al interior de la bodega y cuando
la víctima se disponía a abandonar este lugar y ya habiéndose despedido y estando en la puerta de salida de
la casa, el imputado Rojas Lobos, procede a retenerla contra su voluntad, tomándola en forma sorpresiva,
violenta y aplicando toda su fuerza para tomarla por el cuello e ingresándola a la fuerza nuevamente hacia el
interior  del  inmueble  ocupando  la  superioridad  de  sus  fuerzas,  (imputado  mide  más  de  1,80  metros)
aprovechando este  además del estado de gravidez y contextura física de Camila , (media un 1,50 metros de
estatura) evitando que ella pudiera oponer resistencia y en forma violenta procede a desgarrar las ropas de la
víctima para abusar carnalmente de ella, (…)”. 



De la simple lectura y análisis de las imputaciones transcritas, es posible inequívocamente inferir que

la retención fáctica de la víctima que ambos acusadores describen en su imputación no excede ni sobrepasa

la  acción  funcionalmente  necesaria  para  la  perpetración  de  la  violación  con  homicidio.  Al  efecto,  es

conveniente recordar que el secuestro con homicidio también constituye una de aquellas hipótesis mediante

la cual el legislador ha utilizado la técnica de los delitos complejos, que comprende la satisfacción de los

elementos típicos de dos delitos, con la subsecuente lesión de dos bienes jurídicos relevantes, en términos

tales que podamos afirmar que cada una de esas acciones encierran un desvalor cuyo injusto merece en

reproche penal más intenso que abarque a ambas. Lo expresado conduce a una conclusión del todo obvia:

tratándose de un delito compuesto resulta esencial que todos los elementos de cada uno de los tipos penales

que lo conforman se satisfagan, con independencia del otro. En el caso que nos ocupa, es necesario que los

elementos del secuestro se verifiquen con presidencia del homicidio en términos tales que, de no haberse

perpetrado la acción matadora, aun así, subsistiera el secuestro como un injusto penal susceptible de ser

penado. En tal sentido, la libertad (bien jurídico tutelado en el delito de secuestro) puede verse afectada o

lesionada sólo mediante la fuerza (física o moral),  quedando excluida las hipótesis de engaño ( vid.  Juan

Sebastián Vera Sánchez, Derecho Penal, Parte Especial, Volumen II, obra dirigida por Luís Rodríguez Collao,

Editorial Tirant Lo Blanch 2022, página 25). Es decir, la idea de que la víctima pudo haber estado secuestrada

desde el momento en que ingresó a la bodega no se sostiene, pues ella voluntariamente concurrió a dicho

lugar.  Aún  en  la  no  demostrada  hipótesis  de  que  Felipe  Rojas  hubiese  ya  tramado  de  antemano

premeditadamente un plan para violarla y darle muerte, antes de que comenzara a ejercer coacción sobre ella

en caso alguno podría estimarse que hubo un encierro coactivamente realizado mediante la fuerza, sea física

o moral. Descartada la hipótesis del secuestro durante el lapso que precede al momento en que el acusado le

impide a la víctima salir del inmueble mediante el uso de la fuerza, lo cierto es que esta última acción no

estuvo sino supeditada funcionalmente al ejercicio de la coacción necesaria para acceder a ella carnalmente y

darle  muerte.  Es decir,  se  trató de una situación que,  si  bien desde un punto de vista  naturalístico  fue

constitutiva de un breve encierro, desde una perspectiva normativa en función del tipo no fue más que una

coacción que inequívocamente quedó cubierta por el injusto de delito de violación con homicidio. Huelga

concluir que condenar en estas circunstancias a título de secuestro con homicidio constituiría a todas luces

una doble valoración: por una parte, se estaría utilizando la coacción como medio inherente a la perpetración

de la  violación con homicidio y,  por  otra,  se le castigaría como un delito de secuestro atribuyéndole un

desvalor autónomo. Con ello se lesionaría flagrantemente el principio non bis in ídem y, además, el principio

de legalidad. 

Por  otro  lado,  la  calificación  que  los  mencionados  querellantes  efectúan  a  título  de  violación
reiterada también deberá ser desestimada por consideraciones análogas al ya aludido principio de legalidad,

pues del tenor del núcleo fáctico de todas las acusaciones ha resultado evidente que el acceso carnal (vaginal

y  anal)  se  verificó  en  un  mismo  contexto  fáctico  y  situacional,  de  modo  que  tal  circunstancia  podrá

eventualmente ser considerada con ocasión de la determinación de la pena conforme a la extensión del mal

causado. Además, el  título de imputación por el que el tribunal  ha condenado al acusado (violación con

homicidio) excluye la hipótesis de reiteración, pues la denominada técnica de la “abracadera típica” de los

delitos complejos absorbe en la conminación legal la totalidad de los injustos que la componen. 



DECIMOCUARTO: Circunstancias agravantes de responsabilidad penal invocadas. 

Corresponde, por razones metodológicas, hacerse primero cargo de las dos agravantes comunes

invocadas por todos los acusadores, es decir, las de los números 1 y 6 del artículo 12 del Código Penal. En

efecto, ambas agravantes inciden precisamente en la ejecución del hecho y, de alguna manera, guardan

relación con los delitos por los cuales el tribunal ha decidido condenar al acusado. Respecto de la alevosía,

contemplada en el artículo 12 número 1 del Código Penal, el tribunal la ha estimado claramente configurada

en todos sus extremos, o sean tanto en su manifestación de obrar “a traición”, como en la modalidad “sobre
seguro”. Conviene brevemente explicar en qué consiste esta agravante de responsabilidad penal. Se trata de

una circunstancia que por su propia naturaleza sólo es susceptible de aplicarse en los delitos contra las

personas. En su modalidad “a traición”,  importa dos posibilidades: “a) se puede actuar engañando a la
víctima al aparentar una situación diversa a la que verdaderamente se está produciendo, o sea, se oculta la
intención delictiva, disimulándola, o b) abusando de la confianza que el afectado ha puesto en el agente o
aprovechando la  lealtad  supone de  parte  del  victimario  (…).  Sobre  seguro “es  el  aprovechamiento  de
condiciones  de  hecho  que  permiten  al  realizador  del  delito  marginar  aquellos  riesgos  de  su  persona
inherentes a la acción delictiva, que pueden provenir de la probable reacción de la víctima (agredir a una
persona dormida); puede también consistir en ocultar el cuerpo del agente asegurando la imposibilidad de
defensa  del  sujeto  pasivo  (el  francotirador,  la  emboscada)” (Mario  Garrido  Montt,  Derecho  Penal,  Parte

General,  tomo  I,  Editorial  Jurídica  de  Chile,  1997,  página  240).   Desde  luego  la  concurrencia  de  esta

agravante supone no sólo la verificación del elemento objetivo (por ejemplo, la expectativas de lealtad o

fidelidad de la víctima hacía su agresor), sino también hay una exigencia subjetiva, el ánimo alevoso. Es

necesario que el delincuente tenga conocimiento de tales circunstancias y que, precisa e intencionalmente,

las aproveche, se prevalga o abuse de ellas. En el caso que nos ocupa, Felipe Rojas obró a traición, pues

era  amigo  y  se  conocían  con  Camila  desde  hace  10  años  aproximadamente.  Eran  vecinos,  vivían  en

propiedades colindantes, se juntaban y conversaban con frecuencia. Camila no tenía razones para desconfiar

de él, nada hubo en el juicio que permitiera inferir que alguna vez éste la hubiera agredido o dañado, no tenía

la víctima razones para temerle. Tal circunstancia era también conocida por Felipe Rojas. Por lo mismo, el

acusado defraudó y traicionó las expectativas que la víctima tenía acerca de su comportamiento hacía ella.

Camila concurrió voluntariamente a la bodega, a juntarse con su amigo, sin jamás imaginar que éste la fuera

a agredir violentamente para, finalmente, darle muerte. Ello precisamente constituye una situación de mayor

indefensión, de una víctima menos precavida, que no toma resguardos, que no siente que tiene que estar a la

defensiva o protegerse de quien asume es su amigo y que no tiene el propósito del maltratarla. Aún más, en

su propia declaración el acusado refiere que cuando Camila se decide retirar, el sorpresivamente la toma por

detrás, de manera inesperada para ella, lo que simplemente viene a reforzar este obrar traicionero, engañoso,

inesperado, defraudatorio de las expectativas de la víctima, impredecible. Todo esto fue aprovechado por el

acusado, pues como ha señalado el máximo tribunal “para que exista traición es necesario que el agente
proceda con engaño, quebrantando la lealtad o fidelidad que se debe a la persona de la víctima” (Corte

Suprema, 30.06.52, RDJ, t 49, 2ª parte, sec. 4ª, p. 133).  De ahí que como sostiene Enrique Cury, en el fondo



el obrar a traición constituye un verdadero abuso de confianza, “con el que es por lo tanto incompatible y
respecto del cual prevalece, por expresa disposición de la ley, en los delitos contra las personas ”. (Enrique

Cury Urzúa, Derecho Penal, Parte General Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, 1985, página 149). Dicho de

otra forma, en algún sentido el obrar a traición constituye en abuso de confianza, sólo que en la esfera de los

delitos contra las personas.

Sostenemos que Felipe Rojas obró también sobre seguro, pues estaba al tanto de que sus fuerzas y

morfología física eran inconmensurablemente superiores a las de la víctima, quien era de contextura pequeña

y medía menos de un metro sesenta. El acusado se prevalió, abusó de tal asimetría que incidió en una mayor

indefensión de la víctima. No se trató, por lo tanto, simplemente de una circunstancia objetiva inseparable del

injusto o delito por él perpetrado. El acusado la toma por detrás a Camila, la reduce coactivamente para

vencer  cualquier  oposición,  en  conocimiento  de  que  se  encontraba  en  un  estado  de  ostensible  mayor

vulnerabilidad debido a su embarazo. Como dijeron peritos en el juicio, un estado de embarazo avanzado

resiente la fortaleza física de una mujer para oponerse o reaccionar, pues la criatura que carga en su cuerpo

consume más oxígeno y la debilita físicamente frente a cualquier agresión. Se trata de una asimetría de

fuerzas que excede la simple consideración morfológica que, prima facie, pudiera no ser atribuible al acusado.

En este punto, es interesante -a propósito de la perspectiva de género como herramienta hermenéutica en la

aplicación de normas penales sustantivas- reflexionar brevemente acerca del embarazo como un componente

relevante en la conformación de la agravante que nos ocupa en este caso concreto. El estado de embarazo

avanzado constituye una particularidad que pone a la mujer en un estado  supererogatorio que tiene una

específica consideración de género. Se trata de una condición -sea o no deseada por quien la soportar- que

sólo atañe a la mujer y que la coloca en una situación fáctica de mayor vulnerabilidad sólo explicable desde

su condición de tal. Como se expresa en un interesante trabajo a propósito de las agravantes en el delito

femicidio en la legislación chilena, “no cabe duda de que las mujeres embarazadas son más vulnerables
físicamente si se considera que producto de una figura cambiante y un estómago en expansión, no pueden
moverse con una velocidad, resistencia y agilidad similares a las de las mujeres no embarazadas”.  (Las

Circunstancias Agravantes del  Femicidio y la Especial Disposición del Artículo 390 Quinquies del Código

Penal,  Alejandra Alvarado Urízar,  página 263.  Artículo  contenido  en EL DELITO DE FEMICIDIO EN LA

LEGISLACIÓN CHILENA, editado por  Christian Scheechler  Corona,  Ediciones DER, 2021).  Como puede

advertirse,  no se trata  de considerar  automáticamente  per  se a  las  mujeres como intrínsecamente más

débiles creando una regla categorial para la agravante, sino más bien de advertir que bajo determinadas

circunstancias el embarazo contribuye sin duda a otorgarle un contenido material más aprehensible al obrar

sobre seguro, en la medida que en el plano subjetivo dicha circunstancia sea conocida y aprovechada por el

sujeto activo del delito. Al efecto, esta especial consideración está en línea con lo prescrito por la Convención

de Belem do Pará, suscrita por Chile y que se encuentra vigente en nuestro país.  En efecto, el  artículo

noveno del referido instrumento internacional, a propósito del deber de los Estados de sancionar y erradicar la

violencia contra la mujer, dispone expresamente que “Para la adopción de las medidas a que se refiere este
capítulo, los Estados Parte tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que
pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o
desplazada.   En igual  sentido se  considerará  a  la  mujer  que es  objeto  de  violencia  cuando está



embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica desfavorable o
afectada  por  situaciones  de  conflictos  armados  o  de  privación  de  su  libertad.   Evidentemente,  esta

consideración del embarazo asociado al mayor injusto del obrar “sobre seguro” en la alevosía, se ha tenido

en cuenta en el contexto del delito de  violación con homicidio, pues tratándose del  aborto, el embarazo

constituye un elemento objetivo del tipo, por lo que conforme al principio de inherencia del artículo 63 inciso

primero del código Penal, no podría ser objeto de una doble valoración, so pena de vulnerar el principio non
bis in ídem. 

Del análisis de las reflexiones contenidas en este acápite,  es inevitable concluir  que las mismas

razones que han justificado que el tribunal haga lugar a la agravante de la alevosía impiden, por lo pronto,

considerar  concurrente  la  agravante  del  artículo  12  número  6 del  Código  Penal,  esto  es,  “abusar  el
delincuente de la superioridad de su sexo o de sus fuerzas, en términos que el ofendido no pudiera
defenderse con probabilidades de repeler la ofensa”. Lo cierto es que los presupuestos que subyacen a

dicha agravante (en este caso concreto) son, claramente, consideraciones ya cubiertas por el mayor injusto

de  la  alevosía  en  relación  con  la  cual  se  han  hecho  latas  consideraciones.  La  agravante  en  comento

precisamente consiste en que el delincuente se aprovecha de la mayor indefensión de la víctima, pues como

sostienen buena parte de los autores “no tiene justificación esta circunstancia agravante, ya que, si el sujeto
activo ha elaborado una situación de mayor fuerza en su favor, concurrirá la alevosía (…)”.  (Sergio Politoff

Lifschitz y Luis Ortiz Quiroga, Texto y Comentario del Código Penal Chileno, Tomo I, Editorial Jurídica de

Chile2002, página 199). En igual sentido, el profesor Cury, a propósito del artículo 12 número 6, ha expresado

que  el  “fundamento  de  la  agravante  es  prácticamente  idéntico  al  de  la  alevosía,  con  la  cual  tiende  a
confundirse. Por tal motivo, las dos agravantes son incompatibles” (Enrique Cury Urzúa, obra citada, página

161).  En  último  análisis,  acoger  en  ese  caso  la  agravante  del  artículo  12  número  6  del  Código  Penal

involucraría una doble valoración de las consideraciones ya tenidas en cuenta para la configuración de la

alevosía, comprometiéndose con ello el principio non bis in ídem.

En cuanto a las agravantes invocadas por los querellantes en representación de doña Amanda y don

Lucas,  también  han  de  ser  desestimadas.  En  primer  término,  deben  tenerse  por  reproducidas  los

razonamientos ya efectuados para justificar el rechazo a la agravante del articulo 12 número 6, la cual, como

se explicó, ha quedado comprendida en la alevosía.

 Igualmente, tal  como se indicó en una cita más arriba del  profesor Enrique Cury, el  abuso de
confianza (artículo 12 número 7 del Código Penal) queda también comprendido en el actuar a traición del

acusado, quien se valió precisamente de la lealtad y fidelidad que la víctima suponía a su respecto. En efecto,

el  “abuso  de  confianza”  en  la  esfera  de  los  delitos  contra  bienes  jurídicos  personalísimos,  es  lo  que

precisamente constituye el actuar traicionero y defraudatorio de quien se aprovecha o abusa de la confianza y

expectativas depositadas en él o ella. 

Tratándose de la  premeditación conocida (12 número 5 del Código Penal) lo cierto es que sus

presupuestos tampoco han quedado establecidos en el juicio. La premeditación conocida, entre nosotros, ha



sido objeto de una combinación de dos criterios: el cronológico referido a la decisión de perpetrar el hecho y

el  psicológico,  que  se  asocia  a  la  frialdad  del  agente.  Esto  se  ha  traducido  en  la  jurisprudencia  en  la

necesidad de acreditar cuatro exigencias: “a) la resolución de cometer el delito;  b) un intervalo de tiempo
entre  tal  resolución  y  la  ejecución  del  hecho;  c) persistencia  durante  dicho  intervalo  de  la  voluntad  de
delinquir; y d) la frialdad y la tranquilidad de ánimo”. (Politoff, Matus, Ramírez; Lecciones de Derecho Penal

Chileno, Especial; Editorial Jurídica de Chile, 2014, página 59). Como puede advertirse, se trata de exigencias

de suyo difíciles de acreditar  y que no pueden simplemente confundirse o asociarse con la decisión de

cometer el delito y perpetrarlo, pues ello implicaría el peligro de confundir la calificante con el simple dolo (en

esto caso de violación con homicidio y aborto), prescindiendo del hecho de que la premeditación conocida -

abandonada en no pocas legislaciones modernas y doctrina más reciente precisamente por las dificultades

que presenta a la hora de distinguirla del dolo- debe al menos comportar una intensificación del injusto a partir

de una mayor indefensión de la víctima, que en este caso ha quedado ampliamente cubiertos por la alevosía.

Siguiendo a Sergio Politoff, Francisco Grisolía y Juan Bustos, “en un contexto en que la agravación siempre
conlleva sentimientos  de la  más acusada antisociabilidad (cobardía,  en  la  forma alevosa;  ruindad en  el
homicidio  venal;  crueldad  en  el  ensañamiento;  insidia,  en  el  veneno),  la  premeditación  no  puede  ser
concebida sino en función de un desvalor equivalente, en un ánimo dirigido por el cálculo y la reflexión, al
aseguramiento de la propia persona del hechor o a la indefensión de la víctima”. (Politoff, Grisolía y Bustos;

Derecho  Penal  Chileno,  Parte  especial,  Delitos  contra  el  individuo  en  sus  condiciones  físicas;  Editorial

Jurídica de Chile; 1993, página 132).  En este juicio no se demostró que haya habido una planificación o

decisión delictual previa, cuidadosamente planificada que diera cuenta de un cierto lapso entre la decisión de

perpetrar el ilícito y su comisión. La única referencia que en tal sentido se plasmó en el juicio dice relación con

el hecho de que el propio acusado en la reconstitución de escena refirió que, una vez muerta Camila, recordó

que días antes había cavado un hoyo en el patio de la bodega con la finalidad de enterrar escombros o

basura. Sin embargo, inferir la premeditación conocida a partir de ese dato conllevaría un salto lógico sin

anclaje en los hechos del caso. De partida, que el hoyo se haya cavado con antelación al homicidio y entierro

de  la  víctima  sólo  fue  consignado  en  la  declaración  del  acusado.  Pero  no  solo  eso:  de  ser  cierta  tal

aseveración (que en nada repercute en la calificación jurídica de los hechos), no ha habido pruebas de que el

acusado lo haya cavado ex profeso para enterrar a la víctima que mataría unos días después. De hecho, la

propia testigo de la fiscalía, Karen Ponce, manifestó en el juicio que en la diligencia con los “topos” debían

ingresar con una máquina que medía la densidad de la tierra, (un georadar) y que estuvieron una tarde y

realizaron diversas excavaciones en el lugar en el cual  encontraron basura enterrada.  Es decir,  no es

descartable que en el terreno efectivamente se hayan hecho hoyos con la finalidad de enterrar escombros. 

Finalmente, en relación con el ensañamiento (artículo 12 número 4 del Código Penal) consistente en

aumentar deliberadamente el mal del delito causando otros males innecesarios para su ejecución , lo

cierto es que -a la luz de los hechos penalmente relevantes que el tribunal ha dado por establecidos- no se

advierte  cuáles  serían  esos  males  innecesarios,  como  quiera  que  el  haber  envuelto  en  lonas  y  luego

enterrado a la víctima, constituyó una acción de encubrimiento realizada una vez ya consumados los delitos,

por lo cual no guardan relación con su ejecución. Como explica  Novoa Monreal en su Curso de Derecho



Penal Chileno, Parte General, citado en lo pertinente por Jaime Couso Salas y Héctor Hernández Basualto,

“El daño propio de cada delito, por grande que sea, no configura esta agravante, la que requiere que el mal
ocasionado supere el  que es consustancial  al  respectivo hecho típico (…)”.  (Jaime Couso Salas, Héctor

Hernández Basualto y otros, página 318). 

DECIMOQUINTO: Hecho acreditado y participación del acusado. 

“El día 10 de febrero de 2018, a eso de las 17:30 horas, Camila , previo acuerdo con FELIPE
ANDRÉS ROJAS LOBOS, su vecino y amigo,  concurrió hasta el  inmueble utilizado como bodega
ubicado en DIRECCION004, donde él trabajaba. 

Estando solos  dentro  de  ese  lugar,  se  abalanzó  violentamente  sobre  ella  por  la  espalda,
aplicando fuerza y venciendo su resistencia la accedió carnalmente por vía vaginal y anal. Luego, con
un vínculo de género que apretó y anudó en su cuello, la estranguló causándole la muerte. 

Camila  presentaba un embarazo avanzado de aproximadamente siete de meses de gestación,
que era evidente para el agresor al ejecutar el hecho. Producto de las acciones referidas, causó la
muerte del feto en gestación.

Por último,  con el  fin  de ocultar  sus delitos,  enterró el  cadáver  de  la  víctima en el  patio
posterior del inmueble citado y se deshizo del teléfono celular que ésta portaba.” 

Hechos que el tribunal, según lo latamente explicado, ha calificado como constitutivos de los delitos

de violación con homicidio y aborto, contemplados en los artículos 372 bis del Código Penal 342 número 1 del

citado cuerpo legal. Todos los hechos que conforman tales delitos como la participación en ellos de Felipe

Rojas Lobos en calidad de autor material directo del artículo 15 número 1 del código punitivo, han quedado

establecidos según se explica extensa y detalladamente en esta sentencia, con ocasión de la valoración de la

prueba desarrollada en el motivo décimo. 

En el caso sub lite, primero, la imputación estatal a título de los delitos mencionados, a nivel de tipicidad

objetiva, exige que el sujeto activo del delito acceda carnalmente a la víctima utilizando una fuerza funcional o

ideológicamente supeditada a dicho acceso carnal, perpetrando, con ocasión de aquello una acción idónea

para provocar la muerte del sujeto pasivo de la conducta penalmente relevante (violación con homicidio);

segundo, tratándose del aborto violento cometido mediante dolo o malicia,  es necesario que con ocasión de

la violencia perpetrada para realizar la acción matadora contra la víctima, se verifique la muerte del feto; y,

tercero, en la esfera de la tipicidad subjetiva, la acción perpetrada por el sujeto activo debe ser de carácter

dolosa, esto es, conociendo los elementos del tipo objetivo y que la acción desplegada producirá el resultado

típico, es decir, “el autor debe prever que el resultado exigido por el tipo penal sucederá o podrá suceder, de-
biendo reconocer en sus rasgos esenciales la forma en que su acción origina dicho resultado ” (Hans-Heinrich

Jescheck y Thomas Weigend, Tratado de Derecho Penal, Instituto Pacífico, edición alemana para Perú, 2014,

Parte General, Volumen I, página 433). Es decir, la exigencia del dolo conlleva afirmar que el agente, cono -

ciendo los elementos objetivos del tipo, crea el riesgo jurídicamente desaprobado, en términos tales que “ el



dolo requiere que el sujeto activo advierta que está matando, que está matando a su hijo, que se está
apropiando de una cosa mueble ajena sin la voluntad de su dueño, que está accediendo carnalmente
a una persona menor de 14 años, que está destruyendo una cosa ajena, etc.” (Jaime Couso Salas, Héc-

tor Hernández Basualto y otros, obra citada, página 54). 

DECIMOSEXTO:  Consideraciones  acerca  de  la  perspectiva  de  género  y  su  impacto  de  la
adjudicación del presente caso. 

Considera el tribunal pertinente hacerse brevemente cargo de la perspectiva de género, que ha sido

invocada en este juicio. El caso que ha correspondido conocer a este tribunal, es uno de extrema y brutal

violencia contra la mujer. Por lo mismo, es necesario reafirmar que la perspectiva de género en el abordaje de

un  caso  penal  de  estas  características  tiene,  entre  otras,  como  función  principal  remover  sesgos  o

estereotipos que han de ser desechados y que no deben interferir en la manera en que los distintos actores

de la justicia penal en sus respectivos roles van adoptando decisiones. Sesgos o estereotipos que en general

se vinculen, sólo a modo de ejemplo, a la vida sexual, hábitos u origen social de una víctima, o patrones

culturales que por sí solos se utilicen para afirmar o descartar hipótesis investigativas o premisas fácticas (sin

mayor corroboración empírica) en el contexto de un proceso penal. Ello no sólo resulta epistémicamente

contrario a los más elementales parámetros de la valoración racional de la prueba, sino que, además, revelan

una falacia argumentativa incompatible con la idea misma de imparcialidad de quien adjudica el caso.  Y ese
es,  precisamente,  el  indiscutible  sentido  y  valor  de  la  perspectiva  de  género  en  la  esfera  de  la
adjudicación  penal:  constituirse,  -más  que  en  una  categoría  epistémico  valorativa  que  opere
superponiéndose a los parámetros de la valoración racional de la prueba (principios de la lógica,
máximas de la experiencia, conocimientos científicamente afianzados)-, en una herramienta destinada
a remover sesgos, prejuicios y estereotipos patriarcales o machistas sin sustento empírico y que
debilitan y erosionan la imparcialidad del juzgador o juzgadora. Quien llamado o llamada a juzgar un

caso cuestione -por dar un ejemplo- la credibilidad del relato de una víctima en consideración al hecho de que

andaba sola a altas horas de la noche, no es que tenga un “estándar probatorio” más elevado, exigente o

acorde a la presunción de inocencia, sino que simplemente está dotado de sesgos y estereotipos de tal

entidad,  que  le  impiden  juzgar  imparcialmente  el  caso  y  apreciar  las  evidencias  con  un  mínimo  de

racionalidad.  Dicho  de  otra  forma,  la  perspectiva  de  género  no  conlleva  una  atenuación  del  estándar

probatorio o de la presunción de inocencia que protege a cualquier ciudadano o ciudadana, sino que más bien

irradia el  ejercicio del  control  de la información, procurando evitar y remover las barreras y sesgos que,

precisamente, dificultan que los datos probatorios se procesen de manera confiable desde la óptica de la

finalidad central del juicio penal, a saber, el establecimiento de los hechos. Como se afirma en un interesante

trabajo sobre esta materia a propósito de los sesgos cognitivos que se pueden padecer inconscientemente al

procesar la información recibida (representatividad, disponibilidad, anclaje y ajuste, confirmación y de grupo),

“parece  claro  el  papel  que  la  perspectiva  de  género  puede  desempeñar  en  el  ámbito  de  la  disciplina
probatoria, en tanto que permite al juzgador identificar los estereotipos subyacentes en sus evaluaciones,
tomar conciencia de la posibilidad de que hayan tenido incidencia en los procedimientos heurísticos a los que



recurre inadvertidamente, y hacer uso de la información que proporciona este punto de vista para valorar sin
prejuicios la prueba practicada. Servirían así como máximas de la experiencia de indudable valor epistémico,
en tanto que aportarían criterios cognoscitivos sobre la base de los cuales realizar inferencias, sin reproducir
los roles inherentes a la distribución asimétrica de poder existente entre hombres y mujeres. Ciertamente,
habrá ocasiones en que la realidad de lo sucedido se ajuste al estereotipo socialmente vigente, pero de lo
que  se trata  es  de hacerlo  aflorar,  de verbalizarlo,  de ser  consciente  de  su presencia,  para evitar  que
determine,  injustificadamente,  reconstrucciones  históricas  erróneas  y  reproductoras  de  la  desigualdad ”

(Ramírez Ortiz, José Luis,  Testimonio Único de la Víctima en el Proceso Penal Desde la Perspectiva de
Género, páginas 29-30, en Revista Internacional sobre Razonamiento Probatorio, Quaestio Facti, Madrid, año

2019).  Este es, a nuestro entender, el alcance de la perspectiva de género en el proceso penal: constituirse

en un instrumento que, lejos de morigerar o “relajar” las exigencias de control epistémico de la información al

momento de juzgar al acusado, sea -por el contrario- capaz de cumplir la función primordial de robustecer el

debido  proceso  al  permitir  advertir,  detectar  y  subsecuentemente  remover  los  prejuicios  o  sesgos  que

interfieren cognitivamente en el tercero o tercera llamada a decidir el caso.   

Establecido y aclarado lo anterior, qué duda cabe -como se dijo al inicio de este apartado- que el caso

que nos ocupa se trata de uno de extrema y brutal violencia en contra de la mujer en su condición de tal, pues

no sólo se ha puesto término a la vida de Camila y atentado contra su libertad sexual, sino que tal lesión a los

bienes jurídicos referidos se ha verificado en el contexto de una marcada asimetría de poder entre el agresor

y su víctima. Asimetría de poder en la que la idea de la dominación y posesión sobre la voluntad y cuerpo han

resultado indiscutiblemente evidentes.  Tal  asimetría  de poder  no sólo deriva del  hecho indubitado de la

superioridad física del agresor, sino que viene reforzada por la circunstancia de que Camila se encontraba

con un ostensible embarazo avanzado y  perceptible a simple vista según quedó establecido en el juicio.

Además, el hecho de que Felipe Rojas haya dado muerte a la víctima precisamente en el contexto de una

violación revela no sólo un desprecio por su vida, sino también por su autonomía e indemnidad sexual. Aún

más: la violencia contra la mujer en el caso que nos ocupa se extiende más allá de su vida y libertad sexual,

ya que la acción perpetrada por el acusado consistente en causarle un aborto violento no consentido, no sólo

atentaron contra la vida dependiente del  nasciturus, sino que configuró un total desdén por su maternidad;

derecho reproductivo que tiene sin duda alguna una dimensión de género en tanto constituyen una derivación

de la autonomía de una mujer que en este caso había resuelto llevar adelante su embarazo. En tal sentido,

la Convención de Belem do Pará obliga a los Estados Parte a adoptar  políticas orientadas a prevenir,
sancionar y erradicar la "violencia contra la mujer” (artículo 7°), entendiendo por tal: “Cualquier acción
o conducta basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a
la mujer” (artículo 1°).  

Los hechos que se adjudican en este juicio precisamente revelan que la condición de mujer de la

víctima ha sido una determinante en los delitos perpetrados en su contra, pues la propia dinámica de un caso

que por demasiado tiempo estuvo abierto en su fase inicial debido a las dificultades de una investigación –por

diversos motivos- de indubitada lentitud, unida a las publicitadas y sesgadas conjeturas que en un comienzo

se hicieron a través de los medios, y que incluso pudieron en un principio permear la investigación, acerca de

lo que había ocurrido con Camila y su vida, ninguna de las cuales resultó demostrada en juicio y que, en



cualquier caso, no guardan relación con los hechos que el tribunal estaba llamado a tener por establecidos o

desestimados,  revelando una dimensión de lo  que  se viene  explicando que sólo  agrava la  violencia  ya

circunscrita a los hechos contenidos en la acusación estatal. 

DECIMOSEPTIMO: Estándar probatorio a la luz de la decisión condenatoria.  
El estándar probatorio opera sobre la base de decidir fundadamente si, considerando la prueba y los

elementos de juicio incorporados en el proceso penal, es posible o no justificar externamente la concurrencia

de la hipótesis acusatoria o si, por el contrario, dichos datos probatorios resultan insuficientes para satisfacer

el estándar establecido por el legislador en el artículo 340 del Código Procesal penal. Dicha  suficiencia

probatoria,  para  probar  la  culpabilidad,  debe  satisfacer  -siguiendo  a  Jordi  Ferrer-  dos  condiciones

conjuntamente: “1) La hipótesis debe ser capaz de explicar los datos disponibles, integrándolos de
forma coherente, y las predicciones de nuevos datos que la hipótesis permita formular deben haber
resultado confirmadas. 2) Deben haberse refutado todas las demás hipótesis plausibles explicativas
de  los  mismos  datos  que  sean  compatibles  con  la  inocencia  del  acusado,  excluidas  las  meras
hipótesis ad hoc”. (Ferrer  Beltrán,  obra citada,  página 147).  En el  caso que nos convoca,  no sólo  los

acusadores han logrado acreditar más allá de toda duda razonable los presupuestos centrales de su hipótesis

acusatoria, sino que tampoco se han introducido hipótesis alternativas por parte de la defensa que permitan

abrigar una duda razonable en el sentido de que los hechos pudieron verificarse de manera distinta a la forma

en que el tribunal los ha dado por establecidos. 

La  formulación  del  profesor  Jordi  Ferrer  precisamente  lo  que  busca  y  pretende  es  reducir  la

arbitrariedad y la subjetividad, centrando la decisión probatoria en la corroboración y refutación de una o más

hipótesis a través de los elementos de juicio, prescindiendo de cualquier estado mental o intuición contingente

del juzgador. Es decir, se trata en última instancia de plasmar y exteriorizar en la sentencia un razonamiento

intersubjetivamente controlable. 

La razones expuestas y habiendo valorado la prueba incorporada al juicio de conformidad lo dispone

el  artículo 297 del  Código Procesal  Penal,  permiten a este tribunal  llegar a la conclusión de que se ha

cumplido la exigencia del artículo 340 del citado cuerpo legal en orden a que la decisión de condena debe

satisfacer el umbral de una convicción, más allá de toda duda razonable, de que al acusado Felipe Andrés

Rojas Lobos le ha cabido participación en calidad de autor material directo en los delitos de violación con

homicidio y  aborto, ambos perpetrados el  10 de febrero de 2018 en contra  de Camila,  en la ciudad de

Santiago comuna de Conchalí. 

DECIMOOCTAVO: Consideraciones acerca de la determinación de la pena. 

Atendido el debate verificado, tuvo el tribunal en consideración lo siguiente para la medición
judicial de la pena:



1) Como  primera  cuestión  es  relevante,  por  así  decirlo,  “rayar  la  cancha”,  para  fijar  las

cuestiones fundamentales que deben tenerse a la  vista:  Primero,  en el  caso  sub lite la

condena de que trata esta sentencia se refiere a dos delitos: violación con homicidio y aborto

no consentido, bajo la hipótesis del artículo 342 número 1 del Código Penal, es decir doloso y

violento;  segundo, como se explicó más detenidamente en el motivo décimo del fallo,  al

tratarse de delitos con ámbitos de protección claramente diferenciados (libertad sexual y vida

independiente en la violación con homicidio y vida dependiente en el aborto), si bien fueron

perpetrados en el contexto una sola acción, normativamente se encuentran en una relación

concursal ideal propia y heterogénea, por lo que, prima facie, su punición está regulada por el

artículo 75 del Código Penal, conforme al cual debe imponerse la pena mayor asignada al

delito  más grave,  la  que  en  este  caso  -al  tenor  del  artículo  372  bis  del  Código  Penal-,

corresponde  a  la  de  presidio  perpetuo  calificado,  asociada  al  delito  de  violación  con

homicidio; tercero, que en la especie no se ha controvertido la concurrencia de las siguientes

circunstancias modificatorias de responsabilidad penal: la agravante del artículo 12 número
1 del Código Penal y las atenuantes de los artículos 11 número 9 y 6 del citado cuerpo

legal. La justificación de la alevosía y la colaboración sustancial han sido ya desarrollada en

los motivos decimocuarto y décimo, al  tiempo que la irreprochable conducta pretérita fue

establecida  en  la  audiencia  del  artículo  343  del  Código  Procesal  Penal  mediante  la

incorporación del extracto de filiación del acusado, el cual no registra anotaciones; cuarto, no

se ha controvertido que, tratándose de la sanción por el delito de violación con homicidio (ya

sea que se aplique la regla de la acumulación jurídica del artículo 75 o la de la acumulación

aritmética del 74, ambas del Código Penal), la norma que gobierna la determinación judicial

de la pena es la del artículo 66 del Código Penal, pues se está en presencia de una pena

compuesta de dos indivisibles (presidio perpetuo a presidio perpetuo calificado; y,  quinto,

tampoco  se  controvirtió  en  la  audiencia  de  determinación  de  pena  que,  concurriendo

agravantes (una) y atenuantes (dos), debe aplicarse la regla del inciso final del artículo 66 del

código  punitivo,  conforme  al  cual  “si  concurrieren  atenuantes  y  agravantes,  las
compensará racionalmente el tribunal para la aplicación de la pena, graduando el valor
de unas y otras”. 

2) Establecido  el  marco  de  la  discusión,  las  pretensiones  de  las  partes  han  girado

esencialmente  acerca  de  cómo  efectuar  esa  compensación  racional  de  circunstancias

atenuantes y agravantes, planteando la defensa de que debe hacerse de manera aritmética,

al tiempo que los acusadores sostienen que debe efectuarse una ponderación a partir del

peso específico de ellas. Al efecto, la defensa sostiene que al haber más atenuantes que

agravantes, no puede el tribunal aplicar la pena más severa (presidio perpetuo calificado),

solicitando la aplicación del presidio perpetuo simple o, bien, 20 años de presidio mayor en su

grado  máximo.  A  su  turno,  los  acusadores  sostienen  que  esa  consideración  meramente

cuantitativa  debe  ceder  ante  el  peso  o  valor  que  se  otorgue  a  las  circunstancias

modificatorias, solicitando el presidio perpetuo calificado. Tanto la defensa como los



acusadores  reconducen  sus  pretensiones  a  norma  de  determinación  punitiva  del
artículo 75 del Código Penal.

3) Es  efectivo  que  usualmente  los  tribunales  tienden a  efectuar  compensaciones más  bien

aritméticas de las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, lo que constituye

por  lo  general  un  ejercicio  en  base  a  consideraciones  abstractas  asociadas  a  la

determinación de la pena. Y desde luego, que duda cabe que en la mayoría de los casos ese

ejercicio,  sin  mayores  dificultades,  se  aviene  con  los  hechos  y  circunstancias  objeto  de

enjuiciamiento. Sin embargo, esa evidente constatación no excluye que el tribunal, habiendo

agravantes y atenuantes, bajo ciertas circunstancias pueda prescindir de esa consideración

meramente aritmética y, por el contrario, efectuar una ponderación del peso específico de las

circunstancias modificatorias concurrentes en un caso dado. En efecto, que la compensación

sea  racional  significa  que  “no  consiste  sólo  en  una  operación  de  suma  y  resta  de
circunstancias”  (Sergio  Politoff  y  Luis  Ortiz  Quiroga,  obra  citada,  página  362).  En  igual

sentido, Couso plantea que “hay acuerdo en la doctrina en que la compensación racional de
las  circunstancias  atenuantes  y  agravantes  concurrentes  no  consiste  en  un  proceso  de
substracción aritmética (por ej.  estar  3 atenuantes menos 2 agravantes para dejar  como
remanentes una sola atenuantes), sino de ponderación cualitativa (…) ”. (Jaime Couso Salas,

Héctor  Hernández Basualto y otros, página 594).  En definitiva, y sin perjuicio de que en

principio sea más frecuente que las atenuantes tengan un mayor impacto que las agravantes

en el contexto de la compensación racional (lo que puede resultar correcto en la mayoría de

los casos),  ello no impide,  a priori,  que en determinados casos se configure la situación

inversa. Y este es uno de esos casos. Lo relevante es que el tribunal, en tales casos, asuma

la carga argumentativa para justificar una decisión en tal sentido. Lo que debe evitarse por

completo es un uso discrecional de tal facultad, pues de lo que se trata es precisamente de

que  tribunal  “con  conocimiento  y  conjugación  de  todos  los  elementos  decide,
individualizándola  para  el  caso  concreto,  la  pena  a  aplicar  tanto  en  calidad  como  en
cantidad”. (Juan Bustos Ramírez, Obras Completas, Tomo I, Derecho Penal, Parte General,

ARA Editores, 2005. Página 701). 

4) Tratándose de este caso en concreto,  el tribunal ha considerado que los acusadores
tienen razón en orden a que, mediante una compensación racional, lo que corresponde
es aplicar la pena de presidio perpetuo calificado conforme al artículo 75 del Código
Penal,  es  decir,  la  pena  mayor  correspondiente  al  delito  más  grave,  que  es  el  de
violación con homicidio. Ello, supone que el peso específico de la agravante de la alevosía
que ha sido acogida por el tribunal ha estado en condiciones de neutralizar el peso específico

de las atenuantes de los números 6 y 9 del Código Penal. Por de pronto, ese ejercicio no

resulta  en  absoluto  complejo  tratándose  de  la  entidad  de  la  alevosía frente  a  la

irreprochable conducta anterior, pues esta última constituye en rigor (en este caso) una

atenuante “pro forma” y que, por ende, no tiene mayor densidad ni peso específico. Se trata

de la simple constatación formal de que una persona de 29 años, como el acusado, no ha



sido condenada con anterioridad a los hechos que motivan este juicio, lo que cualitativa y

estadísticamente nada tiene de extraordinario. La verdadera cuestión que ha debido ponderar

el tribunal -al tenor del inciso final del artículo 66 del Código Penal- es el peso específico o
la entidad de la alevosía frente a la colaboración sustancial que ha sido reconocida en
esta sentencia. No es del caso reiterar aquí todas las consideraciones referidas a la alevosía

que ya se expusieron latamente en el motivo catorce, las que se tienen por reproducidas. Sin

embargo,  resulta  relevante  efectuar  algunos  alcances  que  refuerzan  su  entidad.  Por  de

pronto, el tribunal acogió la agravante en sus dos vertientes, a saber, el actuar a traición y

sobre seguro, explicando en detalle en que consistió cada una de ellas. Ese solo dato ya

sugiere la fuerza de la agravante en cuestión. El actuar traicionero del acusado, conlleva en

este caso un reproche particularmente grave, pues no sólo defraudó las expectativas y la

confianza que la víctima depositaba en él, sino que esa confianza se sostenía en diez años

de amistad y vecindad. El acusado violó, mató y enterró (a pocos metros de su casa) a su

amiga, su vecina, con quien a diario conversaba y compartía. Por otro lado, su actuar sobre

seguro excedió con creces el simple aprovechamiento o prevalimiento de su superioridad de

fuerzas, como quiera que la violencia que ejerció sobre Camila se verificó en un contexto de

particular vulnerabilidad de esta última. Todos y todas en el juicio pudimos oír a los peritos

Cornejo y Bustos explicar las particulares condiciones que afectan a una mujer embarazada,

colocándola  en  una  situación  objetivamente  de  menor  capacidad  para  defenderse  y

reaccionar, particularmente frente a una agresión tan brutal como la que padeció. Nótese que

la entidad de la alevosía en este caso (o “valor” al tenor del artículo 66 del Código Penal),

incluso cubre el injusto de lo que, en caso de considerarse separadamente el actuar a traición

y sobre seguro,  se encuentra  comprendido en dos  agravantes  genéricas individualmente

consideradas, como la superioridad de fuerzas y el abuso de confianza. Es decir, no se trata

de  cualquier  alevosía,  sino  de  una  particular  y  extraordinariamente  reforzada  y  que

difícilmente puede ser reconducida a una simple lógica de suma o resta. Dicho lo anterior,

esta entidad que se viene explicando, a la luz de una compensación racional anclada en

consideraciones  cualitativas,  no  sólo  produce  el  efecto  de  neutralizar  o  compensar  la

irreprochable conducta anterior, sino también la  colaboración al esclarecimiento de los
hechos que este tribunal reconoció en la sentencia. En efecto, la declaración del acusado en

la reconstitución de escena,  si  bien fue relevante para la determinación de la  violación,

estuvo únicamente acotada a ese punto específico. Pero lo más importante en esta materia

reside en el  contexto  general  de esa declaración.  Se trató de una declaración errática y

acomodaticia (según se explicó en el motivo 10) en la cual, incluso, el acusado no explica ni

reconoce la forma en que mató a la víctima, sugiriendo ambiguamente que pudo estar muerta

al momento de penetrarla. Eso quedó absolutamente descartado y desmentido, más que con

la declaración del acusado, con la prueba pericial  y científica que determinó la causa de

muerte de la víctima, a saber, el lazo con que el acusado la estranguló. Es decir, incluso la

relevante información que Rojas entrega al referir que penetró anal y vaginalmente a Camila



(que  el  tribunal  no  desconoce),  lo  fue  en  el  marco  de  un  relato  en  el  cual  claramente

pretendió sugerir que la víctima pudo haber estado fallecida o, al menos, que él así pudo

creerlo. Pero no sólo eso. Esa colaboración, estuvo precedida de las abundantes acciones

previas de Rojas orientadas a obstaculizar,  activamente,  el  descubrimiento  de la verdad.

Acciones que ya fueron descritas en la sentencia y, entre las cuales, no puede ser ignorado

el entierro y ocultamiento del cadáver, que, si bien no resultó constitutivo de delito, sin duda

alguna dificultó por más de un año que la víctima fuera encontrada. Incluso más: el hallazgo

del cuerpo de Camila, ni siquiera se produce con ocasión de información proporcionada por

Felipe Rojas a la persecución penal estatal, si no, por el contrario, debido al relato que la

testigo JULIETA refirió a la policía.  Suponer que hubo en ello una colaboración del acusado

vía interpósita persona no tiene ningún sustento, pues ni siquiera el mismo lo dijo, como

quiera que en el juicio guardó silencio. En suma: ¿hubo colaboración? Sí, pero fue acotada y

realizada en un contexto general de absoluta falta de colaboración, antes y después de la

reconstitución de escena. Adicionalmente, la atenuante en cuestión a todas luces no tuvo

ningún impacto (no sólo en el homicidio), sino tampoco en el aborto. Aborto, perpetrado con

singular  violencia  y  en  el  contexto  de  un  delito  gravísimo,  como  lo  es  la  violación  con

homicidio. En tales condiciones, estos jueces consideran que, ponderando y compensando

racionalmente  las  circunstancias  modificatorias  de  responsabilidad  penal  concurrentes,  la

alevosía  es  en  este  caso concreto  portadora  de un  peso  específico  de tal  entidad,  que

neutraliza el efecto o impacto de las atenuantes, debiendo por tanto considerarse que en

última instancia no hay circunstancias modificatorias que incidan en la determinación de la

pena. Con ello, no resta atenuante alguna susceptible de ser calificada conforme al artículo

68 bis del Código Penal, con lo cual la pena a imponer, al tenor de la regla de punición del

artículo 75, no puede sino ser la de presidio perpetuo calificado. 

5) Las consideraciones que anteceden subsisten a todo evento en el caso de estimarse que

pudiera  resultar  más  favorable  la  aplicación  de  la  acumulación  aritmética  de  las  penas

contemplada en el artículo 74 del Código Penal, pues el resultado sería el mismo, ya que al

no  haber  circunstancias  modificatorias  susceptibles  de  ser  consideradas  (producto  de  la

latamente explicada compensación racional), el tribunal puede recorrer la pena en toda su

extensión. Y en ese escenario, la extensión del mal causado a todo evento nos llevaría a la

imposición igualmente de la pena de presidio perpetuo calificado. En efecto, al  tenor del

artículo 69 del Código Penal, qué duda cabe que las consecuencias y males provocados por

los delitos de que trata esta sentencia han sido de la máxima gravedad. A lo ya dicho, no

podemos dejar de considerar la angustia y dolor que en la familia de la víctima produjo el

transcurso de casi dos años sin conocer el paradero de Camila, cuyo cuerpo, producto del

obrar del acusado, permaneció enterrado y oculto a cortísima distancia de su domicilio. El

delito perpetrado no sólo lesionó los bienes jurídicos de la vida y la libertad sexual, sino que

truncó y frustró un proyecto de vida y familiar, de una mujer joven que se aprestaba a gestar

una hija que ya tenía plena viabilidad para nacer y vivir. Es decir, hecha la compensación



racional,  no  cabe  sino  concluir  que  el  marco  penal  aplicable  en  este  concurso  ideal

heterogéneo, en cualquier caso, corresponde a la pena mayor asignada al delito más grave. 

6) Finalmente,  la  particular  gravedad del  delito,  unido a  las consideraciones ya efectuadas,

permiten concluir  que la pena que se impondrá -la más grave en el  ordenamiento penal

chileno- resulta condigna con los hechos que han sido sometidos a la adjudicación de estos

jueces. En tal sentido, como sostiene Roxin, la imposición de la pena supone una concreción

de sus fines tanto preventivo generales como especiales por igual, pues, afirma el maestro

alemán que, “mientras más grave sea el delito, tanto más exige la prevención general un
agotamiento de la medida de culpabilidad. Y es que, cuando se trata de delitos gravísimos, la
confianza en el ordenamiento jurídico solamente puede mantenerse y la paz jurídica sólo
puede restablecerse cuando se produzca una represión adecuada a la culpabilidad ”. (Claus

Roxin, La Teoría del Delito en la Discusión Actual, Editorial Grihley, página 83). 

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 1, 5, 7, 11 N° 6, y 9, 12 N° 1,

15 N° 1, 27, 50, 66, 75, 141 inciso final, 320, 342 N° 1, 432, 446 N°3, 361 N°1 y 372 bis del Código Penal;

artículo 17 de la ley 19970; y, artículos 1, 47, 295, 296, 297, 340, 341, 342, 343, 344 y 348 del Código

Procesal Penal, SE DECLARA:

I.- Que se CONDENA a FELIPE ANDRES ROJAS LOBOS, ya individualizado, como autor

de los delitos de VIOLACION CON HOMICIDIO y ABORTO,  previstos y sancionados, en los

artículos 372 bis y 342 N° 1, del Código Penal,  en grado consumado, en la persona de

CAMILA,   perpetrados ambos el día 10 de febrero de 2018, en la comuna de Conchalí,

ciudad de Santiago, a la pena única de PRESIDIO PERPETUO CALIFICADO, más las penas

accesorias  de  inhabilitación absoluta  perpetua para cargos  y  oficios  públicos  y  derechos

políticos por el tiempo de la vida del penado y a la de sujeción a la vigilancia de la autoridad

por el máximum que establece este Código.

II.-  Asimismo, se dispone  el  registro de la  huella  genética del  acusado,  conforme lo
dispone el artículo 17 de la ley 19970.

III.-  Que, por la naturaleza de la pena impuesta, el sentenciado no puede ser acreedor de

ninguna de las penas sustitutivas de la Ley 18.216, por lo que la pena deberá cumplirla en

forma efectiva, reconociéndose como abono a su sentencia todo el período durante el cual ha

estado ininterrumpidamente privado de libertad,  desde el día 25 de junio de 2019 al 25 de

abril de 2023 (1401 días). Ello, conforme a la certificación expedida por el jefe de Unidad de

Causas de este Tribunal.



IV.- Que se absuelve a FELIPE ANDRES ROJAS LOBOS de los cargos formulados por los

delitos  de  inhumación  ilegal,  hurto  simple,  secuestro  con  homicidio  y violación
reiterada, supuestamente perpetrados el 10 de febrero de 2018 en la persona de Camila, en

la comuna de Conchalí, Santiago.  

V.-  Que se exime al sentenciado del pago de las costas, considerando que el periodo que

lleva privado de libertad, a lo cual debe añadirse la pena que le ha sido impuesta, le han

impedido e impedirán en el futuro generar recursos para sufragar dicho costo. 

Ejecutoriada esta sentencia, remítase al Segundo Juzgado de Ganaría de Santiago, para su

cumplimiento y ejecución.

Regístrese.

Redactó la sentencia el juez don Eduardo Gallardo Frías. 
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